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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Walker Prieto, Patricio

Concurrieron, además, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y el Subsecretario de esa misma Cartera, señor Claudio Alvarado Andrade.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:26, en presencia de 23 señores Senadores.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 8ª, extraordinaria, y 9ª, ordinaria, ambas en 13 de abril del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Diecisiete de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con los dieciséis primeros retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (boletines números 5.522-07 y 5.324-07, refundidos).



2.- Proyecto de ley que modifica el régimen de libertad condicional y establece, en caso de multa, la pena alternativa de trabajos comunitarios (boletín No 7.534-07).



3.- Proyecto de ley sobre indulto general (boletín No 7.533-07).



4.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (boletín No 6.190-19).



5.- Proyecto de ley que regula el tratamiento tributario de los instrumentos derivados (boletín No 7.194-05).



6.- Proyecto de ley que autoriza el levantamiento del secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (boletín No 4.426-07).



7.- Proyecto de ley que crea un mecanismo transitorio de adopción de acuerdos de copropietarios en los sectores medios (boletín No 7.320-14).



8.- Proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (boletín No 7.240-08).



9.- Proyecto que permite el acceso uniforme a las licencias profesionales cumpliendo los requisitos exigidos en la Ley de Tránsito (boletín No 7.212-15).



10.- Proyecto que modifica la ley No 20.248, de subvención escolar preferencial (boletín No 7.187-04).



11.- Proyecto que introduce enmiendas a la ley No 19.828, que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor (boletín No 7.075-06).



12.- Proyecto de ley que dispone inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades (boletín No 6.952-07).



13.- Proyecto de ley que crea una Comisión Permanente de Coordinación del Sistema de Justicia Penal (boletín No 7.193-07).



14.- Proyecto que modifica el artículo 7o de la ley No 18.525, que establece normas sobre importación de mercancías al país, en materia de salvaguardias (boletín No 5.363-03).



15.- Proyecto de ley sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones (boletín No 7.338-07).



16.- Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales en materia de orden público (boletín No 4.832-07).



Con el último retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley en materia de duración del descanso de maternidad (boletín No 7.526-13).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto que extiende el plazo de vigencia de las franquicias contenidas en el artículo 28 del decreto con fuerza de ley No 341, de 1977, y en el artículo 35 de la ley No 19.420 (boletín No 7.433-05).



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes.



Con el segundo indica que rechazó algunas de las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia del concepto de embarcación artesanal y de su clasificación por eslora, del reemplazo de la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal y de los requisitos para inscribirse en este (boletín No 6.242-21) (con urgencia calificada de “simple”), e informa la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse, conforme lo dispone el artículo 71 de la Constitución Política de la República (Véase en los Anexos, documento 1).


--Se toma conocimiento y, de acuerdo con lo establecido en el artículo 46 del Reglamento, se designa a los Senadores miembros de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura para que integren la referida Comisión Mixta.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, mediante el cual contesta un oficio, enviado en nombre del Senador señor Navarro, con relación al procedimiento para constituir un Parque Nacional en los terrenos de la Reserva Nacional Tehuelche, en la isla Riesco.



Dos del señor Comandante en Jefe de la Armada, con los que responde igual número de solicitudes de información, remitidas en nombre del Senador señor Navarro, tocantes al listado de concesiones vigentes entregadas en la playa de Penco, y a la acumulación en patios colindantes a esta de 30 mil toneladas de petcoke.



Del señor Director Nacional del Instituto Nacional de Deportes, a través del cual contesta un oficio, enviado en nombre del Senador señor García, respecto del resultado de las investigaciones administrativas y judiciales en virtud de los antecedentes contenidos en el informe No 145/2006 de la Contraloría General de la República.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informe



Segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que permite el acceso uniforme a las licencias profesionales cumpliendo los requisitos exigidos en la Ley de Tránsito (boletín No 7.212-15) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Queda para tabla.

Mociones



De los Senadores señoras Allende y Rincón y señores Escalona, Gómez y Rossi, con la cual inician un proyecto de ley que regula la situación laboral de los empaquetadores de supermercados (boletín No 7.604-13) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Del Senador señor Sabag, con la que da inicio a un proyecto de ley sobre transferencia de predios rústicos (boletín No 7.605-01) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Agricultura.

Comunicación



De la Comisión de Obras Públicas, con la que informa que eligió Presidente al Senador señor Escalona.



--Se toma conocimiento.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta.

El señor QUINTANA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Para referirse a la Cuenta, tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, solicito recabar el asentimiento de la Sala a fin de abrir un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto que modifica la ley No 20.248, sobre subvención escolar preferencial.



Ello en razón de que recibimos una presentación de la Contraloría General de la República y otra de la Asociación Chilena de Municipalidades, y algunos aspectos planteados por ambos organismos ameritan ser incorporados mediante indicaciones.



Conversamos sobre el particular con el Subsecretario de Educación en la mañana de hoy, y existe disposición del Ejecutivo en tal sentido.



En consecuencia, pido que se fije el martes 3 de mayo, a las 13, como nuevo plazo para presentar indicaciones.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Así se acuerda.

V. FÁCIL DESPACHO

NORMAS DE CONSERVACIÓN DE BIODIVERSIDAD DE TIBURONES PARA SU APROVECHAMIENTO SOSTENIBLE

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Horvath, Cantero, Gómez, Orpis y Sabag, relativo al aprovechamiento y beneficio de tiburones, con segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7489-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Horvath, Cantero, Gómez, Orpis y Sabag):


En primer trámite, sesión 90ª, en 1 de marzo de 2011.


Informes de Comisión:


Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura: sesión 3ª, en 16 de marzo de 2011.


Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura (segundo): sesión 10ª, en 19 de abril de 2011.


Discusión:



Sesión 5ª, en 23 de marzo de 2011 (se aprueba en general).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El proyecto fue aprobado en general en sesión de 23 de marzo del año en curso.



El segundo informe de la Comisión deja constancia de que se aprobó una indicación sustitutiva del texto despachado en general, presentada por el Ejecutivo. Esta resolución se adoptó por la unanimidad de los miembros presentes del órgano técnico (Senadores señores Bianchi, Horvath y Sabag).



Cabe señalar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión o existan indicaciones renovadas.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen a la vista se consigna el proyecto que se propone aprobar en particular.



El numeral 1) del artículo único introduce un artículo 5o bis a la Ley General de Pesca y Acuicultura, que establece la prohibición de mutilar las aletas de cualquier especie de tiburón a bordo de naves o embarcaciones de pesca o su transbordo, tiene carácter de norma de quórum calificado, por lo que requiere para su aprobación los votos conformes de 19 señores Senadores.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En discusión particular.



Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, el texto que tienen los colegas a la vista es más simple que el aprobado en general por el Senado. Esto se debe a que el Ejecutivo formuló una indicación sustitutiva del proyecto, mediante la cual se incorpora esta materia en la Ley General de Pesca y Acuicultura. Por lo tanto, se resuelve todo lo relativo a la institucionalidad, a las sanciones, a los sistemas de control.



Finalmente, se fusionaron la iniciativa, las indicaciones de los Senadores y la del Ejecutivo. Y Sus Señorías pueden consultar lo que se propone en la parte pertinente del comparado.



Allí se consideran la prohibición de la mutilación; la exigencia -en caso de captura autorizada- de que las aletas vengan total o parcialmente adheridas al cuerpo en forma natural, a fin de que se sepa que pertenecen a él, y las sanciones correspondientes a la proporcionalidad que la misma ley establece para especies en riesgo y peligro de extinción.



Ello se consignó en los antecedentes presentados durante la discusión en general y también se encuentra ilustrado en la exposición gráfica ubicada en el hall de acceso a nuestro Hemiciclo.



Por las razones expuestas, solicito a la Sala que tenga a bien aprobar en particular el proyecto, de modo de que pueda ser ley en el mes de mayo.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

)------------------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Solicito la autorización de la Sala para que el Honorable señor Gómez asuma como Presidente accidental.



Acordado.



--Pasa a dirigir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Senador señor Gómez.
)------------------(

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Se aprueba en particular el proyecto (29 votos favorables), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido, y queda despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte y Walker (don Patricio).

El señor HORVATH.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría. 

El señor HORVATH.- Señor Presidente, junto con agradecer la votación, pido recabar el asentimiento de la Sala para que ingrese el Subsecretario General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado, ya que se encuentra presente el Ministro de la Cartera, señor Cristián Larroulet.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- ¿Habría acuerdo?



--Se autoriza.

)----------(

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, la Comisión de Economía se encuentra citada para las 18, a fin de votar en general el proyecto que facilita la creación, modificación y término de sociedades.



Solicito requerir la anuencia del Senado para que dicho órgano técnico pueda funcionar paralelamente con la Sala.



El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Si no hay objeción, se accederá a lo solicitado.



--Se autoriza.

)----------(

El señor CANTERO.- Señor Presidente, deseo referirme a una cuestión de Reglamento.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, le pido excusas por reiterar un planteamiento que es necesario traer a colación, dada la configuración del Orden del Día de esta sesión.



En mi opinión, reglamentariamente, el orden de la tabla es incorrecto. Y quiero reiterar los argumentos que expuse ayer.



El inciso primero del artículo 96 expresa: “Cuando existan dos o más asuntos que, según este Reglamento, deban tratarse o votarse con preferencia, se despacharán en el orden siguiente, que no podrá variarse ni aun por acuerdo unánime:”. ¡Ni aun por acuerdo unánime!



Por su parte, el artículo 92 dispone -lo señalo, pese a que en la sesión anterior el Senador Novoa indicó que yo estaba equivocado, e insisto en que mi argumentación es correcta- que un Comité puede pedir que se revise lo relativo al orden de la tabla.



Y, a mayor abundamiento, el artículo 20 establece lo mismo: un Comité podrá solicitar la revisión de un acuerdo cuando no se haya adoptado por unanimidad.



El orden en cuestión no contó con acuerdo unánime porque no fue tratado. La discusión de ayer correspondió al Orden del Día de la sesión de ese día. Hoy tenemos una distinta, donde aparece en primer lugar un proyecto de reforma constitucional, que, en mi opinión, no debe figurar en tal posición debido a que el tenor literal del artículo 96 establece la siguiente primacía.



“1° El reclamo por el impedimento a que se refiere el artículo 8°;



“2° Los asuntos a que se refieren los N°s. 1) y 2) del artículo 49 de la Constitución Política del Estado;



“3° El proyecto de ley de presupuestos de entradas y gastos de la Nación;”.



¡Ninguno de esos numerales dice relación con la materia de que se trata!



¿Cuál se aplica en este caso? El 4°, que estatuye: “Los asuntos respecto de los cuales se haya declarado la urgencia. Entre ellos preferirán según el grado de ésta y, si fueren del mismo grado, según la fecha en que se haya dado cuenta de la misma;”.



¿Qué significa esto, en castellano?



Que el único proyecto del Orden del Día con urgencia -así consta en la circular que nos entregó la Secretaría-, que se halla calificada de “suma”, es el signado con el número 2. En consecuencia, esa iniciativa debe ser tratada en primer lugar, reglamentariamente, y no la que figura en el número 1. Porque, aunque esta corresponde a una reforma constitucional, no recibió ninguna calificación de urgencia del Ejecutivo, única autoridad llamada a hacerlo.



Por lo tanto, señor Presidente, solicito aplicar el Reglamento y que, conforme al numeral 4° del artículo 96, la iniciativa signada con el número 2 de la tabla se ponga en el orden que corresponde, o sea, en el número 1. Porque -repito- ese orden “no podrá variarse ni aun por acuerdo unánime”.



Entonces, en el marco de los artículos 96, 92 (que hace referencia al orden de los asuntos que deban figurar en la tabla) y 20 (que dispone que cualquier Comité puede pedir que se revise esta situación), vengo en solicitar que el orden de la tabla de la presente sesión se adecúe al Reglamento.



He dicho.

El señor NOVOA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, estoy absolutamente de acuerdo con lo planteado por el colega Cantero. El Reglamento es clarísimo al respecto. 

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, esta materia la analizamos largamente ayer en la sesión de Comités, que es donde se propone el orden de los asuntos en la tabla. Allí se explicitó, incluso con argumentos de carácter jurídico, que el tema no era menor; que primero correspondía tratar el proyecto de reforma a la Carta Fundamental y posteriormente el que incide en leyes orgánicas.



Me asombra que ahora volvamos sobre un punto ya visto por los Comités, los que resolvieron configurar la tabla exactamente en el orden en que se encuentra.



Entonces, la pregunta que me hago, señor Presidente, es si los acuerdos tomados en reunión de Comités carecen de validez y, por tanto, en cada sesión vamos a buscar cambiarlos por otras decisiones.



La tabla de esta sesión se elaboró según lo resuelto ayer en reunión de Comités. Y, como dije, eso se explicitó, extensa y fundadamente, incluso por quien en este momento preside y que participó en esa sesión. 



Yo exijo una explicación, porque quiero saber qué sentido tiene adoptar acuerdos en la instancia mencionada -donde están representados todos los Comités- si en la Sala se solicita cambiarlos. 

El señor CHAHUÁN.- Pido la palabra.

El señor CANTERO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.



Y al Senador señor Cantero le solicito que espere, pues ya intervino.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, deseo pedir que se certifique adecuadamente si los Comités están o no en disposición de aprobar determinado orden de la tabla.



En la reunión de ayer había tres Comités: Independientes, Unión Demócrata Independiente y Renovación Nacional, que pedían un ordenamiento distinto del Orden del Día.



Este es un tema para la práctica, para el registro. Ojalá que en el futuro exista tal certificación.



El artículo 92, inciso segundo, dice: “Esta proposición se entenderá aprobada a menos que la observe un Comité.”.



Y el inciso tercero agrega: “En este caso se consultará a la Sala, la que resolverá en el acto, sin debate.”.



Ese es el problema de fondo, señor Presidente.



Nosotros no queremos imponer un mal clima en el Senado. Pero sí, que las cosas se realicen certificándose convenientemente, conversando, y que vuelva a imperar el ambiente que existía hasta hace algunas semanas, cuando estas situaciones se resolvían por unanimidad, y no por mayoría. 



De no ocurrir así, señor Presidente, debo manifestarle que nosotros no vamos a seguir asistiendo a las reuniones de Comités.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, el argumento de la Senadora señora Allende no tiene aplicación en el día de hoy. La discusión que se hizo fue respecto de la tabla de ayer.


El Reglamento es muy claro, muy preciso. Establece  que, si un Comité no está de acuerdo con algún punto porque en su momento discrepó en torno de él -le aclaro a Su Señoría que eso se halla en el artículo 92 del Reglamento-, puede traerlo a la Sala.



Pero no solo traigo ese punto, sino que además pongo un antecedente nuevo.



Y digo: es imposible malentender el artículo 96, por cuanto señala un orden que ni siquiera por acuerdo unánime puede ser cambiado. Así lo expresa textualmente -lo acabo de leer-: “que no podrá variarse ni aun por acuerdo unánime”. E indica un orden. Y, en él, dice que los asuntos con urgencia se tratan primero. Agrega que, si hubiere dos proyectos con urgencia, preferirá el que tenga fecha de ingreso anterior.



En consecuencia, señor Presidente, solicito, si hay malentendido reglamentario, que la Mesa o el Secretario General de la Corporación verifiquen su interpretación y nos den a conocer su punto de vista.



Pero, para mí, la simple lectura del artículo 96 indica que la tabla de la sesión de hoy está mal constituida. ¿Por qué? Porque el proyecto que figura en el segundo lugar del Orden del Día tiene urgencia, calificada de “suma”. No hay en ella ninguna otra iniciativa con urgencia.



No existe posibilidad alguna de doble interpretación respecto de este asunto. Y tampoco está en mí el cambiar un acuerdo. Porque en este caso, simplemente, no existe ningún acuerdo. Solo está la norma del Reglamento que dispone que ni aun por unanimidad se puede alterar el orden de los proyectos señalado en ella.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, sin perjuicio de que espero que podamos abocarnos a la tabla en el orden que indica la circular respectiva y de que comprendo las preocupaciones de algunos colegas, entiendo que lo que ocurrió en el día de hoy fue que se sentaron los jefes de los Comités...

La señora ALLENDE.- Ayer, señor Senador.

El señor QUINTANA.- Ayer.

El señor LAGOS.- Perdón: ayer los jefes de los Comités discutieron este tema, y al final se llegó a un acuerdo respecto al orden de la tabla.



Ahora, lo que no me queda claro es que el Senador Cantero -para entender a Su Señoría- dice que, según el artículo 92, inciso...

El señor CANTERO.- Artículo 96, señor Senador.

El señor LAGOS.- Un momento.



El artículo 92 expresa: “Esta proposición se entenderá aprobada a menos que la observe un Comité.”.



Entonces, mi única pregunta es la siguiente. Se celebra una reunión de Comités donde, tras las diferencias surgidas, se llega a un acuerdo. Pues bien: si un Comité no hace reserva en el sentido de que planteará el punto en la Sala, ¿qué sentido tiene efectuar esa reunión? Porque, si llegamos a un acuerdo en reunión de Comités, cualquiera que después baje desde el tercer piso a la Sala va a  decir: “¿Sabe? Ante lo que acordamos en la reunión de Comités, yo hago valer el artículo 92”.

El señor CANTERO.- Pido la palabra para precisar, señor Presidente.

El señor LAGOS.- Desde ese punto de vista, importa poco el anuncio del Senador señor Chahuán en cuanto a que no asistirá a las reuniones de Comités. Porque si las resoluciones emanadas de ellas no se van a respetar, ¡para qué las hacemos!

El señor CANTERO.-  ¿Me permite, señor Presidente? Solo quiero precisar un aspecto.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Perdón, señor Senador. Ya hemos discutido mucho el punto.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, el artículo 20 es muy claro.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Le vamos a pedir al...

El señor LAGOS.- Siempre nos puede iluminar el señor Secretario.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Sí, claro.



Señores Senadores, prefiero darle la palabra al señor Secretario General a los efectos de que establezca la interpretación, y luego veremos la forma de resolver el problema.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Yo quisiera explicar la situación completa, señor Presidente.



Conforme al Reglamento, un acuerdo unánime de Comités puede dejar sin efecto una o varias disposiciones para un caso concreto, fundadamente, sean cuales fueren, salvo las materias limitadas por el Reglamento, que son las acusaciones constitucionales y una más.



En lo que respecta al punto específico que se está debatiendo, debo señalar que el acuerdo de Comités sobre el proyecto que figura en el primer lugar del Orden del Día de hoy se adoptó, por mayoría de votos, para la sesión de ayer.



Un Comité pidió debatirlo en la Sala, y se mantuvo el lugar en que había sido colocado, pero para la sesión del día de ayer.



De consiguiente, para los efectos de la sesión de hoy, en opinión de esta Secretaría, corresponde la aplicación del artículo 96 del Reglamento; vale decir, preferencia para los proyectos con urgencia hecha presente por el Ejecutivo.

El señor CANTERO.- Correcto.

La señora ALLENDE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, obviamente, entendemos que el señor Secretario es ministro de fe. Pero lo que aquí no se ha dicho es que la reunión de Comités celebrada ayer no fue la más tranquila -supongo- en mucho tiempo. Hubo bastante ofuscación.



Ahora el Senador Chahuán se ríe. Sin embargo, en su momento sonreía poco.

El señor CHAHUÁN.- ¡Fue un día de furia...!

La señora ALLENDE.- Costó bastante calmar su estado de ánimo un tanto alterado (se lo digo con mucho cariño). Pero finalmente lo logramos.



Me interesa destacar ese punto, señor Presidente, porque no es menor.



Ayer, en la reunión de Comités se discutió el orden de la tabla; se recordó un compromiso que había suscrito el Senador Longueira, etcétera. Todo ello provocó bastante ofuscación. La situación fue muy compleja. Al final, se reconoció que había un acuerdo.



Por lo tanto, ayer -como todos sabemos- se discutió y votó en la Sala el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto sobre rotulación de alimentos.



Sin embargo, inmediatamente después se acordaron cambios en el orden de la tabla, no por unanimidad -eso es efectivo; doy fe de ello, porque me consta que el Senador Chahuán no quería por ningún motivo la alteración planteada-, sino por mayoría.



Y no solo eso: la mayoría atendió los argumentos que el Senador Gómez -Su Señoría en este momento preside accidentalmente la sesión- expuso latamente para explicar las razones por las cuales la Sala debía tratar primero un proyecto de reforma constitucional, para después seguir con una iniciativa modificatoria de una ley orgánica constitucional con la que aquella tiene ligazón.



Entonces, independiente de la interpretación que dio el Secretario del Senado, yo no entiendo lo sucedido con determinado acuerdo de Comités, aunque haya sido mayoritario. No desconozco, por cierto, el derecho de un Comité a representarlo en la Sala. Y supongo que esta resolverá el punto mediante votación. Pero, sí, quiero que se diga en este Hemiciclo -y el Secretario así debe reconocerlo- que ayer se acordó que aquel era el cambio en la tabla. Y no entendí que solo era válido para la sesión de ayer. Porque en ella apenas alcanzamos a despachar dos proyectos: uno nos llevó tres horas; y en los últimos minutos, a petición expresa del Ministro Secretario General de la Presidencia, logramos tratar y despachar una segunda iniciativa: la atinente a los plazos vinculados con las elecciones presidenciales.



Señor Presidente, a mí me pareció obvio que, si en la sesión de ayer no alcanzamos a discutir el resto de los asuntos en que recayó el respectivo acuerdo mayoritario -repito-, hoy se respetaría el orden determinado por la Sala.



No entiendo la lógica de, en esta sesión, sacar el Reglamento, desconocer un acuerdo y sostener que él solo tenía efectos para el día de ayer y no es válido para hoy.



Si esa será la política hacia adelante, bueno. Tendremos, pues, que ser mucho más cuidadosos a la hora de hacer reuniones de Comités y deberemos dejar constancia de los acuerdos adoptados. Porque siempre entendí, y de buena fe, que el orden de la tabla se había establecido ayer. Y ese día se resolvió, por mayoría, que primero estaba el proyecto de reforma constitucional sobre voto de chilenos en el extranjero.



Por lo tanto, me cuesta entender esta nueva forma de convenir, donde “lo acordado no es lo acordado”.



Lo digo con todo respeto, señor Presidente. El Senador Chahuán y el resto de los asistentes a la reunión respectiva saben que, efectivamente, fue así. Y al respecto no caben dos interpretaciones.



Acordamos algo, y yo entendí que eso se mantenía. Si no se pudo respetar la tabla de ayer fue simplemente porque no tuvimos tiempo para tratar todos los asuntos.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Señoras y señores Senadores, para qué vamos a seguir debatiendo sobre el punto cuando el señor Secretario dio una interpretación. No la comparto. Pero, como es el ministro de fe, deberíamos, conforme a ella, alterar el orden de la tabla.



Discutiremos la cuestión en su momento. No creo que sea lógico seguir debatiéndola ahora.

La señora RINCÓN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra Su Señoría.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, lamento lo que está ocurriendo. No fue el ánimo reinante en el trabajo de los Comités. 



No se había invocado hasta ahora, que yo recuerde, en el año y tanto que llevo en el Senado, el artículo 20 del Reglamento. Obviamente, el colega que recurrió a él lo hizo en su justo derecho. Pero, si la situación es así, nos veremos obligados a celebrar reuniones de Comités los martes y miércoles.



Además, si se altera el orden de la tabla y no se respeta un acuerdo de mayoría, voy a pedir segunda discusión para el proyecto de ley pertinente.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Para este caso hay dos fórmulas.



Creo que no vale la pena abrir debate aquí, en la Sala. Porque también un Senador podría decir que no está de acuerdo con la interpretación que se dio y pedir que la Sala resolviera el punto. Eso resulta posible, porque ella es soberana.



Entonces, aparte el planteamiento formulado por el Senador señor Cantero sobre la base del artículo 96, número 4°, está la posibilidad de consultar a la Sala, la que resuelve en el acto, sin debate. Esta es otra alternativa. Y ella es soberana -siempre lo ha sido- en estas materias.



Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Pero existe otra alternativa, señor Presidente.



El artículo 94 del Reglamento señala que “Por acuerdo de Comités que representen las dos terceras partes de los Senadores en ejercicio, manifestado en el Orden del Día de una sesión ordinaria o extraordinaria, podrá alterarse la tabla de la misma sesión.”. 



Si el día de ayer, por acuerdo de los Comités, se modificó la tabla, me parece que, a contrario sensu, conforme a lo señalado acá, debiera regir la misma norma. Vale decir, cualquiera de los jefes de Comités podría llamar a reunión y recabar el acuerdo a que alude el artículo 94. Y se salvaría lo manifestado por el señor Secretario para quienes concuerdan con la interpretación que dio.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, no sé los números de los artículos del Reglamento, porque yo trato básicamente de que las cosas funcionen por sentido común o por acuerdo y la palabra empeñada.



Solo quiero dejar constancia de que ayer por primera vez vi el Canal de Televisión del Senado. Y la situación se visualiza de manera muy diferente. Nunca lo había hecho. Empero, sorpresivamente, estando en La Moneda, nos informaron que se estaba votando el proyecto sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad.



Para mí fue una enorme sorpresa, pues a la hora de almuerzo viajé exclusivamente al objeto de informar a las bancadas que con el Senador Girardi habíamos llegado a un acuerdo en el sentido de que dicha iniciativa no se iba a votar en la sesión de ayer.



Él me llamó desde la clínica donde se encontraba internado para informarme del avance que se estaba logrando en cuanto al veto. Y, atendidos su estado de salud y la necesidad de perfeccionar el veto, le planteé que era urgente llegar a un acuerdo para votar el referido proyecto hoy, miércoles.



Viajé exclusivamente, entre los episodios de ayer, para informar sobre el particular a las bancadas. Y así lo entendieron todos.



Salimos de la ceremonia de juramento del nuevo Ministro de Vivienda, y en un televisor observamos algo que, en mi concepto, constituiría un buen ejercicio si fuera visto por todos, pues comenzaríamos a entender por qué la ciudadanía está un poquito distanciada de nosotros y por qué esta Corporación y los partidos políticos se encuentran un poquito alejados -por decirlo de manera elegante- de ella.



No son, señor Presidente, sesiones que contribuyan a prestigiar la noble actividad que todos ejercemos con mucho sacrificio.



Solo quiero dejar constancia de aquello.



En esa oportunidad escuché a varios que hablaban del acuerdo (no sé si para bien o para mal; porque, además, no se oía con claridad la transmisión) que habíamos alcanzado aquí y al que contribuimos respetando la palabra.



Ahora bien, como nosotros la honramos habitualmente, solo deseo decir que lamento que ella no se haya respetado.



Por cierto, desde La Moneda llamé al Senador Girardi para expresarle que yo estaba profundamente sorprendido de que no se hubiera respetado ese acuerdo, ese compromiso. 



A mi juicio, ello no hace bien cuando es el Presidente de la Corporación quien fija la tabla. Eso me quedó claro en la reunión de Comités. Quienes participaron en ella son testigos de que pregunté en reiteradas ocasiones quién había confeccionado el Orden del Día de la sesión anterior.

El señor CHAHUÁN.- El Ministro ya se había ido.

El señor LONGUEIRA.- No sé si se había retirado. Pero eso fue lo que se informó.

El señor CHAHUÁN.- Lo estuvimos llamando por celular.

El señor LONGUEIRA.- Puede ser.



En todo caso, deseo precisar el punto. Porque el Reglamento no es tan importante. Lo más relevante es que se respete la palabra empeñada. Si no se respeta, operará el Reglamento.



Ahora, creo no haber leído nunca el Reglamento, pues no necesitamos recurrir a él: basta que hagamos las cosas por sentido común, que respetemos la palabra empeñada.



En tal sentido, lamento sinceramente que ayer no se haya cumplido algo que se acordó con el Senador Girardi y que, entiendo, fue transmitido en los términos señalados. 



Gran parte de ello fue lo que gatilló un buen porcentaje de la conflictividad observada en la sesión de ayer.



Procuremos que la sesión de hoy sea más tranquila, para que no sigamos contribuyendo a la imagen de que hice mención.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Como fui aludido, me permitirá la Sala clarificar lo siguiente.



Primero, debo puntualizarle al Senador señor Longueira que en la reunión de Comités de ayer se actuó de acuerdo al Reglamento. 



Lamento, para los fines del entendimiento del proceso seguido, que Su Señoría no haya estado ese día en la Corporación y que no participara el Comité UDI titular.



Existía un acuerdo unánime para tratar ayer el proyecto sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad. Se hizo una petición de cambio de ese acuerdo unánime. Hubo objeción de algunos Comités. Por eso la iniciativa se trató ese día.



Yo pido, con todo respeto, que se entienda lo ocurrido ayer.



En esa reunión de Comités estuvo por la UDI el reemplazante, Senador señor Uriarte.



Ahora, le correspondió fijar el orden de la tabla a quien habla. Ello se hizo conforme al Reglamento y de acuerdo a la petición formulada en ese momento, dado que había un acuerdo unánime previo.



Sobre el tema en discusión, ofrezco la palabra.



Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, el señor Secretario hizo una interpretación del Reglamento completamente apegada al texto del número 4° del artículo 96: cuando hay un proyecto de ley con declaración de urgencia, prefiere sobre todo el resto.



No existe ninguna norma que contradiga aquello.



A mayor abundamiento, el mismo artículo señala que ni siquiera por acuerdo unánime se podrá alterar la primacía o el ordenamiento que establece el Reglamento.



En consecuencia, señor Presidente, no hay más que discutir.



El artículo 96 es extraordinariamente claro, muy preciso, taxativo.



Querer torcerle el espíritu al Reglamento me parece francamente inadecuado.



Por eso, pido que se respete la interpretación del señor Secretario, como ha sido tradicional en el Senado, y que nos aboquemos al estudio del proyecto signado con el número 2 en el Orden del Día.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Antes de que intervenga la Honorable señora Alvear, el señor Secretario quiere clarificar un punto.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Solo deseo manifestar que el Secretario emite una opinión a solicitud de los Senadores. Porque él no interpreta el Reglamento. Esto le corresponde al Presidente del Senado. Y, habiendo duda, es la Sala la que en definitiva adopta los criterios.



Es -reitero- solo una opinión.

El señor CHADWICK.- Se contemplan disposiciones expresas al respecto en la Constitución y en la ley.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, quisiera sumarme a lo que probablemente la mayoría de los Senadores deseamos en la Corporación, que es cumplir la palabra empeñada; efectuar un buen tratamiento de los proyectos de ley y no descalificarnos cuando nos encontramos en posiciones distintas, sino exponer nuestros argumentos. Y, en ese ánimo, formularé solo una observación.



Ayer, cuando terminamos de discutir la iniciativa sobre la rotulación de alimentos, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia nos pidió un cambio en el Orden del Día. A continuación venía la reforma constitucional que se halla hoy en primer lugar, pero nos solicitó tratar antes la relativa al cambio de la fecha de las elecciones.



Aun cuando ello no había sido acordado en Comités, accedimos de buena fe, porque lo requería ese Secretario de Estado, y decidimos votar, en el supuesto -y quisiera decirlo con mucha claridad- de que se continuaría con la tratamiento de la tabla.



Más aún, cuando iba a empezar la relación del proyecto, se me dijo que ya era muy tarde y que era mejor dejarlo para el día de hoy, a fin de que se encontraran presentes todos los Senadores, porque ya estaba terminando la sesión y quedaban pocos minutos.



Entonces, deberíamos haber discutido ayer la reforma constitucional, y no lo hicimos por la petición expresa que he señalado.



Si se hace referencia a la buena fe; a respetar los acuerdos; a poder trabajar de consuno; a prestigiar al Congreso, a la Corporación y a los parlamentarios, creo que todos debemos actuar en esa misma dirección.



Gracias.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, iba a solicitar que se resolviera en votación por mediar un derecho, evidentemente, pero lo expresado por la Senadora señora Alvear es muy importante.



Sé que usted está conversando con el señor Ministro, pero la cuestión se relaciona directamente también con este.



Mi Honorable colega ha hecho muy bien en acordarse de lo acontecido. El propio señor Larroulet me pidió, como jefa de bancada, que accediéramos a votar, cambiando el orden en ese momento, la reforma constitucional que tenía que ver con los plazos. No hubo ningún problema en acceder, pero en el bien entendido de que hoy día continuaba la tabla con el primer punto que debió haberse tratado ayer.



En consecuencia, no solo discrepo de la interpretación del señor Secretario, sino que también me parece que los nuevos antecedentes entregados por la señora Senadora dejan meridianamente clara la buena fe con que actuamos al haber entendido siempre que hoy día se partía en la tabla con la reforma constitucional.



Cualquier otra conclusión no hace más que enrarecer el ambiente, por desgracia, en la medida en que habíamos llegado a un acuerdo que se supone de buena fe.



Así que, sobre esa misma base, pido restablecerlo. La Sala tiene perfecta soberanía para poder reafirmar algo que debió operar sin ni siquiera necesidad de una consulta.



Y en el futuro velaremos muy bien para que en las reuniones de Comités queden establecidos claramente los acuerdos y las proporciones en que se suscriben, en el mejor ánimo, por cierto.



Pero lo que corresponde ahora, francamente, con la misma buena fe con que actuamos ayer, es que se respete una tabla que quedó reafirmada en esa misma ocasión.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Informaré lo siguiente respecto a lo acontecido. En la reunión de Comités celebrada en esa oportunidad se resolvió -y los señores Senadores que concurrieron lo recordarán- que se tratara primero el proyecto de ley sobre rotulación; a continuación, el relativo a la fecha de las elecciones; después, el de reforma constitucional atinente al voto de los chilenos en el extranjero. que se encontraba signado con el número 6 del Orden del Día y que hoy se halla en primer lugar, y en cuarto lugar, el referente a inscripción y votaciones.



Ese fue el acuerdo formal del día de ayer.

El señor CANTERO.- Y fue cuestionado.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Lo que se halla en discusión hoy dice relación con que la Mesa elaboró una tabla que continúa la del día de ayer, habiéndose suscitado una discrepancia acerca de la interpretación de un punto conforme al Reglamento. Y quiero precisarlo.



Se puso en primer lugar la reforma de la Carta y después el proyecto que modifica la ley orgánica constitucional. Algunos concluyen en dos lecturas sobre la materia. Esto es para el efecto de resolver. Se estima que la urgencia impone el orden de la tabla...

El señor LONGUEIRA.- ¡Siempre ha sido así, desde hace veinte años!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Ofreceré la palabra para intervenir. Quiero solamente clarificar cuál fue el debate, para que se haga referencia a lo mismo. El Orden del Día de la sesión de hoy es la continuación, sin variación, de la tabla de ayer.



Se ha suscitado un debate respecto a la interpretación del número 4 del artículo 96 del Reglamento.

El señor KUSCHEL.- ¡No admite interpretación, señor Presidente...!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Como este no es un tribunal de justicia, hago presente a los señores Senadores que se entiende que se plantean dos interpretaciones: si la urgencia califica para el orden en que se despachan los asuntos o si el proyecto se tiene que tratar dentro del plazo respectivo. Se han formulado diferentes opiniones.



Ofreceré la palabra algunas veces más y someteré después la cuestión a la Sala para que resuelva.



Puede intervenir el Honorable señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, no existen en el Reglamento acuerdos sobre la continuidad de las tablas. Cada sesión es completamente separada de la anterior o de otras precedentes. Y eso es fundamental entenderlo, porque es lo que permite la aplicación de la urgencia. De lo contrario, bastarían los acuerdos de Comités para bloquear todas las que disponga el Primer Mandatario.



Debo recordar que se trata de una atribución contenida en la Carta Fundamental. La Ley Orgánica Constitucional del Congreso la recoge y señala cuál es la prelación para estos efectos.



Y el artículo 96, N° 4, del Reglamento no admite interpretación. Es una norma que establece el orden de precedencia de las materias en la tabla correspondiente a cada sesión, señalando expresamente que las declaradas con urgencia -ello nada tiene que ver con el plazo de vencimiento- prefieren a aquellas que no han sido objeto de calificación.



Entonces, pido, por favor, que esa disposición se aplique para la sesión de hoy.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- La Sala resolverá. Los argumentos resultan bastante claros. 



Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, usted tiene todo el derecho a ceñirse al artículo 92 del Reglamento. En algo tiene razón el Senador señor Chadwick: se trata de una tabla nueva. Por lo tanto, se puede hacer uso de la norma. ¿Y qué dice esta al final? “En este caso se consultará a la Sala, la que resolverá en el acto, sin debate.”.

El señor NAVARRO.- Que se cierre el debate.

El señor GÓMEZ.- Por mi parte, no estoy de acuerdo con la interpretación de mi Honorable colega, porque las urgencias establecen plazos legales para que esta Corporación despache un proyecto. No obligan a hacerlo cuando se da cuenta del mensaje que las hace presente. La del proyecto sobre inscripción automática fue renovada con esta fecha en el carácter de “suma”, o sea, hoy empiezan a correr 15 días para cumplirla, de acuerdo con la ley y la Constitución. Nadie está obligado en el Congreso a resolver el asunto hoy.



En ese sentido, el Presidente del Senado tiene facultades para determinar la tabla.



Lo que sí podemos hacer, en realidad, pero no debiéramos, es sobrepasar dicho plazo. De otro modo, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia tendría que haber pedido ayer, cuando vencía la urgencia, que sesionáramos hasta resolver.



Lo que he señalado es lo que establece la disposición constitucional. Por lo tanto, resulta absolutamente imposible entender que el Senado se halle obligado a pronunciarse sobre un proyecto cuando la norma fija un plazo de 15 días para la urgencia.



Así que le pido, señor Presidente, que cite a reunión de Comités para que podamos conversar sobre el punto o que lo someta a votación en la Sala, que es la soberana.



El Reglamento no puede alterar ni la ley ni la Constitución.

El señor PROKURICA.- Por eso mismo.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Puede intervenir el Honorable señor Espina, después de lo cual voy a citar a reunión de Comités para zanjar el problema.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, el Honorable señor Gómez tiene razón en algo: por regla general, la Sala es soberana para resolver muchas cosas. Pero no puede hacerlo respecto de otras, expresamente contempladas en la Constitución o la ley. No sería posible que se saltara un trámite reglamentario.



Una norma expresa: el artículo 96, como el señor Secretario lo sabe perfectamente, establece que “Cuando existan dos o más asuntos que, según este Reglamento, deban tratarse” -se lo menciono a mi Honorable colega Gómez, quien integró durante mucho tiempo la Comisión de Constitución y fue su Presidente- “o votarse con preferencia”, etcétera,...

El señor GÓMEZ.- ¡En el Reglamento!

El señor ESPINA.- ...señala el orden en que ellos se despachan. Y su número 4º hace referencia a “Los asuntos respecto a los cuales se haya declarado la urgencia.”.



Por lo tanto, quiero representar, con el mayor respeto, que constituye una flagrante violación del Reglamento la pretensión de saltarse nuestra propia disposición -ya aprobada y que, por lo tanto, es ley de la República- y no cumplirla.



Más todavía -como lo expresó mi Honorable colega Cantero-, se dispone que “ni aun por acuerdo unánime” podrá efectuarse una variación. Podemos mantener muchas diferencias, pero pido,...

La señora ALLENDE.- ¿Por qué no lo dijeron ayer?

El señor CHAHUÁN.- ¡Lo hicimos!

El señor ESPINA.- ...por favor, que ellas no digan relación con normas de tal claridad. Cuando el Reglamento expresa que ni aun por unanimidad se puede alterar el orden en que se tratan las materias, ¿cómo alguien puede manifestar que caben dos interpretaciones? Me gustaría saber cuál es la otra.



El texto es claro al hacer referencia a asuntos que “deban tratarse”, no solo votarse, y, en seguida, preceptúa que ni siquiera por acuerdo unánime de los Senadores -repito- se puede introducir una variación. Y la razón es obvia: la urgencia, establecida en la Constitución, le da una primacía al Presidente de la República, nos guste o no.

El señor GÓMEZ.- ¡Son 15 días!

El señor ESPINA.- No, Su Señoría. Cuando la disposición reglamentaria emplea la palabra “tratarse” y se está confeccionando la tabla, se requiere “tratar” primero el proyecto al que le corresponda la preferencia de la urgencia.



No recuerdo que jamás en los Gobiernos de la Concertación, en los últimos veinte años o en los nueve que llevo de Senador, se le haya ocurrido a alguien alterar ese orden. ¡Nunca! No recuerdo que, mediando una iniciativa calificada con urgencia, hayamos resuelto saltarnos esta última mediante un acuerdo. De otro modo, como la Constitución dispone que el Primer Mandatario puede hacerla presente y, por lo tanto, priorizar los proyectos, y el Reglamento, para asegurar esa norma, determina que ni siquiera por unanimidad se puede efectuar una alteración, significaría que una mayoría política perfectamente podría violar este último el día de mañana.



Pienso que en este caso no caben dos interpretaciones, señor Presidente. Me parece en extremo grave que no se cumpla una disposición que nunca ha dejado de considerarse. Sin perjuicio de que usted cite a reunión de Comités, lo que corresponde es ocuparse con prioridad en las iniciativas calificadas con urgencia.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, solicito intervenir en forma breve.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Ya informé que citaré a reunión de Comités.



Deseo fijar el punto en disputa, porque, aunque respeto mucho a todos los señores Senadores, entiendo que el concepto en debate, con relación al artículo 96 del Reglamento, es el siguiente.



La discusión se generó por la renovación de la urgencia. Si se hubiera mantenido la situación de ayer -porque el plazo vencía hoy-, mi conclusión sería distinta.



Solo quiero precisar. La norma citada hace referencia a “asuntos que, según este Reglamento, deban tratarse o votarse con preferencia,”. La interpretación de la Mesa es que contamos con 15 días para el tratamiento



Repito que, respetando a todos los señores Senadores, deseo simplemente consignar las diferencias de interpretación y citar a reunión de Comités para determinar cómo se aborda el punto. No existe ninguna intención de “torcer la nariz”. Cualquiera puede pedir segunda discusión y quedar la consideración de un asunto para el próximo mes. Lo digo para que entendamos que se registran distintos puntos de vista.



Se suspende la sesión.

)--------------(



--Se suspendió a las 17:20.



--Se reanudó a las 17:52.

)---------------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Continúa la sesión.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor LETELIER (Vicepresidente).- El señor Secretario va a dar cuenta de los acuerdos de Comités.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités acordaron, por unanimidad, lo siguiente:



1.- Retirar de la tabla del día de hoy el proyecto de reforma constitucional sobre voto de chilenos en el extranjero y la iniciativa referente a inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones.



2.- Facultar a la Mesa para fijar el orden de los demás asuntos que están para ser considerados por el Senado, respetando, en todo caso, los proyectos cuya urgencia esté por vencer.

VI. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DE NORMATIVA PESQUERA EN MATERIA DE DESCARTE DE ESPECIES HIDROBIOLÓGICAS

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señores Horvath y Prokurica y del entonces Senador señor Ruiz de Giorgio, en primer trámite constitucional, que define el descarte de especies hidrobiológicas y establece medidas de control y sanciones para quienes incurran en esta práctica en las faenas de pesca, con segundo y nuevo segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura e informe de la Comisión de Hacienda.



--Los antecedentes sobre el proyecto (3777-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Horvath, Prokurica y Ruiz De Giorgio):



En primer trámite, sesión 23ª, en 4 de enero de 2005.



Informes de Comisión:



Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura: sesión 79ª, en 8 de enero de 2008.



Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura (segundo): sesión 7ª, en 6 de abril de 2011.



Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura (nuevo segundo): sesión 7ª, en 6 de abril de 2011.



Hacienda: sesión 7ª, en 6 de abril de 2011.



Discusión:



Sesión 19ª, en 13 de mayo de 2008 (se aprueba en general).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- El proyecto fue aprobado en general el 13 de mayo de 2008.


Ambas Comisiones informantes dejan constancia de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los números 3 y 5 del artículo 1° y el número 2 del artículo 2°, los que mantienen, en consecuencia, el mismo texto aprobado en general. De conformidad al artículo 124 del Reglamento, deben darse por aprobados, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación.



--Se aprueban reglamentariamente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura realizó una serie de modificaciones al proyecto despachado en general por la Sala, y las aprobó por unanimidad.



Por su parte, la Comisión de Hacienda introdujo enmiendas al texto acordado por la Comisión especializada, las que también fueron aprobadas en forma unánime.



Cabe recordar que las modificaciones acordadas por unanimidad deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión o que existan indicaciones renovadas.



De esas enmiendas unánimes, la letra b) del número 1 del artículo 1°; el artículo 7° C contenido en el número 2 del artículo 1°, y el artículo 64 F comprendido en el número 4 del artículo 1° tienen el carácter de normas de quórum calificado y requieren, para su aprobación, el voto conforme de 19 señores Senadores.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado, que transcribe, en sus columnas tercera y cuarta, las modificaciones efectuadas por las Comisiones informantes.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En discusión particular el proyecto.

El señor HORVATH.- Perdón, señor Presidente.



Si escuché bien, ¿el señor Secretario mencionó el artículo 7° C?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Así es, Su Señoría.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, el punto es que la ley vigente prohíbe el descarte. Por tanto, si uno encuentra un mamífero marino o un  reptil -un delfín, una ballena o una tortuga- y lo devuelve al océano, cae en sanción. Lo que hace el artículo 7° C justamente es obligar a que las especies capturadas puedan recuperarse y regresar al mar.



Dicha disposición dice: “Será obligatoria la devolución al mar de mamíferos marinos, reptiles, pingüinos y otras aves marinas” y “ejemplares de una especie hidrobiológica, en los casos en que así lo disponga expresamente la medida de administración vigente.”. Esto, obviamente, porque no cabe entregar todo tipo de detalles en la propia ley.



Por esa razón, solicitamos aprobar dicho artículo.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Pido al señor Secretario que haga sonar los timbres para proceder a votar las normas de quórum especial, y que reitere cuáles son estas.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las disposiciones de quórum calificado -todas fueron aprobadas por unanimidad- son las siguientes: la letra b) del número 1 del artículo 1°, el artículo 7° C contenido en el número 2 del artículo 1°, y el artículo 64 F comprendido en el número 4 del artículo 1°.



Todas requieren para su aprobación el voto conforme de 19 señores Senadores.

El señor ORPIS.- ¿Se votan en conjunto, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Yo sugiero votarlas una por una, por tratarse de materias distintas. 



Pido al señor Secretario que precise el orden de la votación, a fin de evitar dificultades.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Primero hay que pronunciarse respecto de la letra b) del número 1 del artículo 1°.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Esa letra tiene que ver con la definición de “observador científico”.

El señor HORVATH.- Así es.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Lo vamos a poner en votación.

El señor HORVATH.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, esta es una materia muy importante. 



Los observadores científicos cumplen la función de llevar un registro de lo que efectivamente se realiza en el ámbito pesquero. Por tanto, carecen de facultades fiscalizadoras, lo cual constituye un aspecto muy relevante para que desarrollen su labor en forma cabal. 



La información recopilada será entregada tanto a los agentes pesqueros como a la Subsecretaría de Pesca y a los servicios que deben manejar tales datos.



Hago presente que, en forma paralela, en la Cámara de Diputados se ha trabajado en una moción para definir de mejor forma los requisitos que han de reunir los observadores científicos: qué competencias se exigen, qué carreras profesionales califican para llevar a cabo dicha tarea. 



Dado el punto en el que estamos del proceso legislativo, hemos solicitado a la otra rama del Parlamento que, en el segundo trámite constitucional, perfeccione la definición de “observador científico” y establezca las características que este debe cumplir para desempeñar su función tanto a bordo de las naves pesqueras como en los puntos de desembarque y en las plantas de procesos.



Si Sus Señorías revisan el texto de la disposición que nos ocupa, verán que los datos “obtenidos por los observadores científicos (...) tendrán el carácter de reservados”. Luego, se agrega que el armador y el gerente de una planta de proceso podrán acceder a esa información. 



Ciertamente, la autoridad usará tales antecedentes para garantizar que las actividades de pesca se realicen en buena forma.



Y el mundo científico también podrá conocer esos datos. 



Para nadie es desconocido que muchos de los recursos pesqueros hoy en día se encuentran al borde de la falta de sustentabilidad, a consecuencia de una práctica que, pese a que no forma parte del asunto que nos convoca, ha llevado a entregar más cuotas de pesca de las que realmente correspondía, debido a una falencia de la actividad científica y del Instituto de Fomento Pesquero, el cual se ha visto muy debilitado en este ámbito en las última décadas.



Por esta razón, solicito a la Sala aprobar la norma en comento.

El señor CANTERO.- Pido la palabra.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Cabe recordar, Su Señoría, que estamos a punto de iniciar la votación.



Tiene la palabra el Senador señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, reglamentariamente puedo intervenir, aun cuando esté por abrir la votación.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En realidad, correspondería fundar el voto.

El señor CANTERO.- Seré muy breve, señor Presidente. No se preocupe.



Simplemente quiero señalar que, respecto al artículo 26 bis, propuesto por la norma a la que ha hecho referencia el Senador señor Horvath, he expresado mi preocupación sobre un aspecto puntual. Le he pedido encarecidamente a la Subsecretaría de Pesca que se ocupe de definir adecuadamente qué profesional es la persona más calificada y qué competencias debe reunir para desempeñarse como observador científico. El nombre lo dice: se trata de un observador con competencias en el área de las ciencias. El problema es que no se precisa en qué ciencia. Tampoco se indica qué profesión debe tener, qué calificación, cuántos años de estudio.



A mi juicio, el asunto no es menor dada la relevancia de las materias que estamos abordando. 



Lamento que ese aspecto no se encuentre incorporado en dicha disposición. Por eso pido a la Subsecretaría de Pesca que, por favor, lo atienda adecuadamente. En caso contrario, serán palabras al viento, pues no quedará definido en forma apropiada qué se entiende por “observador científico”.



Eso es todo, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación la letra b) del numeral 1 del artículo 1°.



Les recuerdo a los señores Senadores que se trata de una norma de quórum calificado.



--(Durante la votación).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra para fundamentar el voto el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, quiero complementar lo señalado por el Senador señor Cantero, quien participó con nosotros en la Comisión de Pesca, aunque entonces ya habíamos despachado la iniciativa en particular. Esta se encontraba en la Comisión de Hacienda.



La incorporación del observador científico también se contempla en el proyecto sobre protección de ecosistemas marinos vulnerables. Y en él se incluyen los elementos que Su Señoría, con justa razón, mencionó hace unos minutos.



En tales casos, lo que siempre hacemos, en particular con la Ley General de Pesca y Acuicultura -creo que esta fue la primera que aprobamos en 1990, y una de las que más transformaciones han experimentado en nuestro país-, es refundir las iniciativas para darle a la ley una expresión única.



Por esas razones, en mi intervención anterior solicité tener presente que, en el segundo trámite constitucional en la Cámara de Diputados, el proyecto será complementado con la determinación de los requisitos para ser observador científico y el establecimiento del registro pertinente.



Reitero: como señala la norma: “El observador científico no tendrá bajo ningún respecto el carácter de inspector, fiscalizador, ministro de fe, certificador o verificador de capturas quedando limitadas sus funciones a las expresadas en el presente numeral.”. Ello se dispone para que aquellos puedan ejercer su labor en plenitud.



Algunos profesionales chilenos trabajan en otros países como observadores científicos. Y gozan de un grado de respeto y respaldo muy alto por parte de los agentes pesqueros y de la sociedad. Incluso mujeres cumplen tales funciones en buques factorías o pesqueros, quienes son muy respetadas por las tripulaciones. De hecho, se hacen respetar. Porque cuentan con un sistema de comunicación que les permite, en caso de sufrir algún tipo de apremio, ser rescatadas al instante por un helicóptero.



Se trata de una actividad interesante, importante. Y la estamos introduciendo en nuestra legislación sobre recursos pesqueros.



Por esas razones, desde luego, voto a favor.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Para fundar el voto, tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, complementando lo dicho por el Senador señor Horvath, quiero destacar el valor de la incorporación de los observadores científicos.



La industria pesquera, para determinar las cuotas y la actividad industrial o artesanal, debe basarse cada vez más en datos científicos. Por ende, el incluir en la legislación el rol de un profesional con ciertas características para recopilar datos, con el propósito de usarlos en investigación y administración pesquera, sin duda constituye un elemento muy importante de nuestra legislación pesquera.



En consecuencia, es de gran valor la incorporación del observador científico en la ley en proyecto que nos ocupa en este minuto.

El señor NAVARRO.- ¿Qué estamos votando, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- La norma referida a la definición del concepto de “observador científico”.



Ya se hizo el debate general. Ahora estamos viendo las normas de quórum especial, que fueron aprobadas por unanimidad en la Comisión.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la letra b) del numeral 1 del artículo 1° (26 votos a favor y una abstención), dejándose constancia de que se cumple el quórum constitucional exigido.



--Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte y Walker (don Patricio).



Se abstuvo el señor Rossi.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobarán con la misma votación las demás normas de quórum especial.



--Se aprueban con la misma votación anterior (26 votos a favor y una abstención), el artículo 7° C contenido en el número 2 del artículo 1° y el artículo 64 F inserto en el numeral 4 del artículo 1°, y el proyecto queda despachado en este trámite.

DERECHOS Y DEBERES DE PERSONAS ANTE ACCIONES DE SALUD

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula los derechos y deberes de las personas en relación con acciones vinculadas a su atención de salud.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4398-11 ) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 82ª, en 15 de enero de 2008.


Informes de Comisión:


Salud: sesión 2ª, en 12 de marzo de 2008.


Salud (segundo): sesión 61ª, en 15 de octubre de 2008.


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 30ª, en 29 de junio de 2010.


Salud (nuevo segundo): sesión 9ª, en 13 de abril de 2010.


Discusión:



Sesión 5ª, en 1 de abril de 2008 (se aprueba en general).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El proyecto fue aprobado en general en sesión de 1° de abril de 2008, y a su respecto se emitieron un segundo y un nuevo segundo informe de la Comisión de Salud. En este último se deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 1°, 8°, 22, 26, 30, 31, 34 a 36, 40, 41 y 44 deben darse por aprobados, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se darán por aprobados.

La señora RINCÓN.- Pido la palabra.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- ¿Su Señoría desea referirse a lo sustantivo, o a un asunto reglamentario?

La señora RINCÓN.- De Reglamento, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra, señora Senadora.

La señor RINCÓN.- Señor Presidente, pido segunda discusión respecto de este proyecto.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- El Comité de la Democracia Cristiana ha solicitado segunda discusión para la iniciativa.



La Mesa tiene duda en cuanto a si lo que pide Su Señoría es segunda discusión o aplazamiento de ella.

La señora RINCÓN.- No, señor Presidente. Yo pedí segunda discusión y no que esta se suspenda. Porque hay un problema de contradicción en las normas.



Por eso hago la precisión: no estoy solicitando suspensión, sino segunda discusión.



Es un asunto de forma y no de fondo, que debemos arreglar.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Informo a los señores Senadores que hay indicaciones renovadas.



Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, pensé que la Senadora señora Rincón iba a pedir lo mismo que yo.



Después de conversar con los colegas de la Alianza por el Cambio, estaríamos de acuerdo en que este proyecto se trate en forma posterior. Es decir, no solicitar segunda discusión, sino debatirlo después.



Es una iniciativa tremendamente importante, que forma parte de la reforma en salud, iniciada con el Plan AUGE, que ha sido bastante exitosa.



Habría sido bueno que estuviera presente el Ministro de Salud. Pero entendemos que le era imposible saber que esta iniciativa se trataría hoy, lo que se acordó en reunión de Comités.



Entonces, pedimos aplazar el análisis y la votación del proyecto.

El señor COLOMA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Le ofreceré la palabra en seguida, señor Senador, pues antes quiero dar a conocer la interpretación de la Mesa con respecto a la solicitud de segunda discusión.

El señor COLOMA.- Lo que deseo señalar es anterior a eso, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, interpretando al Senador señor Rossi en esta oportunidad, quiero proponer que para este caso se aplique lo dispuesto en el número 1° del artículo 131 del Reglamento, el cual no se halla referido a la segunda discusión, sino al aplazamiento temporal de ella, cuestión que la Sala perfectamente puede acordar.



En mi opinión, tal procedimiento reflejaría el espíritu del planteamiento de la Senadora Rincón. Además, con ello no agotamos la posibilidad de pedir segunda discusión, instancia que puede usarse en determinado momento, sino que aplazamos el debate, a fin de hacerlo en tiempo y forma con las autoridades correspondientes.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Para adoptar la fórmula propuesta por el señor Senador, debemos fijar el plazo durante el cual se suspenderá el debate de este asunto.



Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¿Se requiere la unanimidad de la Sala para ello?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- No, señor Senador.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Entonces, me abstengo en el acuerdo que se adopte, porque creo oportuno analizar el proyecto hoy.



He comentado las últimas actitudes del señor Ministro. No tengo problemas con él. Pero habría sido buena su presencia ahora.



En todo caso, yo no doy mi anuencia. De tal modo que el acuerdo tendrá que adoptarse con mi abstención o mi voto contrario.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Quiero precisar bien el acuerdo por adoptar, señores Senadores.



Según lo dispuesto en el numeral 1° del artículo 131 del Reglamento, se aplazará la discusión para las sesiones de la primera semana de mayo.

El señor CHAHUÁN.- La próxima sesión ordinaria.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- No, señor Senador, para la primera semana de mayo.



¿Les parece a Sus Señorías?



--Se acuerda iniciar la discusión particular del proyecto en la primera semana de mayo.

MODIFICACIÓN DE LEY SOBRE RESPONSABILIDAD FISCAL EN LO RELATIVO A INFORMACIÓN DE OPERACIONES CAMBIARIAS

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de ley iniciado en moción de los Honorables señores Escalona, Zaldívar y Lagos, en primer trámite constitucional, en materia de información acerca de operaciones cambiarias del Gobierno, con informe de la Comisión de Hacienda.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7452-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Zaldívar (don Andrés), Escalona y Lagos):


En primer trámite, sesión 87ª, en 18 de enero de 2011.


Informe de Comisión:


Hacienda: sesión 9ª, en 13 de abril de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es modificar la Ley sobre Responsabilidad Fiscal para establecer la obligación de la Dirección de Presupuestos de proporcionar a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Especial Mixta de Presupuestos un informe trimestral de las operaciones cambiarias realizadas por el Gobierno Central, especificando las cantidades vendidas y compradas de dólares, así como de otras monedas extranjeras.



La Comisión discutió el proyecto en general y en particular, por ser de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Escalona, Frei y Lagos. El texto pertinente puede consultarse en el respectivo informe.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En discusión general y particular la iniciativa.



Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, como lo señaló el señor Secretario en su relación, este es un proyecto de artículo único. Y tiene como propósito fortalecer la capacidad de transparencia y de seguimiento del gasto público por parte del Congreso Nacional, en este caso a través de establecer que a las Comisiones de Hacienda de la Cámara y del Senado y a la Especial Mixta de Presupuestos se les deberá entregar un informe trimestral relativo a las operaciones cambiarias realizadas por el Gobierno Central.



A las bancadas que estuvimos ayer en el Gobierno y que estamos ahora en la Oposición, nos ha parecido de alto interés concordar esta iniciativa, ya que permite una información respecto del gasto público en un plazo prudente, con la suficiente periodicidad y que el Congreso Nacional tenga capacidad efectiva para acceder a ella.



Como es sabido, estas operaciones cambiarias deben de influir de manera muy importante en el gasto, y en consecuencia, en la política fiscal. Por lo tanto, esta medida contribuye a la estabilidad que pueda tener la política de responsabilidad fiscal en el país.



Se trata de un proyecto de artículo único, que esperamos sea despachado en esta sesión.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (15 votos contra 2); por no haberse formulado indicaciones, queda aprobado también en particular y despachado en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Rincón y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), Gómez, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Orpis, Pizarro, Rossi y Walker (don Patricio).



Votaron por la negativa los señores Larraín (don Carlos) y Uriarte.

MODIFICACIÓN A LEGISLACIÓN SOBRE EXPENDIO, COMERCIALIZACIÓN Y PRODUCCIÓN DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS 
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas, con informe de la Comisión de Salud.


--Los antecedentes sobre el proyecto (2973-11, 4181-11, 4192-11 y 4379-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 26ª, en 11 de junio de 2008.


Informe de Comisión:


Salud: sesión 9ª, en 13 de abril de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los objetivos principales de la iniciativa son: 



-Regular la publicidad que incentiva el consumo de alcohol.



-Revertir su consumo en los menores de edad.



-Incorporar en los envases y en la publicidad sobre alcohol leyendas que adviertan acerca de sus efectos en la salud.



La Comisión discutió el proyecto en general y en particular en su primer informe, de conformidad con el acuerdo adoptado por la Sala el 5 de mayo de 2009, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Chahuán, Girardi y Ruiz-Esquide y la ex Senadora señora Matthei.



En cuanto a la discusión en particular, realizó una enmienda al artículo 1°, la que fue acordada por unanimidad.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en el informe correspondiente.



Cabe tener presente que en su discusión particular el proyecto será conocido por las Comisiones de Agricultura y de Salud, unidas.



Finalmente, corresponde mencionar que el número 5 del artículo 3° y el artículo 6° son normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación el voto conforme de 21 señores Senadores.

El señor URIARTE.- Pido la palabra.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor URIARTE.- Señor Presidente, invocando el número 1° del artículo 131 del Reglamento, pido el aplazamiento temporal de la discusión. 



Es una iniciativa muy importante. La Comisión trabajó mucho tiempo en ella, y por eso solicito que se analice en una próxima sesión.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se somete a la Sala la petición del Honorable señor Uriarte.



Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, en verdad, tuvimos muy buena disposición para el aplazamiento de la discusión del proyecto anterior porque forma parte de la reforma de salud y se refiere a los deberes y derechos de las personas. 



Pero la iniciativa que nos ocupa lleva más de cuatro años -viene de la Cámara de Diputados-, ha sido ampliamente debatida y se va a abrir un espacio para presentar indicaciones, que es lo que acordamos en la Comisión de Salud.



Propongo que más bien se apruebe la segunda discusión; que partamos ahora con la primera, y que después fijemos plazo para formular indicaciones. Porque, como digo, es un asunto que ya lleva varios años de trámite.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Hay dos posiciones.  Algunos señores Senadores quieren que hoy se lleve a efecto la discusión.



Quiero recordar a Sus Señorías lo siguiente: es un proyecto que fusiona otras cuatro iniciativas; corresponde a un debate antiguo, que viene desde la Cámara de Diputados -como se ha indicado-, y vamos a realizar solo la discusión en general.



Como contiene normas orgánicas constitucionales, resulta poco probable que se vote hoy por motivos de quórum.



La Mesa sugiere que se comience el debate y que no haya pronunciamiento esta tarde. De lo contrario, deberé someter a la consideración de la Sala su aplazamiento.



¿Habría acuerdo en iniciar la discusión?

El señor WALKER (don Patricio).- Pero no se vota hoy.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se puede tomar el acuerdo de que la votación se realice en otra sesión, pero igual podríamos comenzar su análisis.



Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, solicito acoger la petición del Senador señor Uriarte y hacer la discusión y la votación en la primera semana de mayo.



Para mí, este tema es bien especial. En general, estoy de acuerdo en establecer regulaciones y restricciones a la publicidad, a la venta y a los lugares de expendio de alcohol, pero, por lo menos en mi Región, esto conlleva un efecto directo para una actividad productiva muy particular. Y me refiero a un efecto social más que económico.



Por lo tanto, reconociendo que no he realizado un seguimiento cabal del proyecto, pido tiempo suficiente para hacer algunas consultas y formarme un juicio que me permita no solo aportar en la discusión en general, sino además formular indicaciones si cabe presentarlas, o lisa y llanamente aprobar o rechazar la iniciativa.



Esa es la razón por la que me sumo a la petición de realizar la discusión y la votación en una de las sesiones de la primera semana de mayo.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo unánime para aplazar la discusión?

El señor CANTERO.- Sí.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Como hay que fijar un plazo, pido que nos comprometamos o a tratarlo en la primera semana o, a más tardar, en la primera quincena de mayo, según sea nuestra carga de trabajo.

El señor URIARTE.- La primera semana.

La señora ALLENDE.- La primera quincena mejor, porque debemos debatir otros proyectos.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Entonces, convengamos en que no pase más allá de los primeros quince días. De ser posible podría ser visto en la  primera semana de mayo.



¿Les parece?



Acordado.



--Queda aplazada la discusión del proyecto.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se va a constituir la Sala en sesión secreta.

SESIÓN SECRETA



--Se constituyó la Sala en sesión secreta a las 18:29 y adoptó resolución sobre la solicitud de rehabilitación de ciudadanía del señor José Chamorro Peirano.



--Se reanudó la sesión pública a las 18:35.

)----------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Continúa la sesión pública. 



Se acaba de hacer una afirmación, que es grave, en cuanto a que se habría transmitido el resultado de la votación recién efectuada. 



Le pido al señor Senador que efectuó el comentario...

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, yo no dije eso. 



Lo que señalé es que, encontrándome fuera del Hemiciclo, circunstancialmente me di cuenta de que la Sala se hallaba en sesión secreta y que esta estaba siendo transmitida por televisión, aunque sin audio. Ahí me vine para acá. Desconozco si con posterioridad continuó la transmisión. 



Por eso pedí chequear si aquello se había producido o no. 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Le solicito al Secretario General que verifique después dicha situación, relacionada con el contrato suscrito con el Canal del Senado, que tiene la responsabilidad legal de dejar de transmitir una vez que la Corporación entra en sesión secreta.  

EXCLUSIÓN DE MENORES DE EDAD DE LEY 

SOBRE CONDUCTAS TERRORISTAS

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Corresponde ocuparse en el último asunto de la tabla, correspondiente al proyecto de ley, iniciado en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que excluye a los menores de edad de la legislación sobre conductas terroristas, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (7529-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 1ª, en 15 de marzo de 2011.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 10ª, en 19 de abril de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es modificar la ley que determina las conductas terroristas y fija su penalidad, para establecer que dicho cuerpo legal no se aplicará a las conductas ejecutadas por personas menores de 18 años. 



La Comisión discutió este proyecto en general y en particular en el trámite del primer informe, de conformidad con la autorización otorgada por la Sala el 22 de marzo de este año, y aprobó la idea de legislar sobre la materia por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Hernán Larraín y Patricio Walker).



Con igual votación efectuó dos enmiendas. La primera dispone que la exclusión de los menores de edad no será aplicable a los mayores de edad que sean autores, cómplices o encubridores del mismo hecho punible, y la segunda deroga el artículo 3º de la ley N° 20.467.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que en su última columna transcribe el texto despachado por la Comisión informante. 



Hago presente que los dos artículos de la iniciativa tienen carácter de normas de quórum calificado, por lo que requieren para su aprobación el voto conforme de 19 señores Senadores. 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En discusión general el proyecto. 

El señor CANTERO.- ¿Hay quórum, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En la Sala ha habido, en promedio, 18 Senadores, los cuales han estado entrando y saliendo. 



La votación se abrirá según si se reúne o no en su momento el quórum necesario. La verdad es que, si permanecieran en el recinto todos los colegas que se hallan cumpliendo funciones fuera de él, se alcanzaría el número de votos suficiente para aprobar el proyecto. 



Ofrezco la palabra.



La tiene el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Se la cedo al Senador Walker, quien la había solicitado antes que yo.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Muy bien.



Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Gracias, señor Presidente. 



Se trata de una iniciativa bastante simple. 



En realidad, ya se había legislado sobre esta materia el año anterior. Y, a juicio de los integrantes de la Comisión de Constitución, se había dejado en claro que los menores de 18 años quedaban excluidos de la aplicación de la Ley Antiterrorista. El problema es que la Fiscalía no interpretó así dicha normativa y, de hecho, algunos menores de 18 años fueron formalizados sobre la base de sus disposiciones. 



Por lo tanto, lo que se pretende ahora es precisar de manera más clara y categórica que la Ley Antiterrorista no se aplica a esas personas.



Si ellas incurren, por ejemplo, en conducta de lesiones, de incendio, de daño, etcétera, no se trata de que no sean juzgadas: lo serán conforme al Código Penal, a la legislación común, pero no según la Ley sobre Conductas Terroristas.



Así lo habíamos aprobado anteriormente. Pero, por una errada interpretación de algunos fiscales y de ciertos tribunales, aquello se empezó a cuestionar. De manera que hemos querido precisarlo.



La Comisión aprobó la iniciativa por unanimidad.



Eso también es compartido por el Ministro de Justicia, don Felipe Bulnes, quien nos pidió que aprobáramos el proyecto.



En consecuencia, le solicitamos a la Sala que se pronuncie favorablemente.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, deseo complementar la información entregada por el Senador señor Patricio Walker.



El proyecto en análisis corresponde exactamente a lo manifestado por Su Señoría. Y es muy importante que se entienda así, para que no se produzcan efectos de nulidad por cambio de legislación.



La normativa en debate pretende confirmar lo que siempre se ha establecido: que los menores de 18 años no son susceptibles de juzgamiento por la Ley Antiterrorista. Pero eso no significa que no puedan ser juzgados. Se les aplicarán las reglas comunes, que se hallan consignadas en el Código Penal y en la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente. Ellas son las que operan respecto a cualquier ilícito cometido por un menor de 18 años.



En tal sentido, no hay ningún cambio, y se evita la mala interpretación de hacer extensiva la Ley sobre Conductas Terroristas al mencionado segmento.



Ese, además -es asimismo relevante señalarlo-, fue un punto que se conversó y se acordó en momentos del conflicto suscitado por la huelga mapuche, donde había menores a quienes se les estaba aplicando de manera equivocada aquella normativa.



Por ello el Ejecutivo, derivado del compromiso que asumió en tal oportunidad, presentó el proyecto en debate, que busca corregir la situación expuesta y reviste importancia para la aplicación actual, pues todavía hay menores que pueden ser enjuiciados erróneamente. 



Repito: como lo manifestó el Senador señor Patricio Walker, no se trata de exonerarlos de responsabilidad, sino de que operen sobre ellos las normas individualizadas precedentemente.



En consecuencia, la Comisión, luego de discutir e incluso de precisar la redacción de la mejor manera posible, aprobó por unanimidad la iniciativa, camino que también le sugerimos a la Sala.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Solicito acuerdo para abrir la votación, sin perjuicio de que cada Senador ocupe sus diez minutos para intervenir. Me refiero en particular al Honorable señor Navarro, quien se encuentra y debe usar de la palabra a continuación, y a la Senadora señora Alvear.



Entonces, si le parece a la Sala, se abrirá la votación.



--Así se acuerda.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación general.



--(Durante la votación).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, lo señalado por el Senador Patricio Walker acerca de los acuerdos que se asumieron durante el conflicto mapuche va en la línea correcta.



En efecto, en más de una oportunidad menores de 18 años han sido encausados por Ley Antiterrorista. Y ello ha estado precedido de situaciones muy complejas no solo respecto a la aplicación de esa normativa sino además en cuanto a los procedimientos previos, concernientes a la detención y el procesamiento.

El señor WALKER (don Patricio).- A la prisión preventiva.

El señor NAVARRO.- También, por cierto. Porque algunas personas han sido mantenidas en prisión preventiva durante dos años para encausarlas por Ley Antiterrorista, y en definitiva se las ha dejado en libertad debido a su completa, total, absoluta inocencia.



En tal sentido, si bien el presente proyecto establece que aquella normativa no se les aplicará a los menores de 18 años, la prisión preventiva bajo su contexto sigue siendo un hecho de extrema injusticia.



Hay en la Región de La Araucanía casos connotados, que darán paso a querellas contra el Estado. Porque a este no le asiste derecho a privar de libertad por dos años a alguien y luego decir que se equivocó en tal decisión.



Hemos presentado iniciativas legales para abreviar el proceso de demanda contra el Estado cuando se incurre en un error judicial de esa índole, el que no necesita quedar acreditado. Cuando un tribunal declara inocente a una persona a la que se ha mantenido privada de libertad, incurre en un error judicial: los fiscales se equivocaron, y un inocente permaneció detenido. Entonces, el Estado debiera resarcir al afectado por el error y no solo limitarse a darle explicaciones o pedirle perdón.



El proyecto avanza en el referido ámbito, pero no es suficiente. Entiendo que durante el proceso de acuerdo también se buscó aquello. Por tanto, es satisfactorio en parte: sin embargo, deja ciertos aspectos pendientes.



Señor Presidente, Héctor Llaitul y algunos comuneros fueron condenados a 25 años en un caso donde la justicia militar determinó que no hubo comisión de delito. Empero, los fiscales del Ministerio Público siguieron adelante con los procesos y lograron penas elevadísimas, en circunstancias de que -repito- la justicia militar declaró la inexistencia del delito.



Aún persiste aquella dualidad. Espero que podamos ponerle  término. Hay en la Comisión de Constitución proyectos que buscan acabar con la justicia militar en tiempo de paz. Nada justifica su aplicación en esta circunstancia. Si hay delitos terroristas, los procesos deben ser enfrentados por los fiscales del Ministerio Público.



En los casos de las Regiones del Biobío y de La Araucanía que han involucrado a Héctor Llaitul y a un conjunto de comuneros, la situación está haciendo crisis. Y Chile se va a ver enfrentado a los tribunales internacionales. Se recurrirá a ellos para demandar justicia, dada la imposibilidad de obtenerla en los tribunales nacionales.



Señor Presidente, hemos recibido denuncias -y las hemos planteado en esta Sala- a propósito de allanamientos tanto en la Región de La Araucanía como en la del Biobío, en el lago Lleu Lleu y en Cañete, provincia de Arauco. Se ha detenido a menores de edad al interior de sus establecimientos educacionales. Los allanamientos indiscriminados en las comunidades han terminado no solo con comuneros adultos sino también con niños heridos.



Esos hechos se han denunciado de manera permanente ante los organismos internacionales.



La voluntad y la intención de no hacer aplicable la Ley Antiterrorista a los menores de 18 años no buscan eximir de responsabilidad penal a quienes incurran en delito. ¡No es así! Pero existe para ello la normativa penal común. Nadie puede quedar exento de responsabilidad cuando se comprueba la comisión de un delito.



Reclamamos -no para este proyecto, pues no lo contempla- que los procedimientos de la Ley Antiterrorista sean lo más garantistas posible.



Aún persiste -quiero recalcarlo- la fórmula de los testigos protegidos, encapuchados, que dificulta la defensa en la búsqueda de la verdad. Ello ha provocado nefastas consecuencias para la credibilidad del sistema. Porque puede haber comisión de delitos terroristas; pero, aplicada de esa forma, la Ley Antiterrorista pierde legitimidad, pierde credibilidad, y se generan fenómenos sociales mucho más violentos.



Señor Presidente, en su oportunidad deberemos debatir acerca de cómo enfrentar los problemas concretos de La Araucanía, donde, sin duda, ha habido actuaciones violentas. Sin embargo, los mecanismos institucionales aplicados solo han contribuido a agravar el conflicto.



Votaré a favor del proyecto porque fue parte de los acuerdos pertinentes. 



Creo necesario reconocer que todos contribuimos a que ellos pudieran concretarse.



Y la voluntad y la actitud de quienes participaron, abandonando la huelga de hambre, también ha de ser reconocida: se confió en el Gobierno y se establecieron condiciones para terminarla.



Nunca supimos en realidad cuáles fueron los alcances totales de los acuerdos, porque se suscribieron con el Ejecutivo, a través de la mediación de Monseñor Ezzati, de brillante desempeño en la Región del Biobío. Su nombramiento fue una pérdida lamentable para nuestra Región y una gran ganancia para la Metropolitana y el resto del país. 



Quiero recordar que ello solo fue posible por dicha mediación.



El cumplimiento de los acuerdos no le atañe a la Iglesia Católica, que medió en el conflicto, sino a las partes, es decir, al Gobierno y a los procesados.



Se están cumpliendo parcialmente dichos acuerdos. No sé -a lo mejor el Senador Patricio Walker puede precisarlo- si todos ellos se encuentran contenidos en el proyecto en debate o únicamente el relativo a la exclusión de los menores de 18 años de la legislación sobre conductas terroristas.



Por eso, los comuneros mapuches recluidos en la cárcel de Angol iniciaron una huelga de hambre, que -según me han informado- supera los 32 días. 



Ojalá pusiéramos atención a lo acontecido. No fue lo que se buscaba. Existía disposición para llevar a cabo un proceso justo. Jamás escuché a Héctor Llaitul pedir privilegio alguno -lo señaló en múltiples oportunidades-, sino un justo proceso y el legítimo derecho a la defensa.



Señor Presidente, reitero que los acuerdos se están cumpliendo en forma parcial, no en su totalidad. Pero, de todas maneras, ello contribuye a avanzar hacia la pacificación.



No habrá paz ni tranquilidad mientras no existan procesos justos y una política que resuelva los problemas de fondo en La Araucanía. Espero que haya posibilidad de discutirlos en otra ocasión. El texto que nos ocupa nos limita a analizar únicamente esta modificación, la que voy a aprobar, sin por ello dejar de manifestar que hay situaciones pendientes.



Como señalé, en la cárcel de Angol se encuentran en huelga de hambre cuatro comuneros mapuches que fueron procesados por la justicia civil y condenados a penas abusivas, aun cuando la fiscalía militar informó que no había delitos ni acciones por los cuales formalizarlos y procesarlos. Los fiscales civiles insistieron -siento que en forma dura y algunas veces burda-, y ahora tenemos incubado un nuevo conflicto en la zona de La Araucanía.



Voto a favor de la iniciativa. Pero esto no significa la aprobación completa de la política del Gobierno en esta materia.



¡Patagonia sin represas!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, quiero, en forma muy breve, llamar la atención de mis colegas sobre un punto muy preciso del proyecto que estamos votando.



¿Qué ocurrió? En su momento nosotros aprobamos algunas modificaciones a la Ley Antiterrorista, en forma muy rápida, con el objeto -entre otras cosas- de solucionar la huelga de hambre de los comuneros mapuches en la Región de La Araucanía.



A nuestro juicio, en una de las disposiciones de la ley que se dictó quedó completamente claro que los menores de 18 años de edad no serían juzgados de acuerdo a la Ley Antiterrorista. Por algo existe para ellos una normativa especial: la Ley de Responsabilidad Penal Juvenil.



Lo mismo se consignó en la Ley de Justicia Militar, donde se efectuaron las modificaciones pertinentes.



Pues bien...

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Ruego a los señores Senadores mantener el orden.



Puede continuar, Su Señoría.

La señora ALVEAR.- Gracias.



Pues bien, señor Presidente, resultó que al aplicarse la nueva legislación, los jueces, inspirados sobre todo en algunos fiscales, interpretaron de distinta manera sus disposiciones. Y ello significó la prisión preventiva, por aplicación de la Ley Antiterrorista, de menores de 18 años.



Ese no fue el espíritu ni la letra de las normas que aprobamos.



Por ende, frente a tal situación, junto con el Ministro de Justicia, conversamos con el Presidente de la Corte Suprema y concordamos en que, para evitar cualquier confusión de los jueces, lo mejor era aclarar el punto legalmente. Y esto se hace a través de la iniciativa que se halla en votación.

 

El texto propuesto es similar a la enmienda que aprobamos anteriormente; pero la especifica con absoluta claridad, para que no quede a la interpretación de los jueces.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, como señaló la Senadora señora Alvear, este proyecto se enmarca dentro de los acuerdos políticos a los cuales se arribó el año pasado a raíz de la huelga de hambre de los comuneros mapuches.



A propósito, ayer, con la Presidenta de mi Partido, señora Carolina Tohá, visitamos al Ministro de Planificación, señor Felipe Kast, para exponerle un planteamiento que tiene que ver con toda la temática indígena, y también le manifestamos nuestra preocupación por la huelga de hambre de algunos presos mapuches en una cárcel del sur del país. Tales personas ya habían estado en esa situación anteriormente. Por lo tanto, su condición es de extremo cuidado. 



Entiendo que el Gobierno ha tomado nota de ello y sabe bien de qué estamos hablando. Se trata de un asunto delicado, sensible. 



Señor Presidente, en el marco justamente de esas situaciones críticas, que al comienzo de algún modo estuvieron un tanto invisibilizadas por la opinión pública, se llegó a los acuerdos a que se ha hecho referencia, varios de los cuales se concretaron en cuerpos legales despachados por el Congreso el año pasado.



Como muy bien explicó la señora Presidenta de la Comisión de Constitución, en ese aspecto surgieron dudas, había un vacío, y los tribunales indicaron que era necesario y recomendable aclararlo. Y ello se hace en la iniciativa en discusión.



Eso va también en la línea de lo que el Ministro de Justicia, señor Felipe Bulnes, ha planteado al Gobierno -es bueno reconocerlo- en cuanto a sacar de las cárceles a muchas personas, para las cuales el Estado debe invertir en rehabilitación. Y son precisamente los jóvenes.



Debo expresar que los problemas referidos vienen siendo observados por las Naciones Unidas, fundamentalmente por la UNICEF, desde hace mucho tiempo, pues para esos organismos lo que se está haciendo, en último término, es aplicarles la Ley Antiterrorista a niños. Porque, para todos los efectos, en la nomenclatura internacional se considera como niños a todos los menores de 18 años. Y muchos son adolescentes. 



Con eso no quiero decir que no deban responder penalmente. A ellos se les aplicarán las normas que el Parlamento despachó hace algunos años, contenidas en la Ley de Responsabilidad Penal Juvenil.



Sin embargo, insisto en que es imprescindible, de un lado, descongestionar el sistema, terminar con el hacinamiento penitenciario, y de otro, apostar fuertemente por la reinserción de esos jóvenes, en muchos casos menores de edad o que lo eran cuando delinquieron, pero que ya no lo son.



Eso es bueno para el país.



Respecto a lo manifestado en orden a que la aplicación del principio más favorable al imputado podría implicar beneficios para dichos jóvenes, debo decir que, ¡claro!, ello será así para muchos de ellos. Pero también es preciso señalar que en esos casos estamos hablando de personas hoy mayores de edad, que participaron en acciones que todos repudiamos -por supuesto-, pero que no son hechos de sangre. Se trata de otro tipo de delitos, que -repito- quedarán sujetos a la ley penal que corresponda.



En definitiva, creo que nos hallamos ante un buen proyecto, que es necesario y que echábamos de menos desde que se modificó la Ley Antiterrorista. 



Y, dicho sea de paso, es menester señalar que todos los organismos de derechos humanos en Chile sostienen que las enmiendas introducidas en dicho cuerpo legal, si bien permitieron acuerdos para destrabar una situación existente en el sur del país muy compleja desde el punto de vista político, social, de reconocimiento de derechos políticos y, desde luego, de seguridad pública, resultaron insuficientes.



Yo estoy convencido -lo dije en su oportunidad- de que las modificaciones a la Ley Antiterrorista y a la Ley de Justicia Militar constituyeron un paso; pero estoy seguro de que en algún instante vamos a tener que estudiar nuevas enmiendas a esos cuerpos legales.



Reitero que el proyecto es necesario y conveniente desde todo punto de vista, y anuncio que lo votaremos favorablemente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.-  Señor Presidente, voy a hacer dos reflexiones sobre la materia.



En primer lugar, efectivamente esta iniciativa legal presentada por el Gobierno busca resolver una controversia suscitada en los tribunales de justicia respecto a si los menores que incurren en delitos o, en particular, en conductas sancionadas por la Ley Antiterrorista deben ser juzgados por esta o por la legislación especial existente: la Ley de Responsabilidad Penal de los Adolescentes.



El cuerpo legal que nosotros despachamos en su momento y que se pretende clarificar por medio de este proyecto establece que los menores de 18 años deben ser juzgados por las normas de la ley especial dictada, que dispone un tratamiento distinto para los menores de edad que cometan un delito.



¿Y cuál es? La Ley de Responsabilidad Penal Juvenil. En tanto que el Código Penal actúa en forma supletoria.



Por lo tanto, este proyecto aclara lo que el legislador hizo antes, para evitar dobles interpretaciones.



Yo presenté una indicación, que fue rechazada por la Comisión (fui el único que votó a favor de ella), para agregar, después de la frase que dice “La presente ley no se aplicará a las conductas ejecutadas por personas menores de 18 años” -es decir, en cuanto a las conductas terroristas y su penalidad-, lo siguiente: “En este caso, tales conductas se sancionarán de acuerdo a la normas pertinentes del Código Penal y de la ley Nº 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal.”.



Me parece que incorporar esa precisión en el texto del proyecto es muy bueno. Y lo hago, fundamentalmente, pensando en que la expresión “La presente ley no se aplicará a las conductas ejecutadas por personas menores de 18 años” podría interpretarse en el sentido de que no existe una legislación aplicable a los menores y, por tanto, sus conductas podrían quedar impunes.



El Ministro de Justicia y la mayoría de los miembros de la Comisión piensan lo contrario. Ellos sostienen que no incluir ese inciso no afecta en nada, porque siempre se entenderá que, supletoriamente, será aplicable la normativa que rige a los menores: la ley Nº 20.084, que establece un sistema de responsabilidad penal de los adolescentes.



Estimo relevante dejar constancia de que, si los menores cometen una infracción legal no quedarán impunes, por cuanto están regidos por la Ley de Responsabilidad Penal Juvenil y por el Código Penal, en forma supletoria. Eso es lo fundamental para los efectos de las decisiones que adopten soberanamente los tribunales de justicia, las cuales deben apegarse al texto y al espíritu de la ley.



Y estoy seguro de que en el informe de la Comisión se entiende que ese es el espíritu de la ley. Mi indicación solo pretendía ahondar en dicho punto.



En todo caso, señor Presidente, me gustaría entrar a un asunto de fondo, porque el tema mapuche siempre es objeto de debate en el Senado cuando se registra una huelga de hambre o se trata de cambiar la legislación.



Noto una legítima preocupación en los señores Senadores al respecto, pero me gustaría que ella fuera más activa con respecto a cuestiones que al mundo mapuche le importan mucho más que el proyecto en debate, en las cuales el Gobierno ha tenido muy buenas iniciativas.



A modo de ejemplo, por primera vez se efectúa una consulta masiva a todos los pueblos originarios acerca de materias que los van a afectar. Ello nunca se había realizado en la forma como lo está haciendo el Gobierno del Presidente Piñera, consultándoles su opinión sobre la manera como la Constitución Política debería reconocerlos; sobre los proyectos productivos; sobre la política de entrega de tierras; sobre la representatividad que debieran tener ante el Estado de Chile.



Asimismo, cabe añadir que por primera vez en La Araucanía se ha abierto la institucionalidad del Estado chileno a las comunidades mapuches. Y, si analizamos lo ocurrido en el último año, veremos que es el período en que menos actos de violencia se han registrado en dos décadas.



Eso se debe a que el Intendente de la Novena Región, Andrés Molina; el Presidente de la República, Sebastián Piñera; el Ministro Cristián Larroulet, y, particularmente, el Ministro Felipe Kast realizaron algo que nunca antes se hizo: sentarse a dialogar cara a cara, abiertamente, sin ningún tipo de manipulación.



Y por eso, hoy día existen mesas de diálogo con un éxito rotundo -¡un éxito rotundo!-, donde participan la inmensa mayoría de las comunidades mapuches a niveles regional y nacional, y todos los pueblos originarios, sobre la base de un debate transparente, claro.



Un importante líder mapuche de la Región de La Araucanía y varios loncos con quienes tuve la oportunidad de entrevistarme me decían que por primera vez han visto que la institucionalidad del Estado de Chile se les abre en forma transparente, clara: los escucha, dialoga con ellos y les dice exactamente lo que hay que hacer, sin manipulaciones ni promesas que después no se cumplen.



Por tales razones, quiero dejar constancia de mi reconocimiento y valoración a la labor realizada por el Gobierno del Presidente Piñera y, sobre todo, a la tarea efectuada por los Ministros encargados del área pertinente, fundamentalmente don Felipe Kast y don Cristián Larroulet.



Y, además, aprovecho de pedirles a todos los parlamentarios que cooperen con esta política, que no la obstruyan y que ayuden a generar grandes consensos sobre el particular.



De otra parte, señor Presidente, pienso que argumentar que debemos modificar la legislación cada vez que se lleve a cabo una huelga de hambre significa entrar en una espiral de extraordinarias gravedad y peligrosidad.



Me explico.



Efectivamente, las modificaciones que introdujimos fueron las correctas, porque arreglaron ciertos aspectos de la ley que afectaban el debido proceso, por ejemplo, qué se entiende por una presunción legal y otras normas.



Pero, en el caso de la huelga de hambre que se desarrolla en La Araucanía, quiero recordar que se trata de personas condenadas no por la legislación antiterrorista, sino por la común -¡común!-; no fueron sentenciadas por la fiscalía militar, sino por los tribunales de justicia (debemos esperar si el juicio es anulado o no, ya sea por la Corte de Apelaciones o la Corte Suprema, trámite que corresponde en todos los juicios), y, además, fueron condenadas, según la acción del Ministerio Público y la sentencia del tribunal oral, por intentar asesinar a un fiscal.



Entonces, no se trata de un delito menor, salvo que alguien admita que el intento de asesinato a un fiscal lo es.



Un Senador Socialista -no se halla presente en la Sala- me decía que encontraba increíble que frente a este hecho también se pusiera en duda la ley.



Cabe preguntarse qué pasaría si, en vez de un fiscal, se hubiera atentado contra un Senador...

El señor PROKURICA.- ¡Si fuera del lado nuestro, no importaría...!

El señor ESPINA.- Yo sé que habría ocurrido. Se habría puesto el grito en el cielo, por estar en juego la autoridad, en fin.



Aquí lo que está en juego es el intento de asesinar a un fiscal. Pero a algunas personas -lo digo con toda franqueza- eso les resulta totalmente indiferente.

La señora RINCÓN.- ¡Importa cualquiera que sea la víctima!

El señor ESPINA.- Confío en que el Senado de la República no comparta el criterio al que me he referido; confío en que esta Corporación coincida en que se trata de un delito grave que merece una dura sanción, y que las personas responsables de esas conductas deben ser sancionadas como corresponde.



Tema aparte, señor Presidente, es el debate pendiente que debemos abordar en el Senado: la deuda histórica que, sinceramente, creo que el Estado de Chile mantiene con nuestros pueblos originarios.



Quienquiera que haya leído minuciosamente la historia de Chile, más allá de su posición política, sabrá que nuestro país no ha tratado en forma adecuada a los pueblos originarios. Peor aún, los ha maltratado al aplicar una política de entrega de tierras en que no se ha respetado el compromiso empeñado por el Estado; los ha maltratado al no cumplir sus promesas; los ha maltratado al no transformarse en una sociedad multicultural y pretender la asimilación de las comunidades mapuches al Estado chileno.



Todas esas políticas han sido modificadas por el actual Gobierno, y ello constituye el giro más importante que se ha hecho en esta materia durante muchas décadas.



Por tales razones, señor Presidente, voto a favor de la iniciativa.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, haré uso de la palabra para fundamentar brevemente por qué apoyo este proyecto.



En general, la tabla de penas normales en Chile es muy rigurosa. Son más duras, en promedio, que en legislaciones comparables para situaciones equivalentes.



En nuestro sector no somos partidarios de penas que pueden llegar a ser excesivas. La Ley Antiterrorista, se aplique a quien se aplique, contempla situaciones que las agravan en uno, dos y hasta tres grados, según el caso, con lo cual llegan a ser de veras casi indignas.



Ahora, en sentido inverso, cabe razonar que los delitos terroristas tienen una gravedad especial, ya que -por definición y por su esencia- causan terror. De ahí viene el sustantivo “terrorismo”.



Y corresponde a un derecho elemental de toda persona el no sentir miedo, sobre todo terror, al menos cuando se procura de forma deliberada.



Ahora, el argumento más potente contra la ley en proyecto, cuya finalidad es precisar la aplicación de las penas, según lo explicó muy bien mi antecesor en el uso de la palabra, es que puede inducir a los sectores violentos a reclutar a adolescentes menores para la comisión de ciertos delitos. Y eso no sería extraño en sectores que de veras no topan en mayores reservas morales.



Hay otras situaciones, sin embargo, en que se dice que los mayores de 14 años pueden decidir autónomamente. Y dejo constancia de la contradicción subyacente en esto. Por ejemplo, en las relacionadas con la vida personal, o con la disposición de la propia vida, o con la disposición de la vida de terceros por la vía de la eutanasia activa o pasiva.



Finalmente, quisiera hacer constar que se incurre en un tremendo simplismo cuando algunos asimilan la suerte del pueblo mapuche a ciertas conductas terroristas de grupos muy pequeños y que están movidos por móviles ideológicos.



La mayor parte de las personas comprometidas en delitos de terrorismo tienen muy poco que ver con el pueblo mapuche. Por lo tanto, rechazo categóricamente esa asimilación que se suele hacer, sobre todo desde sectores de Izquierda, aunque parezca extraño.



El terrorismo no reconoce fronteras; no tiene en general connotaciones étnicas, al menos en Chile.



Esas son las razones que me mueven a votar que sí, señor Presidente. Pero lo hago con alguna prevención.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- ¿Pidió la palabra, señor Ministro, o rehusará a hacer uso de ella?

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, habitualmente, cuando solicito la palabra, hago uso de ella. La pido poco, pero me gusta intervenir.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Con la anuencia de la Sala, tiene la palabra, señor Ministro.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, como ya lo señalaron los Honorables Senadores, esta iniciativa, que se originó en un mensaje del Presidente de la República, viene a corregir una realidad con relación a un conjunto de leyes aprobadas por el Parlamento hace ya varios meses y cuyo objetivo era perfeccionar nuestra institucionalidad jurídica para asegurar juicios justos en una serie de procedimientos asociados a diversas denuncias formuladas, especialmente en La Araucanía.



Queremos valorar el debate habido en el Senado y agradecer los planteamientos que se han hecho.



En torno a eso, debo manifestar que el Gobierno ha tenido una postura muy clara en materia de perfeccionamiento de la institucionalidad: primero, para asegurar juicios justos en todos los casos; segundo, para sancionar las conductas que promueven la violencia de todos los sectores involucrados, y tercero, para impulsar una política nueva, distinta, que reconozca la importancia de los pueblos originarios y la urgencia de cambiar mecanismos aplicados durante décadas y que han significado discriminación o falta de igualdad de oportunidades para con esos pueblos.



En tal sentido, en primer lugar, hemos hecho cambios importantes en la política de entrega de tierras, cumpliendo con un elemento básico: no hay más entrega si no existen programas de apoyo productivo.



Y en segundo término, se han implementado políticas que perfeccionan y mejoran la calidad de la educación, particularmente en las zonas con mayor porcentaje de población indígena.



A propósito, quiero decir algo que no se ha mencionado en este debate.



Si observamos lo ocurrido en La Araucanía respecto al mejoramiento del puntaje en las pruebas SIMCE, debemos estar muy contentos y orgullosos, porque en esa Región ha habido un incremento significativo en la calidad de los resultados. Y ese aumento se da especialmente en las escuelas con mayor cantidad de alumnos vulnerables, las que están integradas por un número relevante de estudiantes provenientes de pueblos originarios.



Así que debemos estar contentos, señor Presidente.



Parte sustancial de eso se ha logrado a través de los programas de mejoramiento en los procesos de lectura introducidos durante años y que dieron sus principales frutos y lograron su mayor intensidad en el primer año de nuestro Gobierno.



Por lo tanto, estamos muy conformes con la aprobación de esta iniciativa legal, como asimismo con los avances de las nuevas políticas en favor de los pueblos originarios que está llevando a cabo el Gobierno del Presidente Sebastián Piñera y de la Coalición por el Cambio.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (24 votos favorables), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido.



Votaron las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Longueira, Navarro, Orpis, Pizarro, Quintana, Rossi, Sabag y Walker (don Patricio).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Por no existir en este momento condiciones al objeto de fijar plazo para presentar indicaciones -deberemos hacerlo en los próximos días-, levantaré la sesión luego de dar curso a los oficios solicitados por diversos señores Senadores.

El señor PROKURICA.- ¿Y no habrá hora de Incidentes, señor Presidente?

El señor NAVARRO.- ¡Eso significa vulnerar el derecho básico de las minorías!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Les explicito en mejor forma la situación a Sus Señorías: no existe el número suficiente de Senadores para...

El señor NAVARRO.- ¡Pero no hay nada que votar!

El señor PROKURICA.- Señor Presidente...

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Permítame, Su Señoría, explicarle el punto al Senador señor Navarro: como no hay en la Sala la cantidad de Senadores requerida, no es posible fijar plazo para formular indicaciones al proyecto recién aprobado en general. Reglamentariamente, es el paso previo para entrar al Tiempo de Votaciones y pronunciarse sobre los proyectos de acuerdo que figuran en la tabla.



Por lo tanto, la determinación del plazo respectivo queda pendiente hasta la próxima sesión.

PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)------------------(



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor CANTERO:



A la señora Superintendenta de Seguridad Social y al señor Superintendente de Salud, pidiéndoles información sobre NO PAGO DE SUBSIDIO POR INCAPACIDAD LABORAL A SEÑOR CLAUDIO BARRIOS ANDRADE, y al señor Director del Hospital Doctor Carlos Cisternas, de Calama, requiriéndole informar sobre PRESUPUESTO HOSPITALARIO 2011, DÉFICIT DE PERSONAL Y RECURSOS DISPUESTOS POR GOBIERNO.


Del señor FREI (don Eduardo):



A los señores Ministro del Interior y Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, solicitándoles estudiar PROYECTO “REPOSICIÓN DE PLANTA DE TRATAMIENTO DE AGUAS SERVIDAS LOS PELLINES”; a la señora Ministra Secretaria General de Gobierno y al señor Subsecretario de Deportes, demandándoles entrega de RECURSOS PARA PROYECTO “CONSTRUCCIÓN DE POLIDEPORTIVO LLANQUIHUE”; a los señores Ministro de Obras Públicas y Director Nacional de Vialidad, pidiéndoles RECURSOS PARA CONSTRUCCIÓN DE PASARELA ENTRE POBLACIONES VILLA LOS RÍOS Y VILLA SAN PEDRO, COMUNA DE LOS LAGOS, y al señor Subsecretario de Desarrollo Regional, solicitándole recursos para EJECUCIÓN DE PROYECTOS EN COMUNA DE PUERTO OCTAY (Región de Los Lagos).


De la señora RINCÓN:



Al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, recabándole información sobre SUBSIDIOS HABITACIONALES ENTREGADOS Y EN LISTA DE ESPERA EN COMUNA DE VILLA ALEGRE (Región del Maule) Y RESPUESTA FORMAL Y RÁPIDA A SEÑORA MAGALY BALBOA ROJAS.

)----------------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:17.









Manuel Ocaña Vergara,






               Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 8ª, EXTRAORDINARIA, EN MIÉRCOLES 13 DE ABRIL DE 2011



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Girardi; del Vicepresidente, Honorable Senador señor Letelier, y, en forma accidental, del Honorable Senador señor Pizarro.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurren, también, los Ministros Secretario General de la Presidencia, Secretario General de Gobierno y de Educación, señor Cristián Larroulet, señora Ena von Baer y señor Joaquín Lavín, respectivamente, y el Subsecretario de Educación, señor Fernando Rojas.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Las actas de las sesiones seis y siete, ambas ordinarias, de los días 5 y 6 de abril del año en curso, se encuentran en Secretaría a disposición de los Honorables Senadores hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DEL EX DIPUTADO SEÑOR JUAN LOBOS KRAUSE, RECIENTEMENTE FALLECIDO



Antes de comenzar la lectura de la Cuenta, el señor Presidente solicita a la Sala guardar un minuto de silencio por el ex Diputado señor Juan Lobos Krause, recientemente fallecido en un trágico accidente automovilístico.



Al efecto, pide a los señores Senadores, funcionarios y público en las tribunas ponerse de pie.



La Sala guarda un minuto de silencio.

_______________

CUENTA

Mensajes



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley que extiende el plazo de vigencia de las franquicias contenidas en el artículo 28 del decreto con fuerza de ley N° 341, de 1977, y en el artículo 35 de la ley N° 19.420 (Boletín N° 7.433-05).



Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley que crea el Ministerio de Desarrollo Social (Boletín N° 7.196-06).



- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema a la señora María Eugenia Sandoval Gouët (Boletín N° S 1.354-05), respecto de lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.



- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los dos primeros, informa que ha aprobado los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.539, permitiendo a los pensionados de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile y de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, incorporarse a Cajas de Compensación de Asignación Familiar (Boletín N° 7.441-13).



- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



2.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19) (con urgencia calificada de “suma”).



- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, a la de Transportes y Telecomunicaciones, y a la de Hacienda, en su caso, y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



Con el tercero, indica que aprobó la enmienda propuesta por el Senado al proyecto de ley que implementa la medida de conservación 10-8 (2006), de la Comisión de los Recursos Vivos Marinos Antárticos (Boletín N° 7.309-21).



- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes.



Tres del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con los que remite copia autorizada de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del inciso final del artículo 40 de la ley N° 18.287 y del artículo 38 ter de la ley N° 18.933.



- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro de Obras Públicas, con el que contesta una solicitud enviada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativa a la dotación de los fondos necesarios al Cuerpo Militar del Trabajo, a efectos de reponer sus equipos de construcción.



Del señor Ministro de Energía, con el que da respuesta a una solicitud de antecedentes, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en materia de volúmenes de ingreso y usos del petcoke.



Del señor Contralor General de la República, con el que responde la solicitud de dictamen, remitida en nombre del Honorable Senador señor Quintana, sobre la legalidad del procedimiento de evaluación ambiental del Proyecto Central Hidroeléctrica Río Picoiquen.



Del señor Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción, con el que atiende la solicitud de información, dirigida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre el convenio celebrado con el Instituto Forestal para fortalecer las condiciones de prevención o mitigación de daños debidos a catástrofes oceánicas por medio de barreras forestales en el borde costero de las Regiones Séptima y Octava.



De la señora Directora Regional de ONEMI Antofagasta, con el que da respuesta a una solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Cantero, en cuanto a situaciones que afectarían la evacuación expedita de personas, en caso de una emergencia, en la ciudad de Antofagasta.



Del señor Director de Derechos Humanos del Ministerio de Relaciones Exteriores, con el que da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señores Navarro, Lagos, Quintana y Rossi, para pedir a S. E. el Presidente de la República que asuma e implemente las recomendaciones de la ONU en materia de institucionalidad de derechos humanos (Boletín N° S 1.332-12).



Del señor Director Nacional de Estadísticas (TP), con el que contesta la petición de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre la tasa de cesantía en las comunas del borde costero de la Región del Biobío.



Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, al cual se adhirió el Honorable Senador señor Navarro, mediante el cual se solicita la rectificación de la tabla de costos de forestación vigente, en lo que se refiere a la macro zona que conforman la Región de Aysén y la provincia de Palena.



Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Osorno, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Larraín Peña, en relación con información de planes y proyectos de esa comuna.



De la señora Directora de Desarrollo Comunitario de la Ilustre Municipalidad de Hualpén, con el que da respuesta a la solicitud de antecedentes, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre datos de empleo en esa comuna.



- Quedan a disposición de los Honorables señoras y señores Senadores.

Informe



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que extiende el plazo de vigencia de las franquicias contenidas en el artículo 28 del decreto con fuerza de ley N° 341, de 1977, y en el artículo 35 de la ley N° 19.420 (Boletín N° 7.433-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).



- Queda para Tabla.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señor Muñoz Aburto, con la que dan inicio a un proyecto de ley sobre beneficios tributarios por donaciones con fines sociales y públicos.



- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en el N° 1° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política, y en atención a lo establecido en el inciso segundo de dicho artículo.

Permiso constitucional



Solicitud del Honorable Senador señor Tuma, para ausentarse del territorio nacional entre los días 13 y 30 de abril del año en curso.



- Se accede a lo solicitado.

- - -



Acto seguido, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Pizarro, quien solicita que la Sala modifique el trámite originalmente asignado al proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19), de manera que sólo pase a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y a la de Hacienda, en su caso, eximiéndolo de su estudio por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Fundó su petición en la circunstancia de que esta iniciativa contempla normas que atañen únicamente a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, en tanto órgano especializado para conocer de materias técnicas referidas al ámbito de las telecomunicaciones, como en la especie.



Sobre el particular, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señora Rincón y señores Zaldívar, Quintana y Chahuán.



Sometido a votación el envío de este proyecto a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, se rechaza por 17 votos en contra y 8 por la afirmativa.



Votan por el rechazo los Honorables Senadores señoras Alvear y Rincón y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Longueira, Novoa, Pizarro, Prokurica, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señora Allende y señores Cantero, Escalona, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Orpis y Quintana.



En consecuencia, el tratamiento de este asunto quedará radicado en las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones y de Hacienda, en su caso.

- - -


Luego, interviene la Honorable Senadora señora Allende para recabar el asentimiento de la Sala en orden a que la Moción que presentara junto a los Senadores señora Rincón y señor Muñoz Aburto, sobre beneficios tributarios por donaciones con fines sociales y públicos, que fuera declarada inadmisible por referirse a materias de la iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República, sea enviada a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para que analice su admisibilidad y emita su parecer al respecto.


Así se acuerda.

- - -

Aprobación del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que permite al padre y a la madre, indistintamente, abrir cuentas de ahorro a favor de sus hijos, en conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 120 del Reglamento


El señor Secretario General informa que, habiendo vencido el plazo correspondiente, no se formularon indicaciones al proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que permite al padre y a la madre, indistintamente, abrir cuentas de ahorro a favor de sus hijos (Boletín N° 7.519-05), por lo que corresponde darlo por aprobado en particular.



Enseguida, el señor Presidente, conforme al artículo 120 del Reglamento, declara aprobado en particular este proyecto.



Queda despachado este asunto.



El texto del proyecto aprobado por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1°.- Agrégase al decreto con fuerza de ley N° 3, del Ministerio de Hacienda, del año 1997, Ley General de Bancos, el siguiente artículo 156 bis:



“Artículo 156 bis.- Las cuentas de ahorros para menores de edad, ofrecidas por los bancos regidos por esta ley, podrán ser abiertas por el padre o la madre, con independencia de quien tenga la patria potestad del menor de edad.”.



Artículo 2°.- Agrégase al artículo 35 del decreto ley N° 2.079, del Ministerio de Hacienda, del año 1978, un inciso final del siguiente tenor:



“Con independencia de quien tenga la patria potestad, la madre también podrá abrir cuentas de ahorro a favor de su hijo menor de edad.”.”.

_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


1) Designar como representantes del Senado ante las Comisiones encargadas de ejecutar los objetivos de las leyes que autorizan erigir monumentos en memoria de Roberto Matta Echaurren y de Andrónico Luksic Abaroa a los Honorables Senadores señores Hernán Larraín Fernández y José Antonio Gómez Urrutia, respectivamente.


2) Prorrogar el funcionamiento de la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor hasta el 31 de diciembre de 2011.


3) Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones respecto de los siguientes asuntos:


- Proyecto de ley que crea una comisión permanente de coordinación del sistema de justicia penal (Boletín N° 7.193-07), hasta las 18 horas del día de hoy, en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


- Proyecto de ley relativo al aprovechamiento y beneficio de tiburones (Boletín N° 7.489-03), hasta las 12 horas del día de hoy, en la Secretaría de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.


4) Tratar en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria del día de hoy el proyecto de ley sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad (Boletín N° 4.921-11).

_______________



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud del artículo 71 de la Constitución Política de la República, recaído en el proyecto de ley sobre el sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media y su 

fiscalización


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud del artículo 71 de la Constitución Política de la República, recaído en el proyecto de ley sobre el sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media y su fiscalización, con urgencia calificada de “simple”, y que tiene el Boletín Nº 5.083-04.


Precisa que las divergencias entre ambas Corporaciones se suscitaron por el rechazo de la Cámara de Diputados a la creación de la Agencia de la Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación, aspectos de la esencia de la iniciativa.


La Comisión Mixta, como forma de resolver la discrepancia, propone en su informe el texto que resultó del acuerdo alcanzado por sus integrantes.


El señor Secretario General detalla, además, que la proposición fue acordada por unanimidad, con excepción de las siguientes disposiciones:


El artículo 31, en que votó en contra el Diputado señor González y se abstuvo el Senador señor Quintana; la letra n) del artículo 41, el artículo 45, la letra d) del artículo 101 y el artículo 108, en que votaron en contra los Senadores señores Navarro y Quintana y los Diputados señores González y Venegas; el artículo 2° bis, letra c), contenido en el artículo 112, en que votó en contra el Senador señor Navarro y se abstuvo el Diputado señor González; el inciso segundo, nuevo, del artículo 7° contenido en el número 6 del artículo 112, en que votó en contra el Senador señor Navarro; el número 8 del artículo 112, en que votaron en contra los Senadores señores Navarro y Quintana, y el número 9 del artículo 112, el artículo 113, el número 1 del artículo 114 y los artículos transitorios primero, segundo, cuarto y octavo a duodécimo, en que votó en contra el Senador señor Navarro.


Al finalizar destaca que los artículos 9°, 10, 11, 19, 32 a 35, 38, 41 a 43, 45, 47 a 49, 84 a 86, 98, 101 a 104, 108 y 112 tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que se deberán votar separadamente.

- - -


Cabe advertir que la Comisión Mixta, como forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, efectúa una proposición que corresponde también a como quedaría el texto del proyecto de ley, de ser aprobado, y que, dada su extensión y por razones de espacio, más adelante se transcribe.

- - -


En discusión el informe de la Comisión Mixta, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Walker (don Ignacio), Cantero, Chadwick, Quintana, Pizarro y Gómez.


Luego, interviene el Subsecretario de Educación.


Por último, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señora Rincón y señor Navarro.

- - -


Cerrado el debate, el señor Presidente coloca en votación, primeramente, las normas orgánicas constitucionales contenidas en los artículos 9°, 10, 11, 19, 32, 33, 34, 35, 38, 41, 42, 43, 45, 47, 48, 49, 84, 85, 86, 98, 101, 102, 103, 104, 108 y 112 permanentes.


Estas disposiciones se aprueban por 32 votos a favor y 2 en contra, de un total de 38 Senadores en ejercicio, alcanzándose así el quórum constitucional exigido.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por el rechazo los Honorables Senadores señores Gómez y Navarro.

- - -


A continuación, el señor Presidente coloca en votación el resto del articulado del proyecto.


Estas disposiciones se aprueban con 25 votos a favor, 2 en contra y 2 abstenciones.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señora Alvear y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, Frei, García, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Longueira, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por el rechazo los Honorables Senadores señores Gómez y Navarro.


Se abstienen los Honorables Senadores señora Rincón y señor Pizarro.


Queda terminada la tramitación de este asunto.

- - -


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado, es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DEL SISTEMA NACIONAL DE ASEGURAMIENTO

DE LA CALIDAD DE LA EDUCACIÓN PARVULARIA,

BÁSICA Y MEDIA


Artículo 1º.- Es deber del Estado propender a asegurar una educación de calidad en sus distintos niveles. Para dar cumplimiento a dicha responsabilidad créase y regúlase por la presente ley un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media en adelante el “Sistema”. 


Igualmente, el Sistema tendrá por objeto propender a asegurar la equidad, entendida como el que todos los alumnos tengan las mismas oportunidades de recibir una educación de calidad. 


Se entenderá por educación al proceso de aprendizaje permanente que abarca las distintas etapas de la vida de las personas y que tiene como finalidad alcanzar su desarrollo espiritual, ético, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, mediante la transmisión y el cultivo de valores, conocimientos y destrezas. 


La educación se enmarca en el respeto y valoración de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, de la diversidad multicultural y de la paz, y de nuestra identidad nacional, capacitando a las personas  para conducir su vida en forma plena, para convivir y participar en forma responsable, tolerante, solidaria, democrática y activa en la comunidad, y para trabajar y contribuir al desarrollo del país y se manifiesta a través de la enseñanza formal o regular, de la enseñanza no formal y de la educación informal. 


Artículo 2º.- El Sistema actuará sobre la educación formal, de acuerdo a los objetivos generales y sus respectivas bases curriculares, señalados en la ley N° 20.370, General de Educación y operará a través de un conjunto de políticas, estándares, indicadores, evaluaciones, información pública y mecanismos de apoyo y fiscalización a los establecimientos, para lograr la mejora continua de los aprendizajes de los alumnos, fomentando las capacidades de los establecimientos y sus cuerpos directivos, docentes y asistentes de la educación. Asimismo, el Sistema contemplará los recursos necesarios para su adecuado funcionamiento. 


Este Sistema comprenderá, entre otros, procesos de autoevaluación, evaluación externa, inspección, pruebas externas de carácter censal y, cuando corresponda, apoyo técnico pedagógico en la elaboración e implementación de planes de mejora educativa a nivel de establecimientos que permitan desarrollar sus fortalezas y superar sus debilidades.


El Sistema contemplará, además, la rendición de cuentas de los diversos actores e instituciones del sistema escolar y, en particular, de los establecimientos educacionales. 


Asimismo, incluirá las consecuencias jurídicas que se deriven de la aplicación de los instrumentos a que se refieren los incisos anteriores y el régimen de sanciones que indica la ley.


Artículo 3º.- El Sistema considerará:


a) Estándares de aprendizaje de los alumnos, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares; otros indicadores de calidad educativa y estándares indicativos de desempeño de los establecimientos educacionales y sus sostenedores;


b) Requisitos del reconocimiento oficial que deben cumplir los sostenedores y los establecimientos educacionales para ingresar y mantenerse en el sistema educacional, según lo establecido en la ley;


c) Políticas, mecanismos e instrumentos para apoyar a los integrantes de la comunidad educativa y a los establecimientos educacionales en el logro de los estándares de aprendizaje y los otros indicadores de calidad educativa, fomentando el fortalecimiento de las  capacidades institucionales y de autoevaluación de los establecimientos a fin de promover la mejora continua de la calidad de la educación que ofrecen;


d) Estándares de desempeño de docentes, docentes directivos y docentes técnico pedagógicos que servirán de orientación para la  elaboración de las evaluaciones consideradas en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprueba el Estatuto de los  Profesionales de la Educación. Estos estándares también servirán para validar los mecanismos de evaluación de los docentes de aula,  docentes directivos y docentes técnicos pedagógicos que presenten voluntariamente a la Agencia de la Calidad los sostenedores de establecimientos educacionales particulares pagados y subvencionados, así como los sostenedores del sector municipal o de otras entidades creadas por ley, que desarrollen sistemas de evaluación complementarios;


e) Evaluaciones de desempeño de los  establecimientos y sostenedores y evaluación del logro de los estándares de aprendizaje y de los otros indicadores de calidad educativa;


f) Ordenación de los establecimientos educacionales en función de las mediciones de los resultados de aprendizaje y de los otros indicadores de calidad educativa con la finalidad, entre otras, de identificar, cuando  corresponda, las necesidades de apoyo; 


g) Fiscalización del uso de los recursos, de conformidad a lo establecido en el Título III de esta ley, y del cumplimiento de los  requisitos del reconocimiento oficial y de la normativa educacional por los sostenedores y administradores del servicio educativo;


h) Evaluaciones del impacto de políticas y programas educativos;


i) Sistemas de información pública referidos al resultado de las evaluaciones de logro de los estándares y de los otros indicadores de calidad educativa, a la ordenación de los establecimientos y sus consecuencias, a los resultados de la fiscalización, y a las evaluaciones de las políticas y mecanismos de apoyo implementados; y


j) Sistemas de rendiciones de cuenta, de reconocimientos y de sanciones.


Artículo 4º.- Los estándares de aprendizaje referidos a los objetivos generales establecidos en la ley y en sus bases curriculares definirán los conocimientos, habilidades y  actitudes que se espera alcancen los alumnos en diversas etapas del proceso educativo.


Las evaluaciones que dan origen a la ordenación de establecimientos educacionales y, consecuencialmente, a los demás efectos que determina la ley, se realizarán en base a los estándares de aprendizaje y el grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad educativa, según corresponda.


Artículo 5°.- Los estándares de desempeño para los docentes de aula, directivos y técnico pedagógicos considerarán las competencias, conocimientos y actitudes necesarios para orientar la elaboración y la validación de la evaluación docente.


Artículo 6º.- Los estándares indicativos de desempeño para los establecimientos y sus sostenedores considerarán:


1. gestión pedagógica;


2. indicadores de calidad de los procesos relevantes de los establecimientos educacionales;


3. estándares de gestión de los recursos humanos y pedagógicos;


4. los resultados de las evaluaciones de desempeño docente y directivo;


5. liderazgo técnico pedagógico del   equipo directivo; y


6. convivencia escolar, en lo referido a reglamentos internos, instancias de participación y trabajo colectivo, ejercicio de deberes y derechos, respeto a la diversidad; mecanismos de resolución de conflictos y ejercicio del liderazgo democrático por los miembros de la comunidad educativa.


7. Concordancia de la formación de los alumnos con el proyecto educativo institucional del establecimiento y las bases curriculares nacionales. 


Los estándares señalados precedentemente constituirán orientaciones para el trabajo de evaluación contemplado en esta ley y su incumplimiento no dará origen a sanciones.


Artículo 7º.- Corresponderá al Presidente de la República, cada seis años, por decreto supremo dictado por intermedio del Ministerio de Educación, previo informe del Consejo Nacional de Educación, establecer los estándares de aprendizaje, indicativos de desempeño y los otros indicadores de calidad educativa a que se refiere el artículo 3º, letra a).


Los estándares de aprendizaje, indicativos de desempeño y los otros indicadores de calidad educativa se entenderán renovados, por el solo ministerio de la ley,  por igual período de tiempo, en caso que transcurrido el plazo a que se refiere el inciso anterior no se haya dictado el decreto respectivo.


Con todo, si durante este período se modifican las bases curriculares, los estándares de aprendizaje deberán adecuarse a dichas modificaciones, aún cuando no hubieren transcurrido los seis años.


Los nuevos estándares de aprendizaje que se fijen tendrán igualmente una duración de seis años, sin perjuicio de lo previsto en el inciso anterior.


Artículo 8º.- El Ministerio de Educación, en su calidad de órgano rector del Sistema, será el responsable de la coordinación de los órganos del Estado que lo componen,  con el fin de garantizar una gestión eficaz y eficiente de todos ellos.


Para el cumplimiento del fin señalado en el inciso anterior, existirá un comité de coordinación, encabezado por el Ministro de Educación e integrado, además, por el Superintendente de Educación y el Secretario Ejecutivo de la Agencia o, en cada caso, por las personas que ellos designen.


El Ministerio formulará cada cuatro años un Plan de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, que deberá ser público, y en el que se explicitarán las acciones a desarrollar y los objetivos y metas generales y anuales que se pretenden alcanzar. Asimismo, el plan estipulará los recursos necesarios para su adecuado funcionamiento. El Ministerio de Educación rendirá cuenta pública anual de los resultados obtenidos en la implementación del Plan. 

TÍTULO II

DE LA AGENCIA DE CALIDAD DE LA EDUCACIÓN

Párrafo 1º

Objeto, funciones y atribuciones


Artículo 9º.- Créase la Agencia de Calidad de la Educación, en adelante “la Agencia”, servicio público funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio y que se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Educación.


La Agencia estará afecta al Sistema de Alta Dirección Pública.


El domicilio de la Agencia será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las oficinas que pueda establecer en otras Regiones a través del decreto con fuerza de ley a que alude el artículo primero transitorio.


Artículo 10.- El objeto de la Agencia será evaluar y orientar el sistema educativo para que éste propenda al mejoramiento de la calidad y equidad de las oportunidades educativas, considerando las particularidades de los distintos niveles y modalidades educativas.


Para el cumplimiento integral de dicho objeto, tendrá las siguientes funciones: 


a) Evaluar los logros de aprendizaje de los alumnos de acuerdo al grado de cumplimiento de los estándares, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares por medio de instrumentos y procedimientos de medición estandarizados y externos a los establecimientos. Asimismo, deberá evaluar el grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad educativa;


b) Realizar evaluaciones del desempeño de los establecimientos educacionales y sus   sostenedores en base a los estándares indicativos de desempeño; 


c) Ordenar a los establecimientos educacionales en función de las mediciones de los resultados de aprendizaje y de los otros indicadores de calidad educativa con la finalidad, entre otras, de identificar, cuando corresponda, las necesidades de apoyo;


d) Validar los mecanismos de evaluación de docentes de aula, directivos y técnico-pedagógicos; y


e) Proporcionar información en materias de su competencia a la comunidad en general y promover su correcto uso.


Artículo 11.- Para el cumplimiento de sus funciones, la Agencia tendrá las siguientes atribuciones: 


a) Diseñar, implementar y aplicar un   sistema de medición de los resultados de aprendizaje de los alumnos, en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas   bases curriculares. Asimismo, deberá diseñar, implementar y aplicar un sistema de medición de los otros indicadores de calidad educativa;


El sistema nacional de medición del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje de los alumnos, así como la medición del grado de cumplimiento de los otros indicadores de la calidad educativa, será de aplicación obligatoria para todos los establecimientos educacionales reconocidos oficialmente por el Estado. La Agencia podrá realizar las mediciones respectivas directamente o por medio de terceros.


Las mediciones del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje de los alumnos, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares y de los otros indicadores de  calidad educativa, se realizarán mediante instrumentos y procedimientos estandarizados, válidos, confiables, objetivos y transparentes. En el caso de los instrumentos referidos a la medición del cumplimiento de los estándares de aprendizaje, estos se aplicarán en forma periódica en distintos cursos y sectores de aprendizaje, en forma censal a lo menos en algún curso, tanto del nivel de enseñanza básica, como de enseñanza media.


b) Coordinar la participación de Chile en mediciones de carácter internacional sobre logros de aprendizaje de los alumnos;


c) Diseñar, implementar y aplicar un sistema de evaluación de desempeño de los establecimientos educacionales subvencionados, o que reciban aportes del Estado, y sus sostenedores referidos a los estándares indicativos, cuya finalidad será orientar el mejoramiento continuo de los establecimientos, a través de recomendaciones;


d) Aplicar e interpretar administrativamente las disposiciones de esta ley y sus reglamentos, e impartir instrucciones de general aplicación, en las materias de su competencia;


e) Elaborar informes evaluativos, basados en los estándares indicativos de desempeño mencionados en la letra c) del presente artículo, que incluyan los resultados educativos, pudiendo incorporar recomendaciones de carácter indicativo para mejorar el desempeño de los establecimientos educacionales y sus sostenedores. Estos informes serán de carácter público;


f) Requerir al Ministerio de Educación y a la Superintendencia, en su caso, la adopción de las medidas pertinentes derivadas de la  ordenación de los establecimientos educacionales;


g) Validar los mecanismos de evaluación de los docentes de aula, docentes directivos y de los docentes que cumplen la función técnico pedagógica que presenten voluntariamente los establecimientos educacionales particulares pagados y subvencionados y los sistemas de evaluación complementarios del sector municipal, de corporaciones municipales o de otras entidades creadas por ley;


h) Poner a disposición del público la  información que, con motivo del ejercicio de sus funciones, recopile respecto de establecimientos educacionales, sostenedores, docentes y alumnos;


En caso alguno la publicación incluirá la individualización de los alumnos. Sin perjuicio de lo anterior, los padres y apoderados deberán ser informados de los resultados obtenidos por sus hijos o pupilos cuando las mediciones tengan validez y confiabilidad estadística a nivel individual, sin que tales resultados puedan ser publicados ni usados con propósitos que puedan afectar negativamente a los alumnos, tales como selección, repitencia, cancelación o condicionalidad de matrícula u otros similares.


i) Administrar los registros creados por ley, que sean necesarios para ejercer sus funciones;


j) Elaborar índices, estadísticas y estudios relativos al sistema educativo y efectuar publicaciones en el ámbito de su  competencia;


Asimismo, elaborará informes acerca de la cobertura de las diversas materias del currículum nacional, así como también evaluaciones respecto del desempeño de los establecimientos educacionales.


k) Ingresar a los establecimientos educacionales y sus dependencias, con el fin de realizar las evaluaciones de logros de aprendizaje y mediciones del cumplimiento de otros indicadores de calidad educativa. En el caso de las visitas evaluativas y demás  atribuciones que le encomienda la ley, el ingreso    deberá ser avisado al sostenedor y no podrá alterar el normal desarrollo de las actividades pedagógicas del establecimiento educacional;


l) Requerir a los sostenedores de los establecimientos educacionales y organismos públicos y privados relacionados con la educación, la información estrictamente necesaria para el cumplimiento de sus funciones.


Quienes sean requeridos en virtud de este literal podrán solicitar por escrito a la Agencia, dentro de los dos días siguientes, que reconsidere el plazo para la entrega de la información solicitada, cuando fundadamente acrediten que dicho requerimiento, por su volumen o complejidad, les impide dar cumplimiento a sus labores habituales. La Agencia resolverá esta reconsideración, en única instancia, en un plazo máximo de diez días, contados desde la respectiva presentación.


m) Convenir con otros organismos de la Administración del Estado o con entidades privadas, la realización de acciones específicas y la prestación de servicios que permitan cumplir sus funciones;


n) Asesorar técnicamente al Ministerio de Educación y a otros organismos en materias de su competencia;


ñ) Asesorar al Ministerio de Educación respecto al plan nacional de evaluaciones    nacionales e internacionales, especialmente en relación a su viabilidad y requerimientos de implementación. Asimismo, a requerimiento del Ministerio de Educación, deberá apoyar el   diseño de las directrices e implementación, en materias de su competencia, del Plan Nacional de Aseguramiento de la Calidad que elabore dicho Ministerio;


o) Cobrar y percibir derechos por la  evaluación y orientación que le soliciten los establecimientos particulares pagados y por las demás certificaciones que establezca la ley en el ámbito de sus atribuciones; y


p) Ejercer las demás atribuciones que determine la ley.

Párrafo 2º

De la evaluación de desempeño de los

establecimientos educacionales y sostenedores


Artículo 12.- La Agencia evaluará el desempeño de los establecimientos de educación parvularia, básica, media, incluida la especial y la de adultos, y sus sostenedores, basándose en estándares indicativos elaborados de conformidad a la ley.


El objeto de esta evaluación de desempeño será fortalecer las capacidades institucionales y de autoevaluación de los establecimientos educacionales, orientar sus planes de mejoramiento educativo y promover la mejora continua de la calidad de la educación que ofrecen.


La evaluación de desempeño considerará, entre otros, los resultados educativos, el grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje de los alumnos y de los otros    indicadores de calidad educativa que permitan una evaluación integral referida a los objetivos generales establecidos en la ley y los estándares indicativos de desempeño de los  establecimientos educacionales y las condiciones de contexto del establecimiento educacional.


Los establecimientos educacionales deberán aplicar procedimientos de autoevaluación institucional, cuyos resultados, junto al proyecto educativo institucional, serán antecedentes de la evaluación del desempeño que realice la Agencia.


Adicionalmente, la Agencia considerará las características de los establecimientos educacionales de educación especial y de   adultos; uni, bi o tri docentes; así como de aquéllos multigrado, e interculturales bilingües, con el fin de adecuar los procesos de evaluación que se apliquen y desarrollen en estos establecimientos.


Artículo 13.- Las evaluaciones de desempeño podrán ser realizadas mediante requerimientos de información, visitas evaluativas u otros medios idóneos.


Al efectuar las evaluaciones, la Agencia deberá considerar, en primer lugar, las autoevaluaciones realizadas por el establecimiento educacional.


La Agencia podrá realizar las visitas mencionadas directamente o por medio de terceros. Con todo, la Agencia será la entidad  responsable de visar el informe respectivo.


Artículo 14.- El resultado de la evaluación será un informe que señale las debilidades y fortalezas del establecimiento educacional en relación con el cumplimiento de los estándares, así como las recomendaciones para mejorar su desempeño.


La Agencia determinará la forma de la elaboración de estos informes, considerando, al menos, una etapa de consulta y recepción de observaciones por parte del sostenedor del  establecimiento educacional evaluado en su desempeño. 


Artículo 15.- La Agencia sólo podrá disponer visitas evaluativas respecto de los establecimientos particulares pagados, cuando éstos lo soliciten.


Con todo, la Agencia podrá realizar visitas de aprendizaje a los establecimientos a que se refiere el inciso anterior y que hayan sido ordenados en la categoría de Desempeño Alto, con el fin de identificar y difundir las mejores prácticas de dichos establecimientos.


Artículo 16.- La Agencia administrará un registro de personas o entidades acreditadas para apoyar la realización de las visitas evaluativas. Un reglamento determinará los  requisitos objetivos que deberán cumplir las personas o entidades para el ingreso y permanencia en el registro, el procedimiento de  selección de las mismas, cuidando que éste sea transparente y objetivo, el tiempo de duración en el registro, sus inhabilidades y las causales que originan la salida de éste, destinadas a asegurar la calidad técnica y eficacia de su apoyo. La Agencia deberá abrir al menos una vez cada año el registro para el ingreso de personas o entidades acreditadas.

Párrafo 3º

De la ordenación de establecimientos


Artículo 17.- La Agencia ordenará, mediante resolución fundada, a todos los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado, de acuerdo a los resultados de aprendizaje de los alumnos, en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares y al grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad educativa, propuestos por el Ministerio de Educación y aprobados por el Consejo Nacional de Educación.


Los otros indicadores de calidad educativa deberán considerar, entre otros, resultados, resguardar el derecho a la educación y la libertad de enseñanza y los principios establecidos en el artículo 3° de la ley N° 20.370, General de Educación. Asimismo, los criterios de evaluación deben ser válidos, confiables, objetivos y transparentes.


Para llevar a cabo esta ordenación, la Agencia deberá considerar los resultados de aprendizaje de todas las áreas evaluadas censalmente en las mediciones nacionales, la distribución de los resultados de los alumnos en relación con los estándares de aprendizaje y el grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad educativa. También deberá considerar las características de los alumnos del establecimiento educacional, incluida, entre otras, su vulnerabilidad, y, cuando proceda, indicadores de progreso y, o de valor agregado. Con todo, gradualmente, la ordenación de los establecimientos propenderá a ser realizada de manera independiente de las características socioeconómicas de los alumnos y alumnas, en la medida que el sistema corrija las diferencias en su desempeño atribuibles a dichas características.


La Agencia determinará la metodología de ordenación, previo informe del Consejo Nacional de Educación, la que deberá ser aprobada por decreto supremo del Ministerio de Educación. Esta metodología podrá considerar resguardos que aseguren que las modificaciones de categoría no ocurran por un cambio en la composición del alumnado y se actualizará en un plazo no inferior a cuatro y que no exceda de ocho años. 


Para efectos de la ordenación, existirán las siguientes categorías de establecimientos, según los resultados de aprendizaje de los alumnos, en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje y el grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad educativa con la finalidad, entre otras, de identificar, cuando corresponda, las necesidades de apoyo:


a) Establecimientos Educacionales de  Desempeño Alto;


b) Establecimientos Educacionales de  Desempeño Medio;


c) Establecimientos Educacionales de  Desempeño Medio-Bajo; y


d) Establecimientos Educacionales de  Desempeño Insuficiente.


Artículo 18.- La ordenación se realizará anualmente y considerará el grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje y el grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad educativa de los establecimientos educacionales en tres mediciones consecutivas válidas, en el caso que éstas sean anuales, y dos mediciones consecutivas válidas, en el  caso que éstas se realicen cada dos años o más.


La Agencia, según lo dispuesto en el artículo anterior, determinará el modo en que técnicamente se ponderarán los estándares de aprendizaje y los otros indicadores de calidad educativa para efectos de efectuar la ordenación. Con todo, la ponderación de los estándares de aprendizaje no podrá ser inferior al 67% del total.


Sin embargo, en el caso de establecimientos educacionales con un número insuficiente de alumnos que rindan las mediciones, y que no permita obtener resultados válidos, el Ministerio de Educación establecerá la metodología que permita una ordenación pertinente, considerando, entre otros factores, un número mayor de mediciones consecutivas que para el resto de los establecimientos educacionales, tanto para los estándares de aprendizaje como para los otros indicadores de la calidad educativa. Dicha metodología será aprobada por decreto supremo del Ministerio de Educación.


Los establecimientos educacionales que impartan educación básica y media serán ordenados por cada nivel en forma independiente. La Agencia y los sostenedores de dichos establecimientos educacionales deberán informar acerca de la categoría en que fueron ordenados en cada nivel educacional a los miembros de la comunidad educativa. 


Los establecimientos educacionales nuevos no serán ordenados en las categorías establecidas en el artículo anterior. Sin embargo, se considerarán para los efectos de esta ley, provisoriamente como establecimientos de Desempeño Medio-Bajo, hasta que cumplan con los requisitos legales para ser ordenados.


Artículo 19.- La resolución que establezca la ordenación indicada en el artículo 17, será notificada al sostenedor en forma personal o mediante carta certificada.


Dicha resolución podrá ser impugnada mediante los recursos administrativos señalados en la ley Nº 19.880, sólo en virtud de algún error de información o procedimiento que sea determinante en la ordenación del establecimiento educacional.


No obstante, para efectos de cumplir con lo establecido en el inciso anterior, el recurso de reposición se interpondrá ante el Secretario Ejecutivo de la Agencia. Para el solo efecto de lo dispuesto en este artículo, el Consejo de la Agencia de la Calidad conocerá y resolverá el recurso jerárquico.


Artículo 20.- La Agencia dará a conocer y otorgará  amplia difusión a los resultados de aprendizaje de los alumnos referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares, así como los resultados que arrojen los otros indicadores de la calidad educativa, y la ordenación que de ello se derive, al Ministerio de Educación, a los padres y apoderados, y a la comunidad educativa.


En el caso de los padres y apoderados, recibirán información relevante, de fácil  comprensión, comparable a través del tiempo para el establecimiento. Además, se incluirá información sobre los establecimientos de la misma comuna y de comunas cercanas.


Sin perjuicio de lo anterior, la ordenación de todos los establecimientos del país deberá estar disponible en las páginas web del Ministerio de Educación y de la Agencia, actualizada y desglosada por Región y comuna.


Asimismo, los establecimientos educacionales informarán a los padres y apoderados y al Consejo Escolar la categoría en la que han sido ordenados.


Artículo 21.- Lo establecido en este Párrafo respecto a la ordenación no será   aplicable a los establecimientos de educación parvularia y a los establecimientos de educación especial.

Párrafo 4º

De los efectos de la ordenación de los establecimientos educacionales subvencionados o que reciben aportes del Estado


Artículo 22.- La Agencia tendrá un plan anual de visitas evaluativas que considerará mayor frecuencia para los establecimientos educacionales que se encuentran en las categorías c) y d) del artículo 17. 


Estas visitas evaluativas tendrán como finalidad llevar a cabo la realización de las evaluaciones de desempeño que contempla esta ley, así como recopilar información respecto a los otros indicadores de calidad educativa.


Artículo 23.- Los establecimientos educacionales subvencionados, o que reciban aportes del Estado, de Desempeño Insuficiente serán objeto de visitas evaluativas, al menos cada dos años. Los de Desempeño Medio-Bajo, al menos cada cuatro años. 


En el caso de los establecimientos que se encuentren en la categoría de Desempeño Medio podrán ser objeto de visitas evaluativas por parte de la Agencia con la frecuencia que ésta determine. La frecuencia de estas visitas será inferior a la señalada en el inciso anterior.


Los establecimientos educacionales subvencionados, o que reciban aportes del   Estado, ordenados como de Desempeño Alto serán objeto de visitas evaluativas si el sostenedor lo solicita. Con todo, la Agencia podrá realizar visitas de aprendizaje con el fin de  identificar y difundir las mejores prácticas de dichos establecimientos.


En todo caso, las evaluaciones mencionadas en el inciso anterior no podrán representar más del 5% de las visitas evaluativas anuales que realice la Agencia.


Artículo 24.- Los establecimientos educacionales ordenados como de Desempeño Alto con su respectivo sostenedor, podrán incorporarse al Registro de Personas o de Entidades de  Apoyo Técnico Pedagógico administrado por el Ministerio de Educación, siempre que, en lo que corresponda, cumplan con los requisitos del reglamento del artículo 19, letra d), de la ley N° 18.956, el que deberá contemplar las adecuaciones necesarias para la entrada de  establecimientos y sus sostenedores.


En caso que establecimientos educacionales que formen parte del Registro resultaren ordenados en alguna de las categorías inferiores a la de Desempeño Alto, serán eliminados de éste.


Artículo 25.- En el caso de los establecimientos de educación parvularia y educación especial, serán objeto de evaluación en ciclos periódicos de acuerdo a un programa que deberá aprobar la Agencia.


Artículo 26.- Una vez realizada la evaluación a que se refiere el párrafo 2° de este Título, los sostenedores de los establecimientos educacionales deberán elaborar o revisar su plan de mejoramiento educativo, explicitando las acciones que aspiran llevar adelante para mejorar los aprendizajes de sus estudiantes y de los otros indicadores de calidad educativa. Dicho plan deberá contener, a lo menos, los objetivos, las estrategias, actividades, metas y recursos asociados a él.


El plan será informado a la Agencia y ésta lo hará al Ministerio de Educación.


La Agencia tendrá que tomar en consideración este plan en su próxima evaluación y en el informe respectivo. El Ministerio de Educación podrá tener en consideración dicho plan para desarrollar sus acciones de apoyo al establecimiento, cuando corresponda.


Artículo 27.- El Ministerio de Educación, de acuerdo con la definición anual de la Ley de Presupuestos, prestará apoyo técnico pedagógico directamente o por intermedio de una persona o entidad del Registro creado para estos efectos, sin perjuicio de lo señalado en el inciso tercero del artículo 2º ter de la ley Nº 18.956.


Los sostenedores de los establecimientos educacionales podrán solicitar dicho apoyo técnico pedagógico para la elaboración e implementación de su plan de mejoramiento educativo. En caso de solicitar dicho apoyo, lo requerirá a su elección al Ministerio de Educación o a una persona o entidad del Registro Público de Personas o de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo del Ministerio de Educación, sin que ésta signifique una alteración de las condiciones en que el Ministerio de Educación se relacione con los sostenedores en el ejercicio de sus demás funciones.


Con todo, cuando así lo soliciten sostenedores que sean municipalidades, corporaciones municipales u otros entes creados por ley o que reciben aporte del Estado, el Ministerio de Educación brindará este apoyo directamente.


El apoyo brindado por el Ministerio de Educación deberá tener especial focalización en aquellos establecimientos ordenados en las categorías c) y d) del artículo 17, en aquellos sectores geográficos en donde exista menor disponibilidad de apoyo técnico pedagógico, y en los establecimientos públicos y gratuitos.

Párrafo 5°

De las medidas especiales para los establecimientos educacionales de Desempeño Insuficiente


Artículo 28.- La Agencia informará a los padres y apoderados y al Consejo Escolar cada vez que el establecimiento al que envían a sus hijos o pupilos sea ordenado en la categoría de Desempeño Insuficiente.


Artículo 29.- Los establecimientos educacionales de Desempeño Insuficiente deberán  recibir apoyo técnico pedagógico. Para ello podrán recurrir al Ministerio de Educación, que prestará este servicio directamente o a través de una persona o entidad del Registro Público de Personas o de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo del Ministerio de Educación. Este apoyo deberá brindarse, a lo menos, hasta que dicho establecimiento abandone dicha categoría. En todo caso, sólo podrá brindarse por un plazo máximo de 4 años.


Con todo, los establecimientos educacionales a que se refiere el inciso anterior que no logren ubicarse en una categoría superior, pero que muestren una mejora significativa, deberán continuar recibiendo apoyo hasta por un año más.


La Agencia definirá, en normas de carácter general, los criterios para determinar la mejora significativa de un establecimiento educacional. Estos criterios deben guardar relación con los estándares de aprendizaje referidos a los objetivos generales señalados en la ley y en sus bases curriculares y con los otros indicadores de calidad educativa.


Artículo 30.- En el caso de aquellos establecimientos educacionales que no exhiban una mejora significativa luego de tres años de haber sido ordenados como de Desempeño Insuficiente, la Agencia deberá informar a los padres y apoderados de dichos establecimientos educacionales sobre la situación en que éstos se encuentran.


La comunicación a que alude el inciso anterior, se enviará por carta certificada o por cualquier otro medio que el Ministerio de Educación determine, siempre que se cumpla con el objeto de informar directamente a cada uno de los apoderados y familias del establecimiento y contendrá información relevante sobre los treinta establecimientos educacionales más cercanos que estén ordenados en categorías superiores.


Asimismo, se les otorgarán facilidades de transporte para que los alumnos accedan a establecimientos educacionales que estén ordenados en categorías superiores. El Ministerio de Educación deberá dictar un decreto supremo, suscrito además por el Ministro de Hacienda, que regule esta materia.


Artículo 31.- Si después de cuatro años, contados desde la comunicación señalada en el artículo 28, y con excepción de lo previsto en el inciso segundo del artículo 29, el establecimiento educacional se mantiene, considerando como único factor el grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje, en la categoría de Desempeño Insuficiente, la Agencia, dentro del primer semestre, certificará dicha circunstancia. Con el sólo mérito del certificado el establecimiento educacional perderá, de pleno derecho, el reconocimiento oficial al término del respectivo año escolar.

Párrafo 6º

De la organización de la Agencia


Artículo 32.- Los órganos de la Agencia son el Consejo y el Secretario Ejecutivo.


Artículo 33.- El Consejo estará constituido por cinco miembros de destacada experiencia en la actividad educativa, nombrados por el Ministro de Educación, previa selección conforme al Sistema de Alta Dirección Pública. En su conformación se velará por garantizar el pluralismo del mismo.


El Consejo designará de entre sus miembros a un Presidente, quien durará en el cargo tres años, pudiendo ser reelegido por una vez.


Dicho Presidente tendrá por función dirigir el Consejo; citar a sesiones; fijar sus tablas; dirigir sus deliberaciones, y dirimir sus empates. Se relacionará con el Secretario Ejecutivo para la coordinación de las funciones y atribuciones de la Agencia.


Artículo 34.- Los miembros del Consejo serán nombrados por un período de seis años, pudiendo ser designados por un nuevo período.


Los Consejeros se renovarán por parcialidades de tres y dos consejeros cada tres años, respectivamente.


Artículo 35.- Corresponderá al Consejo:


a) Aprobar y dar seguimiento al plan estratégico de la Agencia, el cual deberá ser actualizado y ajustado a lo menos cada seis años. Dicho plan deberá explicitar las orientaciones que se utilizarán para efectos de la ordenación y evaluación de los establecimientos;


b) Aprobar y dar seguimiento anualmente al plan de trabajo de la Agencia, así como la memoria y el balance del año anterior, y conocer el anteproyecto de presupuesto;


c) Aprobar la ordenación de los establecimientos educacionales en los plazos que establece la ley y aprobar anualmente el cambio de ordenación de los establecimientos educacionales;


d) Aprobar las certificaciones que realice el Secretario Ejecutivo de la Agencia, cuando un establecimiento se mantenga en la categoría de Desempeño Insuficiente según lo establece el artículo 31;


e) Proponer el plan de evaluaciones nacionales e internacionales al Ministerio de Educación;


f) Aprobar el Registro de Personas o Entidades acreditadas para apoyar la realización de las visitas evaluativas;


g) Aprobar la organización interna, las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades de la Agencia así  como el personal adscrito a tales unidades; y


h) Ejercer las demás atribuciones que le encomienden las leyes y reglamentos.


Artículo 36.- Es incompatible con el  cargo de Consejero: 


a) Tener participación en la propiedad o ser representante legal, gerente o administrador de la entidad sostenedora de algún establecimiento educacional que imparta enseñanza en los niveles parvulario, básico y medio o de alguna asociación de sostenedores.


b) Ser Senador o Diputado; Ministro de Estado, Subsecretario, Intendente o Gobernador; Secretario Regional Ministerial de Educación o Jefe de Departamento Provincial de  Educación; Alcalde o Concejal; Consejero    Regional; miembro del Escalafón Primario del Poder Judicial; Secretario o Relator del    Tribunal Constitucional; Fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones o su Secretario-Relator; miembro de los Tribunales Electorales Regionales, Suplente o Secretario-Relator, y miembro de los   demás Tribunales creados por ley.


c) Estar inscrito como persona natural o como representante legal o administrador de una entidad a las que se refiere el artículo 16 de la presente ley. 


d) Formar parte del registro de administradores provisionales a cargo de la Superintendencia.


e) Formar parte de la directiva de asociaciones gremiales que tengan un vínculo patrimonial o laboral con establecimientos de educación parvularia, básica y media.


Artículo 37.- Los Consejeros deberán informar inmediatamente al Presidente de todo hecho, cualquiera sea su naturaleza, que les reste imparcialidad en sus decisiones o acuerdos, absteniéndose, en el acto, de conocer del asunto respecto del cual se configure la causal.


En particular, estarán inhabilitados de intervenir en aquellos asuntos que afecten a:


a) Establecimientos de educación parvularia, básica o media con que tengan un vínculo patrimonial o laboral.


b) Establecimientos de educación parvularia, básica o media en que se desempeñen como asesores o consultores, a cualquier título.


c) Instituciones de asistencia técnica en que participen como propietarios o dependientes, o en que tengan otra clase de intereses patrimoniales.


d) Establecimientos de educación parvularia, básica o media en que el o los Consejeros se desempeñen como docentes.


Los Consejeros que, estando inhabilitados, actúen en tales asuntos, serán removidos de su cargo por el Ministro de Educación y quedarán impedidos de ejercerlo nuevamente. 


Las inhabilidades que contempla este artículo, así como las incompatibilidades señaladas en el artículo anterior, serán aplicables a todos los funcionarios de la Agencia.


Artículo 38.- Serán causales de cesación en el cargo de Consejero las siguientes:


a) Expiración del plazo por el que fueron designados.


b) Renuncia aceptada por el Ministro de Educación.


c) Incapacidad legal sobreviniente, circunstancia que será calificada por la mayoría de los Consejeros con exclusión del afectado.


d) Actuación en un asunto en que estuvieren legalmente inhabilitados.


e) Incumplimiento de los deberes y obligaciones que establece esta ley.


En caso que uno o más Consejeros cesaren por cualquier causa en su cargo, procederá la designación de un nuevo Consejero, sujeto al mismo procedimiento dispuesto en el artículo 33, por el período que restare.


Si el Consejero que cesare en el cargo en virtud del inciso precedente invistiere la condición de Presidente del Consejo, su reemplazante será designado en la forma prevista en el artículo 33, por el tiempo que faltare al que produjo la vacante.


Artículo 39.- Los acuerdos del Consejo y el quórum para sesionar requerirán de mayoría simple. El Consejo determinará su funcionamiento a través de un reglamento interno.


Artículo 40.- Los Consejeros percibirán una dieta equivalente a 15 unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un  máximo de 100 de dichas unidades  por mes   calendario.


Artículo 41.- El Secretario Ejecutivo será el Jefe Superior del Servicio, y estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública. 


Corresponderán al Secretario Ejecutivo las siguientes atribuciones:


a) Velar por el cumplimiento de los acuerdos del Consejo, y proponerle el programa anual de trabajo del servicio;


b) Participar en el Consejo, con derecho a voz;


c) Delegar en funcionarios de la institución las funciones y atribuciones que estime conveniente;


d) Coordinar la labor de la Agencia con las demás instituciones que comprende el Sistema y participar directamente o a través de un representante en el comité de coordinación establecido en el artículo 8°;


e) Conocer y resolver todo asunto relacionado con los intereses de la Agencia, salvo aquellas materias que la ley reserva al Consejo, pudiendo al efecto ejecutar los actos y celebrar los contratos que sean necesarios o conducentes a la obtención de los objetivos del servicio, ya sea con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado;


f) Comunicar a los organismos competentes los antecedentes de que disponga o de que tome conocimiento, para que éstos ejerzan a su vez las facultades que les sean propias;


g) Dictar las resoluciones que apruebe el Consejo, así como conocer los recursos que procedan conforme a la ley. Le corresponderá, también, cumplir y hacer cumplir las instrucciones que le imparta el Consejo y realizar los actos que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones;


h) Certificar, según lo que establece el artículo 31, cuando un establecimiento se ha mantenido en la categoría de Desempeño Insuficiente. Dicha certificación deberá contar con el acuerdo del Consejo de la Agencia;


i) Representar judicial y extrajudicialmente al servicio;


j) Preparar el plan anual de trabajo, el anteproyecto de presupuesto y toda otra materia que deba ser sometida a la consideración del Consejo; 


k) Gestionar administrativamente el servicio;


l) Contratar labores operativas de inspección o verificación del cumplimiento de las normas de su competencia a terceros idóneos debidamente certificados;


m) Celebrar convenios y ejecutar los actos necesarios para el cumplimiento de los fines del servicio;


n) Nombrar y remover personal del servicio, de conformidad a la presente ley y a las normas estatutarias;


ñ) Informar periódicamente al Consejo respecto de la marcha de la institución y del cumplimiento de sus acuerdos e instrucciones, y


o) Ejercer las demás atribuciones que le encomiende la ley.


Artículo 42.- El personal de la Agencia se regulará por las normas de esta ley y sus reglamentos, por las disposiciones del decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto Administrativo, y, en materia de remuneraciones, por las normas del decreto ley N° 249, del año 1973, que fija la Escala Única de Sueldos.


Artículo 43.- Previo acuerdo del Consejo, el Secretario Ejecutivo, con sujeción a la planta de personal, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas, como  asimismo el personal adscrito a tales unidades.


El personal a contrata de la Agencia podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Secretario Ejecutivo. El personal a que se asigne tales funciones no podrá exceder del 7% del personal a contrata de la Agencia.


El personal que preste servicios sobre la base de honorarios, se considerará comprendido en la disposición del artículo 260 del Código Penal.


Artículo 44.- El personal de la Agencia deberá guardar absoluta reserva y secreto de las informaciones de las cuales tome conocimiento en el cumplimiento de sus labores, sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley.


Asimismo, tendrá prohibición absoluta de prestar a las entidades sujetas a su evaluación otros servicios que los señalados en la ley, ya sea en forma directa o indirecta.


Las infracciones a esta norma serán consideradas falta grave para efectos de exigir responsabilidad administrativa, lo que se exigirá con independencia de la responsabilidad civil o penal que pudiera configurarse.


Artículo 45.- Sin perjuicio de las causales previstas en el decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, para la cesación del cargo de personal de carrera, se podrá declarar la vacancia por las siguientes causales:


a) Necesidades de la Agencia, determinadas por el Jefe Superior del Servicio una vez al año y fundadas en razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente funcionamiento de la Agencia. 


Anualmente, los Altos Directivos Públicos del II nivel jerárquico de la Agencia, a más tardar en el mes de diciembre, efectuarán, en conjunto, una evaluación sobre la marcha de la institución en función de su misión institucional y los objetivos estratégicos fijados. Los resultados de dicha evaluación servirán de base para que el Secretario Ejecutivo ejerza la facultad a que se refiere este literal. Un reglamento fijará los procedimientos que  adoptarán y la forma y oportunidad en que  recibirán la información y antecedentes requeridos al efecto.


b) Evaluación de desempeño en lista condicional.


El personal que cese en sus funciones por aplicación de la causal prevista en el literal a) precedente, tendrá derecho a la indemnización contemplada en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, sobre Estatuto Administrativo.

Párrafo 7°

Patrimonio de la Agencia


Artículo 46.- El patrimonio de la Agencia estará constituido por:


a) Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos;


b) Los recursos otorgados por leyes especiales;


c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales, que se le transfieran o que adquiera a cualquier título;


d) Los frutos, rentas e intereses de sus bienes y servicios;


e) Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario;


Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten.


f) Los ingresos que perciba por los servicios que preste, y


g) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título.


La Agencia estará sujeta a las normas del decreto ley Nº 1.263, de 1975, y sus disposiciones complementarias.

TÍTULO III

DE LA SUPERINTENDENCIA DE EDUCACIÓN

Párrafo 1º

Objeto y atribuciones


Artículo 47.- Créase la Superintendencia de Educación, en adelante “la Superintendencia”, servicio público funcionalmente descentralizado y territorialmente desconcentrado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio y que se relaciona con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Educación.


La Superintendencia constituye una institución fiscalizadora en los términos del decreto ley Nº 3.551, de 1981, y estará afecta al Sistema de Alta Dirección Pública.


El domicilio de la Superintendencia será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las Direcciones Regionales que constituya a través del decreto con fuerza de ley a que alude el artículo primero transitorio.


Artículo 48.- El objeto de la Superintendencia será fiscalizar, de conformidad a la ley, que los sostenedores de establecimientos educacionales reconocidos oficialmente por el Estado se ajusten a las leyes, reglamentos e instrucciones que dicte la Superintendencia, en adelante “la normativa educacional”. Asimismo, fiscalizará la legalidad del uso de los recursos por los sostenedores de los establecimientos subvencionados y que reciban aporte estatal y, respecto de los sostenedores de los establecimientos particulares pagados, fiscalizará la referida legalidad sólo en caso de denuncia. Además, proporcionará información, en el ámbito de su competencia, a las comunidades educativas y otros usuarios e interesados, y atenderá las denuncias y reclamos de éstos, aplicando las sanciones que en cada caso corresponda.


Las instrucciones que dicte la Superintendencia deberán resguardar el derecho a la educación, la libertad de enseñanza y los principios establecidos en el artículo 3° de la ley N° 20.370, General de Educación.


Si en el ejercicio de sus atribuciones la Superintendencia toma conocimiento de infracciones a otras normas legales que no integran la normativa educacional, deberá informar a los órganos fiscalizadores correspondientes. La Superintendencia no podrá iniciar procesos sancionatorios por infracciones a normas legales que no integran la normativa educacional. 


Artículo 49.- Para el cumplimiento de sus funciones, la Superintendencia tendrá las siguientes atribuciones:


a) Fiscalizar que los establecimientos educacionales y sus sostenedores reconocidos oficialmente cumplan con la normativa educacional.


b) Fiscalizar la rendición de la cuenta pública del uso de todos los recursos, públicos y privados, de acuerdo al Párrafo 3º de este Título, a través de procedimientos contables simples generalmente aceptados. Dichas rendiciones consistirán en un estado anual de resultados que contemple, de manera desagregada, todos los ingresos y gastos de cada establecimiento. Dichos antecedentes estarán, también, a disposición de la comunidad educativa a través del Consejo Escolar.


c) Realizar y ordenar auditorías al estado anual de resultados mencionado en la letra anterior.


d) Ingresar a los establecimientos educacionales y dependencias del sostenedor que tengan relación con la administración del establecimiento educacional, a objeto de realizar las funciones que le son propias. En el ejercicio de esta atribución, los funcionarios de la Superintendencia no podrán impedir el normal desarrollo de las actividades pedagógicas del establecimiento educacional.


Respecto de los establecimientos educacionales particulares pagados, el ejercicio de esta atribución exigirá la existencia de una denuncia o reclamo conforme al Párrafo 4º de este título, salvo que se trate de la verificación del cumplimiento de los requisitos  exigidos para mantener el reconocimiento   oficial del Estado. En este último caso, la Superintendencia no podrá examinar los libros y cuentas de la entidad fiscalizada.


e) Acceder a cualquier documento, libro o antecedente que sea necesario para fines de fiscalización, sin impedir el normal desarrollo de las actividades pedagógicas del establecimiento educacional, y examinar, por los medios que estime del caso, todas las operaciones, bienes, libros, cuentas, archivos y documentos de las personas o entidades fiscalizadas, y disponer de todos los antecedentes que juzgue necesarios para la mejor fiscalización. La Superintendencia, mediante resolución, determinará aquellos libros, archivos y documentos que deberán estar permanentemente disponibles para su examen en el propio establecimiento educacional. Las mismas facultades, y en los mismos términos, tendrá la Superintendencia respecto de los terceros que administren los establecimientos educacionales.


Respecto de los establecimientos educacionales particulares pagados, el ejercicio de esta atribución exigirá la existencia de una denuncia o reclamo conforme al Párrafo 4º del presente título. 


f) Citar a declarar a los representantes legales, administradores y dependientes de las instituciones fiscalizadas respecto de algún hecho que estime necesario para resolver alguna denuncia que esté conociendo o cuando de oficio, en un procedimiento administrativo, lo determine en cumplimiento de sus funciones. Las mismas facultades, y en los mismos términos, tendrá la Superintendencia respecto de los terceros que administren establecimientos educacionales. La citación deberá considerar los horarios internos que posea la institución fiscalizada.


Respecto de los establecimientos educacionales particulares pagados, el ejercicio de esta atribución exigirá la existencia de una denuncia o reclamo conforme al Párrafo 4º del presente título, salvo que se trate de la verificación del cumplimiento de los requisitos exigidos para mantener el reconocimiento oficial del Estado.


g) Absolver consultas, investigar y resolver denuncias que los distintos miembros de la comunidad escolar presenten. 


h) Recibir reclamos y actuar como mediador respecto de ellos.


i) Formular cargos, sustanciar su tramitación y resolver los procesos que se sigan respecto de todos los incumplimientos o infracciones a la normativa educacional, así como de los que conozca por la vía de denuncias del público o por denuncia que formule el Ministerio de Educación u otros órganos públicos.


j) Disponer el nombramiento de un administrador provisional para la gestión de los establecimientos educacionales subvencionados o que reciban aportes del Estado, en los casos que determine la presente ley. 


k) Fiscalizar el cumplimiento de los requisitos exigidos para mantener el reconocimiento oficial del Estado como establecimiento educacional y, cuando corresponda, remitir los antecedentes al Ministerio de Educación para que éste, en un plazo no superior al término del año escolar, proceda a la revocación del reconocimiento señalado. 


l) Imponer las sanciones correspondientes por infracción a la normativa educacional, así como aquellas que proponga la Agencia. 


m) Aplicar e interpretar administrativamente la normativa educacional, cuyo cumplimiento le corresponde vigilar, e impartir instrucciones fundadas de general aplicación al sector sujeto a su fiscalización, sin perjuicio del ejercicio de las facultades propias del Ministerio de Educación. Las instrucciones y resoluciones que emanen de la Superintendencia serán obligatorias a partir de su publicación y deberán ser sistematizadas, de tal  forma de facilitar el acceso y conocimiento de ellas por parte de los sujetos sometidos a su fiscalización.


La Superintendencia deberá publicar en su sitio web un registro de fácil acceso y comprensión con todas las obligaciones que en virtud de la normativa educacional les sean aplicables a los establecimientos educacionales. 


n) Elaborar índices, estadísticas y estudios relativos al sistema educativo y efectuar publicaciones en el ámbito de su competencia.


ñ) Requerir, en el ámbito de sus atribuciones, de los sostenedores y docentes directivos de los establecimientos educacionales y de organismos públicos y privados la información pertinente para el cumplimiento de sus funciones. Asimismo, podrá recoger la información proporcionada por las instituciones, procesarla cuando corresponda, y distribuirla anualmente a los distintos usuarios.


Quienes sean requeridos en virtud de este literal podrán solicitar por escrito a la   Superintendencia, dentro de los dos días siguientes, que reconsidere el plazo para la entrega de la información solicitada, cuando fundadamente acrediten que dicho requerimiento, por su volumen o complejidad, les impide dar cumplimiento a sus labores habituales. La Superintendencia resolverá esta reconsideración, en única instancia, en un plazo máximo de diez días, contados desde la respectiva presentación.


o) Poner a disposición del público la  información que, con motivo del ejercicio de sus funciones, recopile respecto de establecimientos educacionales, sostenedores, docentes, estudiantes y demás integrantes de la comunidad educativa, siempre que su publicidad, comunicación o conocimiento no afecte los derechos de las personas, particularmente tratándose de su seguridad, su salud o la esfera de su vida privada. Asimismo, la Superintendencia podrá  administrar los registros creados por ley que sean necesarios para ejercer sus funciones.


p) Convenir con otros organismos de la Administración del Estado o con entidades privadas, la realización de acciones específicas y la prestación de servicios que permitan cumplir sus funciones.


q) Asesorar técnicamente al Ministerio de Educación y a otros organismos en materias de su competencia.


r) Capacitar a los sostenedores con el fin de realizar una adecuada rendición de cuenta pública del uso de los recursos.


s) Realizar las demás funciones que le encomienden las leyes o los reglamentos.


Artículo 50.- Las facultades señaladas en el artículo anterior, no obstarán a aquellas facultades generales de fiscalización que le correspondan a la Contraloría General de la República, en el ámbito de su competencia.

Párrafo 2º

De la fiscalización


Artículo 51.- En el ejercicio de sus facultades de fiscalización, la Superintendencia actuará de oficio o a petición de interesado.


La Superintendencia formulará cargos e instruirá el respectivo procedimiento en caso de verificar la existencia de una o más contravenciones a la normativa educacional.


En el caso de denuncias que le comuniquen el Ministerio de Educación o la Agencia, la Superintendencia ordenará directamente la formulación de cargos y la instrucción del respectivo proceso.


Artículo 52.- Para los efectos de la presente ley, el personal de la Superintendencia habilitado como fiscalizador tendrá también el carácter de ministro de fe respecto de todas las actuaciones que realice en el ejercicio de sus funciones y que consten en el acta de fiscalización, dentro de las cuales podrá tomar declaraciones bajo juramento. 


Los hechos constatados por los funcionarios y sobre los cuales deban informar, de oficio o a requerimiento, podrán constituir presunción legal de veracidad para todos los efectos de la prueba judicial.


Las acciones de fiscalización podrán llevarse a efecto cualquier día hábil en horario de jornada laboral, siempre que no se impida con ellas el normal desarrollo de las actividades pedagógicas del establecimiento educacional. Los entes fiscalizados deberán otorgar todas las facilidades que sean requeridas por los referidos funcionarios. 


La Superintendencia deberá procurar que los procesos de fiscalización que lleve a cabo se coordinen con aquellos que, en el ejercicio de sus competencias, lleven a cabo los diversos órganos de la Administración del Estado, de manera de evitar distraer indebidamente la labor educativa en los establecimientos educacionales.


En el ejercicio de la labor fiscalizadora los funcionarios de la Superintendencia deberán siempre informar al sujeto fiscalizado de la materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, dejar  copia íntegra de las actas levantadas, realizando las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de fiscalización. Los sujetos fiscalizados podrán denunciar conductas abusivas de funcionarios ante el Superintendente.


Artículo 53.- Con el objeto de facilitar la fiscalización de las disposiciones de esta ley los sostenedores deberán enviar, dentro de los cinco días posteriores al segundo mes de comenzado el año escolar, un listado de los alumnos matriculados por curso, que considere su cédula nacional de identidad, nombres y apellidos. Del mismo modo deberán informar cuando, en el curso del año escolar, se cancele la matrícula a un estudiante, éste se retire del establecimiento o suspenda injustificadamente su asistencia regular por más de quince días.


Un reglamento normará la forma y modalidades en que deban cumplirse las obligaciones dispuestas en el inciso precedente, incluyendo la publicación de la información a la comunidad escolar.

Párrafo 3º

De la rendición de cuenta pública del uso de los recursos


Artículo 54.- Los sostenedores de establecimientos educacionales subvencionados o que reciban aportes del Estado, deberán rendir cuenta pública del uso de todos los recursos mediante procedimientos contables simples, generalmente aceptados, respecto de cada uno de sus establecimientos educacionales de acuerdo a los instrumentos y formatos estandarizados que fije la Superintendencia. Adicionalmente, los sostenedores que posean más de un establecimiento educacional subvencionado o que reciba aportes del Estado, deberán entregar un informe consolidado del uso de los recursos respecto de la totalidad de sus establecimientos. El análisis de la rendición de cuentas sólo implicará un juicio de legalidad del uso de los recursos y no podrá extenderse al mérito del uso de los  mismos.


Además, previa resolución que señale la existencia de sospechas fundadas respecto a la veracidad y exactitud de la información que le hayan proporcionado, la Superintendencia podrá realizar auditorías o requerir, a petición del sostenedor del establecimiento educacional, que instituciones externas las efectúen, en cuyo caso su financiamiento corresponderá al sostenedor. Si estas auditorías fueran realizadas por instituciones externas, la elección de la institución será realizada por el sostenedor de entre aquellas que se encuentren contenidas en el registro que para tales efectos lleva la Superintendencia de Valores y Seguros.


Artículo 55.- Si en las auditorias a que se refiere el artículo anterior se detectaren infracciones que pudieran ser objeto de sanción, la Superintendencia deberá realizar las observaciones y abrir el procedimiento sancionatorio correspondiente y formular los cargos que procedieren.


Artículo 56.- La Superintendencia, en conjunto con el Ministerio de Educación, establecerá un mecanismo común de rendición de cuenta pública del uso de los recursos, a fin de simplificar y facilitar el cumplimiento de dicha obligación establecida en ésta o en otras leyes por parte de los sostenedores. Las características, modalidades y condiciones de este mecanismo serán establecidas a través de un reglamento expedido por el Ministerio de Educación.

Párrafo 4º

De la atención de denuncias y reclamos


Artículo 57.- La Superintendencia recibirá las denuncias y los reclamos que se formulen por los miembros de la comunidad  educativa u otros directamente interesados y que se refieran a materias de su competencia, sin perjuicio de las acciones legales correspondientes.


Artículo 58.- Para los efectos de esta ley, la denuncia es el acto escrito u oral por medio del cual una persona o grupo de personas directamente interesadas y previamente individualizadas, ponen en conocimiento de la Superintendencia una eventual irregularidad, con el objeto de que ésta investigue y adopte las medidas que correspondan.


Se entenderá por reclamo la petición formal realizada a la Superintendencia por  alguna de las personas señaladas en el artículo anterior, en orden a que ésta intervenga como mediador en la controversia existente entre el reclamante y alguna de las entidades fiscalizadas, apersonándose el reclamante en el procedimiento. 


Artículo 59.- Formulada una denuncia o recibido un reclamo, la Superintendencia podrá abrir un período de información previo con el fin de conocer las circunstancias concretas del caso y la conveniencia de iniciar un procedimiento sancionatorio o la respectiva mediación.


Artículo 60.- En el caso de denuncia o reclamo respecto de los establecimientos particulares pagados, la Superintendencia podrá investigar y exigir la entrega de los antecedentes que correspondan.


Artículo 61.- Admitida una denuncia o reclamo a tramitación, el Director Regional ordenará la apertura de un expediente y designará al funcionario encargado de su tramitación, quien notificará al denunciado o reclamado.


Artículo 62.- Recibido un reclamo a tramitación, el funcionario designado citará a los interesados a una audiencia de mediación en la cual propondrá bases de arreglo para solucionar el conflicto.


Las partes convendrán el nombre del mediador, el que en todo caso, para ejercer como tal, deberá inscribirse en el registro que al efecto lleve la Superintendencia. 


Corresponderá a la Superintendencia fijar, mediante normas de general aplicación, los requisitos que deberán cumplir los mediadores a que se refiere este precepto, así como las normas generales de procedimiento a las que deberán sujetarse.


Artículo 63.- Las notificaciones a los interesados se realizarán por medio de carta certificada al domicilio que éstos fijen en la primera actuación, y se entenderán practicadas desde el tercer día hábil desde la fecha de su   despacho en la oficina de correos. Sin perjuicio de lo anterior, los interesados podrán  registrar en la Superintendencia una dirección de correo electrónico en la cual recibir las notificaciones respectivas que, para todos los efectos legales, se entenderán practicadas al día hábil siguiente de su despacho.


Artículo 64- La Superintendencia deberá mantener un registro público con las estadísticas de denuncias conocidas y resueltas.


Artículo 65.- Si el Director Regional o el Superintendente, mediante resolución fundada, establecen que la denuncia carece manifiestamente de fundamentos, podrá imponer a quien lo hubiere formulado una multa no inferior a 1 UTM y no superior a 10 UTM, atendida la gravedad de la infracción imputada.

Párrafo 5º

De las infracciones y sanciones


Artículo 66.- Si se detectaren infracciones que pudieren significar contravención a la normativa educacional, el Director Regional competente, mediante resolución fundada, ordenará la instrucción de un procedimiento y designará un fiscal instructor encargado de su tramitación, de formular cargos, de investigar los hechos, solicitar informes, ponderar las pruebas y disponer toda otra diligencia que dé curso al procedimiento.


Artículo 67.- Tratándose de denuncias derivadas del Ministerio de Educación o la Agencia, el Director Regional competente ordenará directamente la formulación de cargos y la instrucción del procedimiento.


Artículo 68.- La resolución que ordena instruir el procedimiento deberá notificarse al representante legal o administrador de la entidad sostenedora, personalmente, por carta certificada o correo electrónico. Esta actuación debe constar en el expediente administrativo. 


La notificación por carta certificada se enviará al domicilio del sostenedor del establecimiento educacional donde hubieren ocurrido los hechos que dan origen a los cargos o al domicilio del Departamento de Administración de Educación de la Municipalidad o de la Corporación Municipal de que se trate, o el que corresponda, tratándose de otra entidad creada por ley. La notificación se entenderá practicada al tercer día hábil siguiente del despacho de correos.


La notificación por correo electrónico deberá enviarse a la dirección registrada por el sostenedor ante la Superintendencia, y se entenderá practicada al día hábil siguiente de su despacho.


En el caso de infracción a lo dispuesto en los artículos 76 letra b) y 77 letra b), la notificación también se efectuará al obligado a proporcionar la información que se solicite.


Artículo 69.- En el caso de la letra g) del artículo 76, y una vez notificado el sostenedor de acuerdo al artículo anterior, el Director Regional podrá proponer al Superintendente, como medida precautoria, la retención inmediata, ya sea total o parcial, del pago de la subvención. Esta medida se ordenará mediante resolución fundada y será proporcional al daño causado. El Ministerio de Educación deberá proceder en el sentido dispuesto por la Superintendencia. La medida precautoria tendrá una vigencia de hasta quince días corridos, pudiendo ser decretada nuevamente si se mantienen las circunstancias que le dieron origen.


Esta medida sólo podrá ser dispuesta oyendo al afectado, y podrá ser impugnada dentro de los diez días hábiles siguientes, sin suspender la tramitación del procedimiento  administrativo principal. En tal caso, el Superintendente tendrá igual plazo para resolver.


Artículo 70.- Formulados los cargos, el sostenedor objeto del procedimiento tendrá un plazo de diez días hábiles, contado desde la fecha de la notificación, para presentar   descargos y los medios de prueba que estime   pertinentes.


Artículo 71.- Presentados los descargos, o transcurrido el plazo para tal efecto, el fiscal instructor elaborará un informe y propondrá al Director Regional respectivo la aplicación de sanciones o el sobreseimiento, según corresponda.


Artículo 72.- Corresponderá al Director Regional, de acuerdo al mérito de los antecedentes y por resolución fundada, sobreseer o aplicar las sanciones establecidas en el artículo siguiente.


La prueba que se rinda se apreciará de acuerdo a las reglas de la sana crítica.


Si correspondiere sancionar un hecho que constituya una infracción a más de alguna ley de la normativa educacional, el Director Regional aplicará la sanción que corresponda como si se tratara de una sola infracción.


Artículo 73.- Comprobada la infracción a la normativa educacional, y sin perjuicio de la responsabilidad penal que proceda, el Director Regional podrá aplicar las siguientes sanciones, de acuerdo a la naturaleza y gravedad de la infracción:


a) Amonestación por escrito, en cuyo caso deberá señalarse el origen de la infracción administrativa, como asimismo el plazo dentro del cual deberá ser subsanada. 


b) Multa, de acuerdo a los rangos que  establece la siguiente tabla:

	
	Mínimo
	Máximo

	Infracciones leves
	1 UTM
	50 UTM

	Infracciones menos graves
	51 UTM
	500 UTM

	Infracciones graves
	501 UTM
	1000 UTM



La multa aplicada deberá tomar en cuenta el beneficio económico obtenido con ocasión de la infracción, la intencionalidad de la comisión de la infracción y la concurrencia de circunstancias atenuantes o agravantes, la matrícula total del establecimiento a la fecha de la infracción y la subvención mensual por alumno o los recursos que reciba regularmente, excluidas las donaciones.


En el caso de los establecimientos educacionales regidos por los Títulos I y II del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998, la multa no podrá ser inferior al 5% ni exceder el 50% de la subvención mensual por alumno matriculado. 


Para los establecimientos educacionales regidos por los Títulos I y II del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998, se entenderá por subvención mensual por alumno la que resulte de aplicar sus artículos 9º, 9º bis y 11, según corresponda.


Para los establecimientos educacionales regidos por el Título II de la ley señalada, la aplicación de la multa considerará el cobro  mensual promedio del establecimiento.


En el caso de los establecimientos regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, la multa deberá estar entre los rangos mencionados en esta letra y se calculará en base al promedio mensual de los recursos que se les asignen con el objeto de financiar su operación y funcionamiento.


Para los establecimientos particulares pagados, la multa será proporcional al promedio mensual de los cobros por motivo de arancel y matrícula.


c) Privación temporal de la subvención, la que podrá ser total o parcial. Con todo, la privación de la subvención no podrá exceder de 12 meses consecutivos.


d) Privación definitiva de la subvención.


e) Inhabilitación temporal o a perpetuidad para obtener y mantener la calidad de  sostenedor. Las sanciones de inhabilidad   aplicadas por infracciones cometidas por la entidad sostenedora se entenderán aplicadas a su representante legal y administrador.


f) Revocación del reconocimiento oficial del Estado.


Artículo 74.- En caso que la Superintendencia disponga la sanción de privación de la subvención, inhabilidad del sostenedor o revocación del reconocimiento oficial del Estado, deberá enviar al Ministerio de Educación los antecedentes que correspondan para su aplicación y posterior inclusión en el registro   correspondiente.


Artículo 75.- Los hechos, actos u omisiones que constituyen infracciones administrativas serán graves, menos graves y leves.


Artículo 76.- Son infracciones graves:


a) No efectuar la rendición de cuenta pública del uso de los recursos.


b) No entregar la información solicitada por el Ministerio de Educación, la Agencia o la Superintendencia. 


c) Incumplir alguno de los requisitos exigidos para mantener el reconocimiento oficial del Estado.


d) Incumplir reiteradamente los estándares de aprendizaje exigidos en conformidad a las leyes. Esta infracción sólo podrá ser sancionada con la revocación del reconocimiento oficial del Estado.


e) Alterar los resultados de las mediciones de aprendizaje y de los otros indicadores de calidad educativa.


f) Impedir u obstaculizar deliberadamente la fiscalización de la Superintendencia.


g) Hacer obligatorio el pago de matrícula u otros cobros que tengan carácter voluntario, en los establecimientos educacionales subvencionados o que reciben aportes del Estado. 


h) Toda otra que haya sido expresamente calificada como grave por la ley, especialmente las contempladas en el artículo 50 del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998 y en el artículo 34 de la ley N° 20.248.


Artículo 77.- Son infracciones menos graves: 


a) No efectuar la rendición de cuenta pública del uso de los recursos en la forma que lo determina la ley o realizarla de manera tardía.


b) Entregar la información requerida por la Superintendencia en forma incompleta o inexacta.


c) Infringir los deberes y derechos establecidos en la normativa educacional que no sean calificados como infracción grave.


d) Cobrar indebidamente valores superiores a los establecidos.


e) Toda otra infracción que sea expresamente calificada como tal por la ley.


En caso de infracciones que tengan el carácter de menos graves, sólo podrán aplicarse las sanciones de amonestación y multa establecidas en esta ley.


Artículo 78.- Son infracciones leves aquellas en que incurran los sostenedores o establecimientos educacionales contra la normativa educacional y que no tengan señalada una sanción especial.


Estas infracciones sólo serán sancionadas si no fueren subsanadas en el plazo que prudencialmente conceda al efecto el fiscalizador de la Superintendencia.


En caso de infracciones que tengan el carácter de leve, solo podrán aplicarse las sanciones de amonestación y multa establecidas en esta ley.


Artículo 79.- Constituyen circunstancias atenuantes de responsabilidad:


a) Subsanar los incumplimientos reportados por la Superintendencia, dentro del plazo de treinta días contados desde la notificación. 


b) Que no le haya sido impuesta una de las sanciones previstas en la normativa educacional en los últimos seis años por una infracción grave; en los últimos cuatro, por una menos grave; y en los últimos dos, por una leve.


c) Concurrir a las oficinas de la Superintendencia y denunciar estar cometiendo, por sí, cualquier infracción a la normativa educacional.


La circunstancia señalada en la letra c) sólo procederá cuando el sostenedor suministre información precisa, verídica y comprobable respecto de los hechos que constituyen la infracción y ponga fin, de inmediato, a los mismos.


Artículo 80.- Se considerarán circunstancias agravantes de responsabilidad: 


a) La no concurrencia de los representantes legales, administradores o dependientes de las instituciones fiscalizadas a las citaciones a declarar efectuadas por la Superintendencia, conforme a lo dispuesto en el artículo 49 letra f).


b) El incumplimiento reiterado de las instrucciones formuladas por la Superintendencia. 


Se entenderá que son reiterados aquellos incumplimientos que, en un mismo año calendario, se repitan en dos o más ocasiones.


c) Haber sido sancionado con antelación en virtud de alguno de los procesos administrativos previstos en la normativa educacional vigente, en los términos establecidos en la letra b) del artículo anterior.


En el caso de la letra c) de este artículo, la multa deberá ser aumentada hasta el  doble, como máximo, conforme a los criterios señalados en el artículo 73 letra b). 


Artículo 81.- La sanción de multa no impide la aplicación de la inhabilitación  temporal o perpetua de la calidad de sostenedor, ni la de revocación del reconocimiento oficial del Estado, así como tampoco impide los reintegros que procedieren en cada caso.


Artículo 82.- Tratándose de multa aplicada a establecimientos educacionales subvencionados o que reciban aportes del Estado, el  pago de la misma se efectuará mediante el  descuento, total o en cuotas, de la multa correspondiente de la subvención mensual a percibir. En el caso de establecimientos particulares pagados, las multas deberán ser pagadas en la Tesorería General de la República.


Un reglamento fijará la forma, modalidad y oportunidad del pago de la multa impuesta, así como su reintegro en los casos que corresponda.


Las multas impuestas por la Superintendencia serán de beneficio fiscal.


El retardo en el pago de toda multa que aplique la Superintendencia, en conformidad a la ley, devengará los intereses y reajustes establecidos en el artículo 53 del Código   Tributario.


Artículo 83.- En caso que la Superintendencia disponga la sanción de revocación del reconocimiento oficial del Estado, el Ministerio de Educación deberá adoptar todas las   medidas que resulten pertinentes para asegurar el derecho a la educación de los alumnos, en coordinación con las facultades que tiene esta Superintendencia.


Artículo 84.- En contra de la resolución del Director Regional que aplique cualquiera de las sanciones señaladas en el artículo 73, podrá reclamarse ante el Superintendente de Educación dentro del plazo de 15 días, contados desde la notificación de la  resolución que se impugna.


Artículo 85.- Los afectados que estimen que las resoluciones del Superintendente no se ajustan a la normativa educacional, podrán  reclamar ante la Corte de Apelaciones correspondiente, dentro de un plazo de quince días, contado desde la notificación de la resolución que se impugna, para que las deje sin efecto.


La Corte deberá pronunciarse en cuenta sobre la admisibilidad del recurso.


Admitido el recurso, la Corte de Apelaciones dará traslado de éste a la Superintendencia, notificándola por oficio, y ésta dispondrá del plazo de quince días, contado desde que se notifique la apelación interpuesta, para evacuar el informe respectivo.


Evacuado el traslado por la Superintendencia, o vencido el plazo de que dispone para emitir su informe, la Corte ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. 


La Corte dictará sentencia dentro del término de quince días, la cual podrá ser  apelada ante la Corte Suprema dentro del plazo de diez días hábiles, la que resolverá en cuenta.


Artículo 86.- Contra la sanción de amonestación no procederá recurso alguno.


Artículo 87.- La Superintendencia no podrá aplicar ningún tipo de sanción luego de transcurridos seis meses desde la fecha en que hubiere terminado de cometerse el hecho. El inicio de la investigación respectiva suspenderá este plazo de prescripción.


Todo proceso que inicie la Superintendencia deberá concluir en un plazo que no exceda dos años.

Párrafo 6º

Del administrador provisional


Artículo 88.- La Superintendencia, mediante resolución fundada, podrá nombrar un administrador provisional para que asuma las funciones que competen al sostenedor de un establecimiento educacional subvencionado o que reciba aportes del Estado, con el objeto de asegurar el adecuado funcionamiento de dicho establecimiento y la continuidad del servicio educativo.


El administrador provisional durará en su cargo sólo hasta el término del año escolar en curso, salvo lo establecido en el inciso  segundo del artículo 95.


Artículo 89.- No podrán ser nombrados como administrador provisional de un establecimiento educacional:


a) El cónyuge, los parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad de los representantes legales y administradores de la entidad sostenedora.


b) Los acreedores o deudores del sostenedor o que tengan algún interés pecuniario directo en empresas relacionadas.


c) Los administradores de bienes del  sostenedor.


Sin perjuicio de lo anterior, regirán respecto de estas personas las inhabilidades de los artículos 54 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1/19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


En el caso de las personas jurídicas, las incompatibilidades mencionadas en el presente artículo serán aplicables a sus representantes legales y administradores.


Artículo 90.- Sólo se podrá nombrar un administrador provisional en los siguientes casos:


a) Cuando el establecimiento educacional se mantenga en la categoría de Desempeño Insuficiente por cuatro años consecutivos y exista riesgo de afectar la continuidad del año  escolar.


b) Cuando el representante legal o el  administrador de la entidad sostenedora se  ausente injustificadamente, poniendo en riesgo la continuidad del año escolar.


c) Cuando, por razones imputables al  sostenedor, se haga imposible la mantención del servicio educativo a consecuencia de sanciones, medidas precautorias, embargos, ejecuciones, retiros que afecten al establecimiento educacional o a su mobiliario.


d) Cuando exista atraso reiterado en el pago de las remuneraciones, cotizaciones previsionales o de salud del personal del establecimiento. Se entenderá por atraso reiterado la mora total o parcial en el pago de dos meses consecutivos o de tres en un período de seis meses.


e) Cuando, por causa imputable al sostenedor, se suspendan reiteradamente los servicios básicos para el buen funcionamiento del local escolar. Se entenderá por suspensión reiterada la no disponibilidad del servicio básico en un período de tres días hábiles consecutivos o cinco días hábiles en un período de seis meses. 


Tratándose de las causales señaladas en las letras b), c), d) y e) precedentes, el  Director Regional citará al sostenedor y   propondrá, si procediere, al Superintendente el nombramiento del administrador provisional. Dicho nombramiento se notificará por carta certificada al sostenedor para que éste, dentro del plazo de cinco días hábiles contados desde dicha notificación, pueda reclamar administrativamente ante el Superintendente de esa designación.


El nombramiento del administrador provisional será una atribución privativa e indelegable del Superintendente.


Artículo 91.- Al asumir sus funciones el administrador provisional levantará un acta que dé cuenta del estado administrativo y financiero del establecimiento educacional, que será entregada a la Superintendencia.


Además, dentro de los veinte días siguientes a su nombramiento, deberá presentar un plan de trabajo, que deberá ser aprobado por el Superintendente.


El administrador provisional deberá presentar informes trimestrales de avance de su gestión y dar cuenta documentada de ella al Superintendente al término de sus funciones.


Una vez que dichos informes hayan sido aprobados por la Superintendencia, ellos serán incorporados a un registro de carácter público, de conformidad a lo dispuesto en el reglamento que hace referencia en el artículo 98.


El administrador provisional responderá de la culpa leve en su administración.


Artículo 92.- Desde la fecha de designación del administrador provisional, el sostenedor del establecimiento será sustituido por éste para todos los efectos legales, quedando inhabilitado para percibir la subvención educacional.


Sin perjuicio de lo anterior, el sostenedor será responsable de todas las obligaciones que se hubieren generado en virtud del funcionamiento del establecimiento educacional con antelación a la designación del administrador provisional.


El nombramiento de administrador provisional procederá sin perjuicio de hacer efectiva la garantía establecida en el artículo 56 del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998.


Artículo 93.- El administrador provisional asumirá las facultades que competen al sostenedor del establecimiento educacional en el cual desempeñará su cargo y tendrá las facultades consignadas en el artículo 2.132 del Código Civil.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el administrador provisional tendrá, especialmente, las siguientes facultades:


a) Asumir la representación legal del establecimiento, sea particular subvencionado, municipal o cuyo sostenedor sea otra entidad creada por ley.


b) Asegurar la continuidad escolar y procurar la disponibilidad de matrícula para los alumnos del establecimiento, de conformidad a lo establecido en esta ley.


c) Percibir y administrar los recursos de que trata el decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998, la ley N° 20.248 y otros aportes regulares que entregue el Estado.


d) Pagar las obligaciones derivadas del servicio educacional desde el momento que  asume sus funciones, con el límite de los recursos que reciba para su gestión, de acuerdo a las prioridades que establezca y procurando el buen desempeño del establecimiento educacional.


e) Poner término a la relación laboral del personal del establecimiento educacional.


f) Constituir prenda sobre los bienes del establecimiento, cuando sea estrictamente necesario para garantizar el buen funcionamiento del establecimiento. 


g) Devolver la administración de los  bienes al sostenedor al término de su gestión.


Las facultades del administrador provisional serán indelegables.


Artículo 94.- El nombramiento de un administrador provisional, en el caso de la letra a) del artículo 90, podrá tener por objeto hacer efectiva la revocación del reconocimiento oficial del establecimiento, siempre que existan establecimientos cercanos que impartan el mismo nivel educativo, ordenados en una categoría superior.


Para proceder a revocar el reconocimiento oficial de un establecimiento el administrador provisional deberá dar continuidad al servicio educativo por el período que reste hasta el término del año escolar, procurando asegurar la matrícula disponible a los alumnos para el año escolar siguiente en otros establecimientos educacionales.


Artículo 95.- El administrador provisional tendrá facultades para reestructurar un establecimiento educacional que se encuentre en las condiciones que establece el artículo 90 letra a), siempre que se trate de establecimientos educacionales administrados por municipalidades, sea directamente o por sus corporaciones municipales, o administrados por otras entidades creadas por ley, y no existan establecimientos cercanos que impartan el mismo nivel educativo, ordenados en mejor categoría y que cuenten con vacantes.


En el caso de la reestructuración a que se refiere el inciso anterior, el administrador provisional se hará cargo de las obligaciones legales hasta la entrega del establecimiento educacional a la municipalidad o corporación respectiva, o a la entidad creada por ley que corresponda, la que deberá materializarse dentro del plazo de tres años, contado desde la fecha de su nombramiento.


Artículo 96.- Para los efectos de lo dispuesto en este Párrafo, se entiende por  establecimientos cercanos aquellos que se encuentren en la misma comuna y cuyo sostenedor sea una municipalidad, una corporación  municipal u otra entidad creada por ley, o los establecimientos particulares subvencionados que acepten gratuitamente a esos alumnos sin proceso de selección entre 1° y 6° año de educación básica. 


Artículo 97.- Ningún establecimiento podrá ser objeto de reestructuración más de dos veces en un período de diez años.


Si el establecimiento educacional resulta ordenado como de Desempeño Insuficiente después de finalizada la segunda reestructuración dentro de dicho período, la Agencia certificará dicha circunstancia para efectos de revocar el reconocimiento oficial del Estado al establecimiento.


Artículo 98.- Créase un Registro Público de Administradores Provisionales, a cargo de la Superintendencia, que incluirá las personas, naturales y jurídicas, habilitadas para cumplir las funciones de administrador provisional.


Un reglamento determinará los requisitos que deberán cumplir las personas para el ingreso y permanencia en el registro que se creen; mecanismos para determinar los honorarios; procedimiento de selección y los mecanismos de evaluación de ellas; tiempo de duración en el registro, y causales que originan la salida de éste, a fin de asegurar la idoneidad del administrador provisional y la efectividad de su gestión.


Dicho registro deberá estar siempre abierto para el ingreso. 


Artículo 99.- Los honorarios del administrador provisional serán pagados con cargo a la subvención que le corresponda recibir al establecimiento, conforme a la ley. En la parte no cubierta por estos recursos, será de cargo por la Superintendencia.

Párrafo 7º

De la organización de la Superintendencia


Artículo 100.- Un funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República, con el título de Superintendente de Educación, será el Jefe Superior de la Superintendencia y tendrá la representación judicial y extrajudicial de la misma.


Artículo 101.- Corresponderá al Superintendente, especialmente:


a) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento de la Superintendencia y ejercer, respecto de su personal, las atribuciones propias de su calidad de Jefe Superior de Servicio.


b) Dictar los reglamentos internos necesarios para el buen funcionamiento de la Superintendencia.


c) Ejecutar los actos y celebrar los convenios necesarios para el cumplimiento de los objetivos del Servicio. En el ejercicio de estas facultades podrá administrar, adquirir y enajenar bienes de cualquier naturaleza.


d) Nombrar y remover al personal del Servicio, de conformidad a la presente ley y a las normas estatutarias.


e) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios de su dependencia, de conformidad a la ley.


f) Coordinar la labor de la Superintendencia con las demás instituciones que  comprende el Sistema y participar directamente o a través de un representante en el comité de coordinación establecido en el artículo 8°.


g) Interpretar administrativamente, en materias de su competencia, las leyes, reglamentos y normas técnicas que rigen las entidades y materias fiscalizadas, elaborar instrucciones de general aplicación y dictar órdenes para su cumplimiento.


h) Conocer y resolver los recursos que la ley establece.


i) Imponer las sanciones que establece la presente ley y las demás disposiciones legales que regulen la actividad educacional e informar de éstas al Ministerio de Educación, para que sean incorporadas en el registro correspondiente.


j) Ejercer las demás atribuciones que le encomienden las leyes y reglamentos.


Sin perjuicio de las facultades fiscalizadoras que esta ley le confiere, el Superintendente deberá poner en conocimiento de los demás organismos fiscalizadores los antecedentes de que disponga o de que tome conocimiento, para que éstos ejerzan a su vez las facultades que les sean propias.


Artículo 102.- La Superintendencia se desconcentrará territorialmente a través de Direcciones Regionales, de conformidad a lo establecido en la ley.


Artículo 103.- El personal de la Superintendencia se regulará por las normas de esta ley y sus reglamentos, por las disposiciones del decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto Administrativo y en materia de remuneraciones, por las normas del decreto ley Nº 3551, de 1980. 


Artículo 104.- El Superintendente, con sujeción a la planta de personal, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas, como asimismo el personal adscrito a tales unidades.


El personal a contrata de la Superintendencia podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Superintendente. 


El personal a que se asigne tales funciones no podrá exceder del 7% del personal a contrata de la Superintendencia.


El personal que preste servicios sobre la base de honorarios, se considerará comprendido en la disposición del artículo 260 del Código Penal.


Artículo 105.- El Superintendente podrá solicitar en comisión de servicios a funcionarios especializados de los distintos órganos e instituciones de la administración civil del Estado, sin que rijan las limitaciones establecidas por las disposiciones legales o reglamentarias vigentes.


Artículo 106.- El personal de la Superintendencia deberá guardar absoluta reserva y secreto de las informaciones de las cuales tome conocimiento en el cumplimiento de sus labores, sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley. Las infracciones a esta norma serán consideradas falta grave para efectos administrativos, lo que no obsta a las sanciones penales que procedan.


Artículo 107.- El personal de la Superintendencia tendrá prohibición absoluta de prestar a las entidades sujetas a su fiscalización otros servicios que los señalados en la ley, ya sea en forma directa o indirecta. Cualquiera infracción a esta norma será   constitutiva de falta grave para los efectos de establecer su responsabilidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones que procedan de conformidad a la ley.


Artículo 108.- Sin perjuicio de las causales previstas en el decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, sobre Estatuto Administrativo, para la cesación del cargo de personal de carrera, se podrá declarar la vacancia por las siguientes causales: 


a) Necesidades de la Superintendencia, determinadas por el Jefe Superior del Servicio una vez al año y fundadas en razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente funcionamiento de la Superintendencia.


Anualmente, los Altos Directivos Públicos del II nivel jerárquico de la Superintendencia, a más tardar en el mes de diciembre, efectuarán, en conjunto, una evaluación sobre la marcha de la institución en función de su misión institucional y los objetivos estratégicos fijados. Los resultados de dicha evaluación servirán de base para que el Superintendente ejerza la facultad a que se refiere este literal. Un reglamento fijará los procedimientos que se adopten y la forma y oportunidad en que se recepcione la información y antecedentes requeridos al efecto.


b) Evaluación de desempeño en lista condicional. 


El personal que cese en sus funciones por aplicación de la causal prevista en el literal a) precedente, tendrá derecho a la indemnización contemplada en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, sobre Estatuto Administrativo. 


Artículo 109.- El personal de la Superintendencia que ejerza cargos directivos y profesionales de los tres primeros niveles jerárquicos deberá desempeñarse con dedicación exclusiva. Sin perjuicio de lo anterior, podrá realizar labores docentes en los términos del artículo 8° de la ley Nº 19.863, ejercer los derechos que le atañen personalmente, percibir los beneficios de seguridad social de carácter irrenunciable y los emolumentos que provengan de la administración de su patrimonio.


Artículo 110.- La Superintendencia estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República en lo que concierne al examen de las cuentas de entradas y gastos.

Párrafo 8º

Del patrimonio


Artículo 111.- El patrimonio de la Superintendencia estará constituido por:


a) Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos;


b) Los recursos otorgados por leyes especiales;


c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales, que se le transfieran o que adquiera a cualquier título;


d) Los frutos, rentas e intereses de sus bienes y servicios; 


e) Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. 


Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten; y


f) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título.


La Superintendencia estará sujeta a las normas del decreto ley Nº 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado, y sus disposiciones complementarias.

Título IV

Del Ministerio de Educación


Artículo 112.- Modifícase la ley Nº 18.956, que reestructura el Ministerio de Educación, en el siguiente sentido:


1) Sustitúyese el artículo 1º, por el siguiente:


“Artículo 1°.- El Ministerio de Educación es la Secretaría de Estado responsable de fomentar el desarrollo de la educación en todos los niveles y modalidades, propendiendo a asegurar la calidad y la equidad del sistema educativo; promover la educación parvularia y garantizar el acceso gratuito y el financiamiento fiscal al primer y segundo nivel de transición de la educación parvularia; financiar un sistema gratuito destinado a garantizar el acceso de toda la población a la educación básica y media, generando las condiciones para la permanencia en las mismas de conformidad a la ley; promover el estudio y conocimiento de los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana; fomentar una cultura de la paz, y estimular la investigación científica y tecnológica, la creación artística, la práctica del deporte y la protección y conservación del patrimonio cultural.


Es deber del Estado que el sistema integrado por los establecimientos educacionales de su propiedad provea una educación   gratuita y de calidad, fundada en un proyecto educativo público, laico, esto es, respetuoso de toda expresión religiosa, y pluralista, que permita el acceso a él a toda la población y que promueva la inclusión social y la equidad.


El Ministerio, en su calidad de órgano rector del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, deberá desarrollar un Plan Anual de Aseguramiento de la Calidad de la Educación y llevar a cabo la coordinación de los órganos del Estado que componen dicho sistema, con el fin de garantizar una gestión eficaz y eficiente. Asimismo, rendirá cuenta pública sobre los resultados de dicho plan.”.


2) Modifícase el artículo segundo en el siguiente sentido:


a) Sustitúyase su letra c) por la  siguiente:


“c) Mantener un sistema de supervisión del apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales.”.


b) Agrégase la siguiente letra g) nueva, pasando la actual letra g) a ser h):


“g) Elaborar instrumentos, desarrollar estrategias e implementar, por sí o a través de terceros, programas de apoyo educativo.”.


3) Intercálanse, a continuación del artículo 2º, los siguientes artículos 2º bis y 2° ter, nuevos:


“Artículo 2º bis.- Sin perjuicio de las funciones señaladas en el artículo  anterior, también corresponderá al Ministerio:


a) Elaborar las bases curriculares y los planes y programas de estudio para la aprobación del Consejo Nacional de Educación;


b) Elaborar los estándares de aprendizaje de los alumnos, los otros indicadores de calidad educativa y los estándares indicativos de desempeño para sostenedores y establecimientos educacionales;


c) Formular los estándares de desempeño docente y directivos que servirán de orientación para elaboración de las evaluaciones consideradas en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprueba el Estatuto de los Profesionales de la Educación y para la validación de los mecanismos de evaluación de los docentes de aula, técnico-pedagógicos y docentes directivos que presenten voluntariamente a la Agencia de la Calidad de la Educación los establecimientos educacionales particulares pagados y subvencionados y los sistemas de evaluación complementarios del sector municipal, de corporaciones municipales o de otras entidades creadas por ley;


d) Proponer y evaluar las políticas y diseñar e implementar programas y las acciones de apoyo técnico pedagógico para docentes, equipos directivos, asistentes de la educación, sostenedores y establecimientos educacionales con el fin de fomentar el mejoramiento del desempeño de cada uno de esos actores educativos y el desarrollo de capacidades técnicas y educativas de las instituciones  escolares y sus sostenedores;


e) Proponer y evaluar las políticas relativas a la formación inicial y continua de docentes;


f) Determinar, en coordinación con la Agencia de Calidad de la Educación, el plan de mediciones nacionales e internacionales de los niveles de aprendizaje de los alumnos;


g) Desarrollar estadísticas, indicadores y estudios del sistema educativo, en el ámbito de su competencia, y poner a disposición del público la información que con motivo del ejercicio de sus funciones recopile. Esta información será pública y de libre acceso  para todo el que tenga interés en consultarla. Los resguardos de confidencialidad de los resultados individuales se garantizarán de conformidad a la ley;


h) Establecer y administrar los registros públicos que determine la ley, e


i) Ejecutar las sanciones que disponga la Superintendencia de Educación o, en su caso, aplicar las sanciones en los ámbitos que determinen las leyes.


Artículo 2º ter.- En cumplimiento del deber del Estado a que se refiere el inciso octavo del artículo 4° de la ley N° 20.370, General de Educación, corresponderá al Ministerio de Educación facilitar apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales y promover el desarrollo profesional docente.


Dichas funciones podrá desarrollarlas el Ministerio, por sí o a través de terceros elegidos por el sostenedor de entre los sujetos registrados conforme al artículo 18, literal d). 


No obstante, el Ministerio de Educación brindará el apoyo técnico directamente cuando así se lo soliciten sostenedores que sean municipalidades, corporaciones u otros entes creados por ley o que reciben aporte del Estado. 


4) Elimínase, en el artículo 4º, la   expresión “Jefe Superior del Ministerio y”.


5) Intercálase, en el artículo 6º, a continuación de la expresión “del Ministro”, la frase “y el Jefe Administrativo del Ministerio”.


6) Agrégase en el artículo 7°, a continuación del inciso único, que pasa a ser   primero, los siguientes incisos, nuevos: 


“Esta división contará con una unidad encargada de prestar apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales subvencionados y que reciben aporte del Estado y sus sostenedores, velando por el mejoramiento  continuo de la calidad del servicio educativo prestado por éstos. 


Para el cumplimiento de dicha función se deberán:


1. Desarrollar estrategias, elaborar instrumentos e implementar programas de apoyo educativo.


2. Identificar y difundir las mejores prácticas en materias técnico pedagógicas,  curriculares, administrativas y de gestión institucional.


3. Certificar la calidad de las entidades pedagógicas y técnicas de apoyo externo.


4. Entregar información a la comunidad educativa de modo de propender a asegurar la calidad de las entidades de apoyo técnico externo.


La labor de apoyo que realice esta unidad deberá tener especial focalización en aquellos establecimientos de mayor necesidad de apoyo de acuerdo la Ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, en aquellos sectores geográficos en donde exista menor disponibilidad de apoyo técnico pedagógico, y en los establecimientos públicos y gratuitos”.


7) Reemplázase el artículo 15 por el siguiente:


“Artículo 15.- Corresponderá a las Secretarías Regionales Ministeriales planificar, normar y supervisar el apoyo pedagógico que se preste, cuando corresponda, en los establecimientos ubicados en su territorio jurisdiccional, cautelando el cumplimiento de los objetivos y políticas educacionales y su correcta adecuación a las necesidades e intereses regionales.


Les corresponderán, además, todas las funciones y atribuciones que las normas legales les otorgan, especialmente en materias técnico-pedagógicas y las vinculadas a la  inspección del pago de las subvenciones.”.


8) Reemplázase el inciso primero del artículo 16, por el siguiente:


“Artículo 16.- Los Departamentos Provinciales son organismos desconcentrados funcional y territorialmente de las Secretarías Regionales Ministeriales, encargados de coordinar el apoyo técnico pedagógico que se preste en los establecimientos educacionales subvencionados y acogidos al decreto ley N° 3.166 de su jurisdicción.”.


9) Incorpórase el siguiente Título III, nuevo, pasando el actual Título III a ser IV, ordenándose sus artículos correlativamente:

“TÍTULO III

De los requerimientos de información,

de la Ficha Escolar y los registros


Artículo 17.- Para los efectos de los  registros establecidos en la ley, los sostenedores deberán proporcionar toda la información solicitada por el Ministerio de Educación, incluyendo los cobros efectuados en los establecimientos en que así procediere, y se deberá considerar, además, toda la información pública que generen sobre los establecimientos y los sostenedores la Agencia de la Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación.


A partir de la información a que se refiere el inciso anterior, el Ministerio de Educación elaborará una Ficha Escolar que resumirá la información relativa a cada establecimiento educacional.


La Ficha Escolar será publicada en la página web del Ministerio de Educación.


Un reglamento fijará la forma, modalidad y periodicidad en que deberá requerirse y publicarse la información establecida en el presente artículo.


Artículo 18.- Los Registros de Información comprenderán los siguientes:


a) Registro de Sostenedores, el que deberá incluir la constancia de su personalidad jurídica, representante legal, establecimientos que administra e historial de infracciones, si las hubiere. En el caso de percibir subvención o aportes estatales, deberá también informarse sobre origen y monto de todos los recursos recibidos.


b) Registro de Establecimientos Reconocidos Oficialmente, donde deberá incluirse el nombre y domicilio del establecimiento educacional, identificación del sostenedor y representante legal, constancia del acto administrativo por medio del cual se otorgó el reconocimiento oficial y su fecha, nivel de enseñanza y modalidad que imparte y la información pertinente relativa a alumnos, directivos,  docentes y asistentes de la educación. Asimismo, deberá contemplar indicadores de eficacia y eficiencia interna y fuentes de recursos y monto de los mismos.


En el caso de los establecimientos que reciben subvenciones o aportes estatales, deberá incluir, además, la individualización de los integrantes del Consejo Escolar e información sobre el Plan de Mejoramiento Educativo, si lo tuviere.


c) Registro de Docentes, que deberá incluir el nombre, títulos, menciones y el perfeccionamiento realizado, sector de aprendizaje, cursos y establecimiento educacional donde se desempeña y otros antecedentes relativos a la idoneidad para ejercer la profesión, de conformidad a la ley. La información para confeccionarlo deberá ser proporcionada por el sostenedor para quien trabaja el docente.


d) Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo, que estarán certificadas para prestar apoyo a los establecimientos educacionales y para la elaboración y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo. Un reglamento establecerá los requisitos y estándares de certificación que permitirán el ingreso y la permanencia en el registro, así como una adecuada identificación de las personas o entidades técnicas y las especialidades que ofrecen y los antecedentes relativos a la calidad de los servicios que hubieren prestado. Igualmente establecerá el procedimiento de certificación, la duración de la misma y las causales de pérdida de ella. 


Artículo 19.- El Ministerio de Educación deberá administrar y mantener con información actualizada los registros señalados en el artículo precedente, estableciendo instrucciones sobre las categorizaciones y formas de entrega de la misma.


Para efectos de los requerimientos de  información a que se refiere este Título, el Ministerio de Educación procurará la debida coordinación con la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación de modo tal que estas solicitudes sean de fácil comprensión, no se dupliquen y no alteren el normal funcionamiento de los establecimientos educacionales.


La entrega de información de los registros a que se refiere el presente Título se sujetará a las exigencias establecidas en las leyes N° 20.285 y N° 19.628, en lo que fuere aplicable.


Artículo 20.- Las universidades e institutos profesionales deberán remitir por medios informáticos al Ministerio de Educación la nómina de profesores titulados cada año de su respectiva institución. Tratándose de profesores titulados con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, deberán remitir la información, dentro del plazo de un año, contado desde la publicación de la presente ley.”.

Título V

Otras Normas


Artículo 113.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 20.248, que establece la Subvención Escolar Preferencial:


1) Agrégase en el artículo 5°, a continuación de la expresión “de los Títulos I y IV de la Ley de Subvenciones”, la siguiente expresión “y por las de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, en especial, las contempladas en el párrafo 5º de su Título III.”. 


2) Modifícase el artículo 7° de la  siguiente forma:


a) Sustitúyase en su letra a) la frase “al Ministerio de Educación” por la expresión “a la Superintendencia de Educación, dentro de la rendición de cuenta pública del uso de los recursos,”.


b) Agrégase en su letra d), al final del punto seguido, lo siguiente: “Para efectos de esta ley se entenderá que el Plan de Mejoramiento Educativo es el mismo al que se hace referencia en la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, sin perjuicio de los requisitos de formulación del plan y los efectos en caso de incumplimiento, los que quedarán sujetos a las normas que contempla esta ley.”.


c) Elimínase en el párrafo primero de la letra f) la siguiente frase “, debiendo actualizar anualmente esta información”.


d) Elimínase su inciso tercero. 


3) Sustitúyase el inciso final del artículo 8° por el siguiente:


“El Ministerio de Educación entregará, por sí o a través de terceros registrados según lo dispuesto en el artículo 30, orientaciones y apoyo para elaborar e implementar el Plan de Mejoramiento Educativo.”.


4) Reemplázase el artículo 9° por el  siguiente:


“Artículo 9°.- Los establecimientos adscritos al régimen  de subvención preferencial serán ordenados por la Agencia de la Calidad de la Educación en alguna de las categorías y en los plazos a que se refieren los artículos 17 y siguientes de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.


Los sostenedores tendrán derecho a impugnar la ordenación que obtuvieran sus establecimientos de acuerdo a lo establecido en el artículo 19 de la ley a que se refiere el inciso anterior.”.


5) Derógase el artículo 10.


6) Sustitúyese el artículo 11 por el  siguiente:


“Artículo 11.- Con el objeto de permitir la ordenación que señala el artículo 9º de la presente ley, de aquellos establecimientos cuya matrícula sea insuficiente para efectos de realizar inferencias estadísticas confiables acerca de sus resultados educativos, se utilizará el mecanismo previsto en el artículo 18 de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.


Adicionalmente, el Ministerio de Educación considerará las características especiales, acorde con sus necesidades, de los establecimientos educacionales rurales uni, bi o tri docentes, así como de aquellos multigrado o en situación de aislamiento, con el fin de orientar el apoyo pedagógico en la elaboración del Plan de Mejoramiento Educativo de dichos establecimientos y su implementación, cuando corresponda.


El Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa que establece el artículo 7º, tratándose de los establecimientos educacionales a que se refieren los incisos precedentes, podrá proponer el funcionamiento en red, en colaboración con otros establecimientos de  similares características y cercanía geográfica, conforme con los procedimientos que se  establezcan en el reglamento. El Ministerio de Educación, a solicitud de los municipios deberá proponer y apoyar, cuando así se lo soliciten, Planes de Mejoramiento Educativo a desarrollar conjuntamente entre establecimientos educacionales de distintas comunas.”.


7) Sustitúyense los incisos segundo y tercero del artículo 12, por los siguientes:


“La Secretaría Regional Ministerial de Educación, durante los meses de septiembre y octubre, conforme lo disponga el reglamento, analizará la situación de cada establecimiento educacional que haya postulado. La Agencia de la Calidad de la Educación informará a la Secretaría Regional Ministerial de Educación sobre la ordenación que obtenga el establecimiento, debiendo notificarse al sostenedor en forma  personal o mediante carta certificada.


Con todo, si la Secretaría Regional Ministerial de Educación, dentro del mes de octubre, no emite pronunciamiento en cuanto a la postulación de los establecimientos educacionales a que se refiere el inciso anterior, el establecimiento podrá solicitar que los  antecedentes sean elevados ante el Subsecretario de Educación, quien deberá resolver dentro del plazo de 15 días hábiles contados desde la recepción de los antecedentes.”.


8) Derógase el artículo 13.


9) Elimínase en el artículo 14 la siguiente frase: “en la resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación”.


10) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 17:


a) Sustitúyase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 17.- Los establecimientos incorporados a este régimen de subvención   recibirán apoyo pedagógico en la forma que  establece el artículo 2° ter de la ley N° 18.956. La Superintendencia de Educación verificará el cumplimiento de las obligaciones a que se refiere esta ley, según la categoría en que ha sido ordenado el establecimiento, de acuerdo a los procedimientos, periodicidad e indicadores que especifique. Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Educación podrá verificar el cumplimiento del Plan de Mejoramiento Educativo a que se refiere el artículo 7° letra d).”.


b) Elimínese el inciso segundo.


11) Modifícase el artículo 18 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“La ordenación de estos establecimientos, la efectuará la Agencia de la Calidad de la Educación de acuerdo a los resultados de aprendizaje de los alumnos, en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares, y al grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad educativa propuestos por el Ministerio de Educación y aprobados por el Consejo Nacional de Educación.”.


b) Elimínase el inciso tercero.


12) Elimínase en el numeral 1 del artículo 19 la expresión “, el que deberá contar con la aprobación del Ministerio de Educación,”. 


13) Modifícase el artículo 20 en el siguiente sentido: 


a) Elimínase en el inciso quinto la expresión “aprobado por el Ministerio de Educación”.


b) Sustitúyese el inciso sexto por el siguiente:


“A contar del segundo año de vigencia del convenio, el aporte a que se refiere el inciso cuarto se suspenderá si el Ministerio de Educación, conforme al procedimiento establecido en el artículo 17, verifica que las acciones no se han efectuado conforme al Plan de Mejoramiento Educativo.”. 


c) Reemplázase en el inciso octavo la expresión “El reglamento a que alude al artículo 3°” por “Una instrucción de la Superintendencia de Educación”.


14) Sustitúyese el artículo 21 por el  siguiente: 


“Artículo 21.- El Ministerio de Educación verificará el cumplimiento del Plan de Mejoramiento Educativo que es parte constitutiva del Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa.


La Agencia de la Calidad de la Educación, como parte de la evaluación de estándares indicativos de desempeño para los establecimientos y sus sostenedores a que se refiere el artículo 6° de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad, realizará orientaciones para la mejora del Plan de Mejoramiento Educativo y su implementación.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, la Superintendencia de Educación evaluará anualmente el cumplimiento de las obligaciones legales que establece el  Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa por el sostenedor para cada establecimiento educacional emergente.


La Superintendencia deberá entregar un informe que incorporará la información derivada del ejercicio de las facultades a que se refieren los incisos anteriores al sostenedor y Director del respectivo establecimiento, quienes deberán ponerlo en conocimiento de la comunidad escolar a través del Consejo Escolar, sin perjuicio que deberá ser registrado en la página web de la Superintendencia.”


15) Reemplázase el artículo 22 por el  siguiente:


“Artículo 22.- La ordenación de estos establecimientos, la efectuará la Agencia de la Calidad de la Educación de acuerdo a los resultados de aprendizaje de los alumnos, en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje, referidos a los  objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares, y al grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad educativa propuestos por el Ministerio de Educación y aprobados por el Consejo Nacional de Educación.”.


16) Modifícase el artículo 23 de la  siguiente forma:


a) Sustitúyese en el inciso primero la frase “El Ministerio de Educación, mediante resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación,” “La Agencia de la Calidad de la Educación”, y reemplázase, la oración final por la siguiente: “Se entenderá por resultados reiteradamente deficientes, lo establecido en el Párrafo 5° del Título II de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.”.


b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“También serán clasificados en la categoría de Establecimientos Educacionales en Recuperación, los establecimientos emergentes que, en el plazo de un año contado desde la suscripción del Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, no cuenten con el Plan de Mejoramiento Educativo señalado en el artículo 19. Igual clasificación recibirán aquellos establecimientos educacionales emergentes que, teniendo un Plan, no lo apliquen, situación que comprobará el Ministerio de Educación a través de lo establecido en el inciso primero del artículo 17. El cambio en la clasificación del establecimiento se realizará mediante resolución fundada”.


17) Elimínase en el inciso final del artículo 24, la expresión “y podrá ser apelada ante el Subsecretario de Educación dentro del plazo de 15 días contados desde la fecha de su notificación.” Y agregase un punto final (.) luego de la palabra “sostenedor”. 


18) Reemplázase el artículo 25 por el  siguiente:


“Artículo 25.- Las escuelas que sean clasificadas “en recuperación”, en relación con lo establecido en el artículo 23, podrán impugnar su clasificación de acuerdo como lo establecen los incisos segundo y tercero del artículo 19 de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.”. 


19) Modifícase el artículo 26 de la siguiente forma:


a) Reemplázase el numeral 2 del inciso primero por el siguiente:


“2) Elaborar y cumplir el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales “en recuperación”. Éste deberá ser elaborado o ejecutado, a elección del sostenedor, con apoyo del Ministerio de Educación o a través de alguna de las personas o entidades del registro a que alude el artículo 30. 


El Plan de Mejoramiento Educativo  para establecimientos educacionales “en recuperación” abarcará tanto el área administrativa y de gestión del establecimiento como el proceso de aprendizaje y sus prácticas; y deberá estar elaborado antes del inicio del año escolar siguiente al de su ordenación en dicha categoría.”.


b) Reemplázase en el inciso segundo del numeral 3 la frase “el Informe de Evaluación de la Calidad Educativa” por la siguiente: “el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales “en recuperación”.  


c) Agrégase el siguiente inciso final: 


“Dicho plan podrá tomar en consideración las orientaciones que realice la Agencia de la Calidad de la Educación, como parte de la evaluación de estándares indicativos de desempeño para los establecimientos y sus sostenedores a que se refiere el artículo 6° de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.”.”


20) Elimínase el inciso sexto del artículo 27.


21) Modifícase el artículo 28 en el  siguiente sentido:


a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“Por otra parte, si el establecimiento en recuperación no logra dichos objetivos en el plazo indicado, la Agencia de la Calidad de la Educación informará a todos los miembros de la comunidad escolar la circunstancia de que el establecimiento no ha alcanzado los resultados académicos esperados y ofrecerá a las familias del mismo la posibilidad de buscar otro centro educativo y facilidades de transporte para su acceso, lo que se regulará vía decreto suscrito por el Ministerio de Educación y el Ministerio de Hacienda. Esta comunicación la efectuará la Agencia de la Calidad de la Educación por carta certificada a cada uno de los apoderados y familias del establecimiento. Dicha comunicación podrá efectuarse por cualquier otro medio que el Ministerio de Educación determine, siempre que se cumpla con el objeto de informar directamente a cada uno de los apoderados y familias del establecimiento.”.


b) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente: 


“En el caso de no lograrse los objetivos señalados en el inciso primero, los   establecimientos estarán afectos al mecanismo de revocación del reconocimiento oficial que se establece en los artículos 30 y 31 de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.”.


c) Derógase el inciso cuarto.


22) Modifícase el artículo 29 en el siguiente sentido:


a) Suprímanse los literales a), c), h) e i)


b) Elimínase en la letra b) la frase “, y verificar su cumplimiento”.


c) Reemplázase la letra e) por la siguiente:


“e) Mantener un sistema de apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales por si o a través de terceros, de aquellas incorporadas en el registro a que se refiere el artículo 30.


No obstante, el Ministerio de Educación brindará el apoyo técnico directamente cuando así se lo soliciten sostenedores que sean municipalidades, corporaciones u otros entes creados por ley o que reciben aporte del Estado.”.


23) Reemplázase el artículo 30 por el siguiente: 


“Artículo 30.- Estarán habilitadas para prestar apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educaciones en lo concerniente a la elaboración e implementación del Plan de Mejoramiento Educativo a que se refieren los artículos 8°, 19, 20 y 26 aquellas personas o entidades que cumplan los estándares de  certificación para integrar el Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo administrado por el Ministerio de Educación de acuerdo a lo establecido en el artículo 18, letra d) de la ley N° 18.956.


Las personas o entidades que, incorporadas al registro a que se refiere el inciso precedente, presten asesorías a establecimientos educacionales que reiteradamente obtengan resultados insatisfactorios de conformidad a lo establecido en el reglamento a que se refiere el artículo 18, letra d) de la ley N° 18.956, serán eliminadas del Registro Público de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo.


Los sostenedores podrán asociarse  entre sí para recibir apoyo técnico de una misma persona o entidad registrada.


Los costos de cada persona o entidad pedagógica y técnica de apoyo serán pagados por el sostenedor que requiera sus servicios.


Regirán respecto de estas personas o entidades las inhabilidades de los artículos 54 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1-19.653, de 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley   Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.


24) Derógase el artículo 32.


25) Modifícase el artículo 34, en el siguiente sentido:


a) Agrégase en su encabezado,  a continuación de la última coma, la siguiente frase “y las contempladas en el párrafo 5° del Título III de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación,”.


b)Elimínase su numeral 4).


26) Reemplázase el inciso primero del artículo 35 por el siguiente:


“Artículo 35.- Las infracciones a la presente ley serán sancionadas y estarán   afectas al procedimiento dispuesto en el párrafo 5° del Título III de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.”.


27) Reemplázase en el artículo 36 la expresión “IV de la Ley de Subvenciones” por “III de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación”.


28) Reemplázase en el inciso primero del artículo primero transitorio, la frase “en la letra a) del artículo 9°” por la frase “en el artículo 9°”.


29) Reemplázase en el inciso primero del artículo segundo transitorio, la frase “en la letra c) del artículo 9°” por la frase “en el artículo 9°”.


30) Derógase el artículo undécimo transitorio.


Artículo 114.- Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales, en el siguiente sentido:


1) Sustitúyese en su artículo 1º el punto final por una coma (,), agregando a continuación la siguiente frase:


“y por las de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, en especial, las contempladas en el párrafo 5º de su Título III.”.  


2) Modifícase el artículo 2º en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese en el inciso segundo la frase: “Una  persona natural o jurídica”, por la siguiente: “Una persona jurídica”.


b) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:


“El representante legal y el administrador de entidades sostenedoras de establecimientos educacionales deberán cumplir con los siguientes requisitos: 


i) Estar en posesión de un título profesional o licenciatura, de al menos 8 semestres, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste;


ii) No haber sido sancionado con las inhabilidades para ser sostenedor, por haber cometido alguna de las infracciones graves señaladas en los artículos 50 de la presente ley y 76 de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación; 


iii) No haber sido condenado por crimen o simple delito de aquellos a que se  refiere el Título VII del Libro II del Código Penal, y la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes, y otros que establezca la ley”.


c) Sustitúyese el inciso cuarto por el siguiente nuevo:


“Asimismo, los miembros del directorio de la persona jurídica sostenedora deberán cumplir con los requisitos señalados en las  letras b) y c) del inciso anterior.”.


3) Sustitúyese el artículo 5°, por el siguiente:


“Artículo 5º.- La subvención, derechos de matrícula, derechos de escolaridad y donaciones a que se refiere el artículo 18, en la parte que se utilicen o inviertan en el pago de remuneraciones del personal; en la administración, reparación, mantención o ampliación de las instalaciones de los establecimientos beneficiados; o en cualquier otra inversión destinada al servicio de la función docente, no estarán afecto a ningún tributo de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Anualmente, los sostenedores deberán entregar la información  que le solicite la Superintendencia de Educación acerca de los rubros indicados en el inciso precedente, en los cuales utilizó los recursos que por concepto de subvención percibió durante el año laboral docente anterior.


Para fines de la rendición de cuentas a que se refiere el párrafo 3° del Título III de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, los sostenedores deberán mantener, por un período mínimo de cinco años, a disposición de la Superintendencia de Educación y de la comunidad educativa, a través del Consejo Escolar, el estado anual de resultados que dé cuenta de todos los ingresos y gastos del período. 


El incumplimiento de la obligación indicada en el inciso segundo será sancionado como falta, en los términos del artículo 73, letra b) de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación. En tanto, el incumplimiento de las obligaciones establecidas en el inciso tercero, constituirá infracción grave del artículo 50 de la presente ley. En ambos casos, se aplicará el procedimiento establecido en el párrafo 5° del Título III de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.


4) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 6º:


a) Sustitúyese la letra a) por la  siguiente: 


“a) Que tengan el reconocimiento oficial del Estado, por haber cumplido los requisitos establecidos en el artículo 46 de la ley N° 20.370.”.


b) Sustitúyese en la letra d) bis, la frase “de la ley N° 18.962” por la frase “de la ley N° 20.370”.


c) Reemplázase en el párrafo segundo de la letra f) del artículo 6º la oración: “Si el sostenedor es una persona jurídica, ninguno de sus socios, directores o miembros, en su caso,” por la siguiente: “Ninguno de los representantes legales y administradores de entidades sostenedoras de establecimientos educacionales”.


5) Reemplázase en el artículo 9°, inciso tercero, la frase: “el profesional que tenga la calidad de sostenedor” por la siguiente: “el profesional que tenga la calidad de socio,   representante legal o administrador de la   persona jurídica sostenedora”, y la frase: “de un sostenedor de los mismos establecimientos.”, por la siguiente: “de un socio, representante legal o administrador de la entidad sostenedora de los mismos establecimientos.”.


6) Elimínanse el inciso final del artículo 15.


7) Derógase el artículo 19.


8) Sustitúyese, en el inciso final del artículo 22, la oración que sigue al punto seguido (.), por la siguiente: “La infracción de esta obligación se considerará menos grave.”.


9) Sustitúyense, en los incisos quinto y sexto del artículo 26, las frases “al Ministerio de Educación” por “a la Superintendencia de Educación”.


10) Introdúcense las siguientes modificaciones en  el artículo 50:


a) En su inciso primero, sustitúyese la expresión “los Secretarios Regionales Ministeriales” por “los Directores Regionales de la Superintendencia de Educación”.


b) En su inciso segundo, introdúcense las siguientes enmiendas: 


i) Reemplázase el literal d) por el siguiente:


“d) No dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 11 de la ley N° 20.370.”


ii) Sustitúyese en la letra e) la expresión “los artículos 64 y 65” por “el artículo 64 de la presente ley”.


iii) Suprímese el literal i), que aparece en primer lugar.


11) Deróganse los artículos 52, 52 bis y 53.


12) Intercálase, en el inciso primero del artículo 54, a continuación de la expresión “mediante resolución fundada”, la frase “y  previo informe favorable de la Superintendencia de Educación”.


13) Reemplázase en los incisos primero y tercero del artículo 55, las frases “al Ministerio de Educación” y “del Ministerio de Educación” por las frases “a la Superintendencia de Educación” y “de la Superintendencia de Educación”, respectivamente.


14) Deróguense los artículos 65, 66 y 67.


15) Elimínase en el inciso final del artículo quinto transitorio, la frase “para los efectos de los artículos 50 y  52 del presente cuerpo legal”.


16) Derógase el artículo duodécimo transitorio.

Título VI

Disposiciones finales


Artículo 115.- Los plazos de días establecidos en esta ley son de días hábiles, entendiéndose que son inhábiles los días sábados, domingos y festivos.


Artículo 116.- En los casos no contemplados en la presente ley, la entrega de información que se requiera a estos órganos se someterá al procedimiento establecido en los artículos 12 y siguientes de la Ley N° 20.285, de Acceso de Información Pública.


Artículo 117.- Para los efectos de esta ley, se considerarán establecimientos que reciben aportes del Estado a los regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980.


Artículo 118.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la partida Presupuestaria del Tesoro Público.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante un decreto con fuerza de ley expedido por intermedio del Ministerio de Educación, que además deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, establezca las Direcciones y Oficinas Regionales de la Superintendencia de Educación y de la Agencia de Calidad de la Educación, definiendo sus potestades, funciones y el ámbito geográfico que abarcará cada una de ellas.


Artículo segundo.- El Ministerio de Educación tendrá un plazo de tres años, contado desde la entrada en vigencia de esta ley, para presentar los estándares de aprendizaje, indicativos de desempeño y otros indicadores de calidad educativa al Consejo Nacional de Educación. Con todo, este plazo será de un año para presentar los estándares de aprendizaje de, a lo menos, uno de los cursos evaluados por el sistema nacional de medición.


Artículo tercero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, fije las plantas de personal de la Superintendencia de Educación y de la Agencia de Calidad de la Educación.


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas de personal que fije, el número de cargos por cada planta, así como los requisitos específicos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones y niveles jerárquicos para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el título VI de la ley Nº 19.882 y en el artículo 8° del decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, según corresponda; y las dotaciones máximas de personal de cada institución, las cuales no estarán afectas a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº 29 del Ministerio de Hacienda, de 2005. Del mismo modo, el Presidente de la República fijará las normas necesarias para la fijación de las remuneraciones variables, en su aplicación transitoria y establecerá las normas de encasillamiento del personal de las plantas que fije y de los  traspasos que practique. En los procesos de  encasillamiento que se originen por la aplicación de esta ley, podrán participar los funcionarios de planta y a contrata que estando calificados en lista 1, de distinción, se hayan desempeñado en esta última calidad durante, a lo menos, dos años anteriores al encasillamiento.


Con todo, los requisitos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad no serán exigibles respecto de quienes, a la fecha de entrada en vigencia del o los decretos con fuerza de ley a que se refiere este artículo, se desempeñen en el Ministerio de Educación o de sus servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, ya sea en calidad de  titulares o a contrata, y sean traspasados en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo quinto transitorio. 


Mediante igual procedimiento, el Presidente de la República determinará la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije, del encasillamiento que practique y del inicio de funciones de la Superintendencia de Educación y de la Agencia de Calidad de la Educación.


Artículo cuarto.- El Presidente de la República nombrará, transitoria y provisionalmente, conforme al artículo quincuagésimo noveno de la ley Nº 19.882, al Superintendente de Educación y al Secretario Ejecutivo de la Agencia de Calidad de la Educación, quienes asumirán de inmediato y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública.


Para iniciar el concurso de los integrantes del Consejo de la Agencia, el Ministro de Educación tendrá un plazo máximo de dos meses, contado desde la publicación de la presente ley.


Artículo quinto.- Los cargos de las plantas de personal y los empleos a contrata de la Superintendencia de Educación y de la Agencia de Calidad de la Educación serán provistos mediante traspaso de personal, de planta o a contrata, desde el Ministerio de Educación, servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio; y mediante concursos de acuerdo a lo establecido en los incisos siguientes. 


La provisión a que se refiere el inciso anterior se efectuará por traspaso respecto de aquellas personas que se desempeñen en calidad de planta o a contrata en funciones que, en virtud de la presente ley, pasarán a ser desempeñadas íntegramente por la Superintendencia de Educación o la Agencia de Calidad de la Educación.


Asimismo, podrán ser traspasadas las personas que desempeñen cargos en las plantas de administrativos y auxiliares en el Ministerio de Educación o servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio y postulen y concursen de conformidad a lo establecido en el artículo séptimo transitorio. 


Los restantes cargos serán provistos mediante concurso público los que se sujetarán a las normas generales en el Estatuto Administrativo y sus reglamentos y, en lo que fuera pertinente, a lo establecido en el artículo séptimo transitorio de la presente ley. A igualdad de condiciones de los postulantes, se privilegiará a aquellos que se desempeñen en el Ministerio de Educación, y en los servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio.


Con todo, los cargos directivos de la Superintendencia de Educación y de la Agencia de la Calidad de la Educación serán siempre provistos mediante concurso público o de acuerdo a lo establecido en el título VI de la ley N° 19.882, según corresponda.


Artículo sexto.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, determine el personal que, de acuerdo a lo establecido en los incisos segundo y tercero del artículo anterior, se traspasará a la Superintendencia de Educación y a la Agencia de Calidad de la Educación.


En el traspaso, el personal mantendrá la calidad jurídica de los cargos que desempeña y el grado que tenga a la fecha de éste, salvo que se produzcan entre instituciones adscritas a diferentes escalas de sueldos base, caso en el cual se realizará en el grado cuya remuneración total sea la más cercana a la que percibía el funcionario traspasado.


Los traspasos se realizarán sin solución de continuidad. Asimismo, se traspasarán las funciones y los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. 


Los cargos servidos en el Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, por funcionarios traspasados de conformidad al inciso segundo del artículo anterior, se suprimirán de pleno derecho por el solo ministerio de la ley a contar de la total tramitación del acto administrativo que lo dispone. Del mismo modo, la dotación máxima se rebajará en el número de personas traspasadas.


Al personal titular de planta que provenga del Ministerio de Educación o servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, que sea traspasado bajo cualquiera de las modalidades que fija  esta ley, , no le serán aplicables las normas de los artículos 45 y 108.


Los traspasos de personal bajo cualquiera de las modalidades que fija esta ley, no podrán tener como consecuencia ni podrán ser considerados como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento. Del mismo modo, no podrá significar, bajo ninguna circunstancia, una disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos previsionales de los funcionarios traspasados. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije las plantas, se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica. La individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República" por intermedio del Ministerio de Educación.


Artículo séptimo.- Los concursos que deban realizarse de conformidad al inciso tercero del artículo quinto transitorio serán llamados por la Subsecretaría de Educación, directamente o utilizando el procedimiento que establece el artículo 23 del Estatuto Administrativo y se sujetarán al procedimiento dispuesto en los incisos siguientes. 


La Subsecretaría de Educación definirá, conjuntamente con el Superintendente de Educación o el Secretario Ejecutivo de la Agencia de Calidad de la Educación, según corresponda, los factores, subfactores, competencias o aptitudes específicas a considerar, pudiendo fijarse por cargos o grupo de cargos o funciones.


Sin perjuicio de las disposiciones del Título II del Estatuto Administrativo, el concurso deberá seguir, a lo menos, las siguientes normas básicas:


a) En la convocatoria se especificarán los cargos, los requisitos requeridos, las  funciones a desempeñar y la localidad en la que estará ubicada la vacante.


b) La provisión de los cargos de cada planta se efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes.


c) En caso de producirse empate, se pronunciará el Superintendente de Educación o el Secretario Ejecutivo de la Agencia de Calidad de la Educación, según corresponda. 


Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, dicte normas complementarias para el adecuado desarrollo del concurso.


Artículo octavo.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministro de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Superintendencia de Educación y la Agencia de Calidad de la Educación, incluyendo sus glosas y los recursos que se le traspasen por efectos del artículo quinto transitorio, y aquéllos asociados a las unidades cuyas funciones se transfieren por esta ley a la Agencia de la Calidad de la Educación y a la Superintendencia de Educación.


En el plazo máximo de 15 días después de conformados estos presupuestos, el Ejecutivo informará al respecto a las Comisiones de Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado, remitiendo copia de los decretos respectivos.


Artículo noveno.- Mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Bienes Nacionales, el que deberá también suscribir el Ministro de Educación, se determinarán los bienes muebles e inmuebles fiscales que se traspasarán a la Superintendencia de Educación y la Agencia de Calidad de la Educación. El Superintendente de Educación y el Secretario Ejecutivo de la Agencia de Calidad de la Educación requerirán de las reparticiones correspondientes las inscripciones y anotaciones que procedan, con el solo mérito del decreto supremo antes mencionado.


Artículo décimo.- Los funcionarios de planta y a contrata del Ministerio de Educación o servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, que sea traspasados bajo cualquiera de las modalidades que fija esta ley, podrán conservar su afiliación a las asociaciones de funcionarios y a los servicios de bienestar de sus instituciones de origen. Dicha afiliación se mantendrá vigente hasta que en las instituciones a las fueren traspasados hayan constituido sus propias asociaciones o servicios de bienestar. Con todo, transcurridos dos años contados desde la fecha en que dichas instituciones estén plenamente operativas de acuerdo a lo establecido en él o los decretos con fuerza de ley a que alude el artículo tercero transitorio, cesará, por el solo ministerio de la ley, su afiliación a las asociaciones de funcionarios y a los servicios de bienestar de la institución de origen.


Artículo undécimo.- Las referencias que las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas hagan a la clasificación en las categorías indicadas en el actual artículo 9° de la ley N° 20.248 se entenderán, a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, equivalentes a la ordenación en las categorías establecidas en el artículo 17, de acuerdo a la siguiente tabla:

	Autónomo
	Desempeño Alto.

	Emergente


	Desempeño Medio.

	
	Desempeño Medio-Bajo.

	En Recuperación
	Desempeño Insuficiente.



Quienes al momento de publicada esta ley, sean parte del Registro Público de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo establecido en el artículo 30 de la ley N° 20.248, serán traspasados al nuevo registro establecido en el artículo 18 letra d) de la ley N° 18.956. Dichas personas o entidades tendrán un plazo de dieciocho meses contados desde la dictación del reglamento a que hace referencia el mencionado artículo 18, letra d) de la ley N° 18.956 para cumplir con las obligaciones que establece. En caso de incumplimiento de estas obligaciones las personas o entidades serán eliminadas del registro.


Artículo duodécimo.- La ordenación de los establecimientos afectos a la ley N° 20.248 seguirá rigiéndose por lo dispuesto en los artículos primero y segundo transitorios de la mencionada ley en tanto no entren en vigencia los nuevos estándares de aprendizaje y otros indicadores de calidad educativa a que hace referencia esta ley. 


Artículo decimotercero.- Las modificaciones a que se refieren los artículos 113 y 114, en lo relativo a la atribución de competencias a las nuevas instituciones que integran el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, sólo entrarán en vigencia cuando dichas instituciones estén plenamente operativas de acuerdo a lo establecido en él o los decretos con fuerza de ley a que alude el artículo tercero transitorio de la presente ley.


Artículo decimocuarto.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por el Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministerio de Hacienda, dicte las normas necesarias para modificar las funciones de los servicios dependientes o instituciones relacionadas con éste, que en virtud de la presente ley pasen a ser desempeñadas íntegramente por la Agencia de la Calidad de la Educación o la Superintendencia de Educación, adecuando su orgánica en lo que sea pertinente.


Artículo decimoquinto.- Los establecimientos que imparten educación parvularia, que reciben aportes del Estado y que no cuentan con el reconocimiento oficial de éste, tendrán un plazo de ocho años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley para obtener tal reconocimiento. Transcurrido ese plazo, los establecimientos educacionales de educación parvularia que no cuenten con dicho reconocimiento, no podrán recibir recursos del Estado para la prestación del servicio educativo.”.

_______________

Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Larraín Fernández, García, Letelier, Sabag y Pérez Varela, en primer trámite constitucional, sobre negociación colectiva y derecho a huelga de los funcionarios públicos, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y 

Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Larraín Fernández, García, Letelier, Sabag y Pérez Varela, en primer trámite constitucional, sobre negociación colectiva y derecho a huelga de los funcionarios públicos, que cuenta con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y que tiene el Boletín N° 7.293-07.


Agrega que sus objetivos principales son extender el derecho a la negociación colectiva de los funcionarios públicos y eliminar la prohibición que limita su derecho a huelga.


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y le dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick y Larraín Fernández.


Hace presente que , en cuanto a la discusión en particular, la Comisión aprobó agregar una disposición transitoria mediante la cual la entrada en vigencia de la reforma sobre negociación colectiva y huelga ocurrirá cuando entre en vigencia la ley orgánica constitucional que la regule.


Al concluir advierte que la Comisión, no obstante haber discutido esta iniciativa en general y en particular, propone a la Sala aprobarla solamente en general y fijar un plazo para presentar indicaciones, y que para su aprobación se requiere el voto conforme de 25 Senadores.

- - -


En discusión en general la iniciativa, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señora Alvear, señores Muñoz Aburto, Larraín y Gómez y señora Allende.


Por haber llegado la hora de término del Orden del Día, este asunto queda pendiente.

_______________


Luego, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_______________



Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 9ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 13 DE ABRIL DE 2011



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Girardi, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Letelier.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurren, también, los Ministros Secretario General de la Presidencia; de Economía, Fomento y Turismo, y de Salud, señores Cristián Larroulet, Juan Andrés Fontaine y Jaime Mañalich, respectivamente.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones seis y siete, ambas ordinarias, de los días 5 y 6 de abril del año en curso, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Oficios



Del señor Contralor General de la República, con el que da respuesta a una solicitud remitida en nombre del Honorable Senador señor Espina, respecto de presentaciones efectuadas, ante la Contraloría Regional de La Araucanía, por Concejales de la Municipalidad de Lumaco, en relación con eventuales irregularidades en ese municipio.



Del señor Subsecretario del Medio Ambiente, con el que responde una petición de antecedentes remitida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre el proyecto “Plataforma Solar del Desierto de Atacama”.



- Quedan a disposición de los Honorables señoras y señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, que adecua los plazos vinculados a las elecciones presidenciales (Boletín N° 6.946-07) (con urgencia calificada de “suma”).



Dos de la citada Comisión, relativos a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones (Boletín N° 7.338-07) (con urgencia calificada de “suma”).



2.- Proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, sobre voto de chilenos en el extranjero (Boletín N° 7.335-07).



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Zaldívar, Escalona y Lagos, en primer trámite constitucional, en materia de información acerca de operaciones cambiarias del Gobierno (Boletín N° 7.452-05).



Nuevo segundo informe de la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud (Boletín N° 4.398-11).



De la misma Comisión, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas (Boletines N°s 2.973-11, 4.181-11, 4.192-11 y 4.379-11, refundidos).



De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en la solicitud del señor José Narciso Chamorro Peirano, con la cual requiere la rehabilitación de su ciudadanía, de conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 17 de la Constitución Política de la República (Boletín N° S 1.309-04).



- Quedan para Tabla.

Moción



De los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Rincón y señores Chahuán, Gómez y Muñoz Aburto, con la cual inician un proyecto de ley sobre derechos de empaquetadores de supermercados u otros establecimientos comerciales (Boletín N° 7.592-13).



- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Declaración de inadmisibilidad



Moción del Honorable Senador señor Zaldívar, mediante la que da inicio a un proyecto de ley que crea la comuna de Lontué, en la provincia de Curicó.



- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo establecido en el inciso tercero y en el N° 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

Permiso constitucional



Solicitud de la Honorable Senadora señora Rincón, para ausentarse del territorio nacional entre los días 24 y 27 de abril del año en curso.



- Se accede a lo solicitado.

- - -



Al hacer uso de la palabra los Honorables Senadores señores Orpis y Rossi piden recabar el asentimiento de la Sala para tratar el proyecto de ley que extiende el plazo de vigencia de las franquicias contenidas en el artículo 28 del decreto con fuerza de ley N° 341, de 1977, y en el artículo 35 de la ley N° 19.420 (Boletín N° 7.433-05), en el primer lugar del Orden del Día de la Tabla de la presente sesión ordinaria.



Fundan su petición en la circunstancia de que, por una parte, respecto de esta iniciativa se ha hecho presente la calificación de urgencia en el carácter de “discusión inmediata”, y, por otra, que se hace imprescindible su pronto despacho porque prorroga la vigencia de las franquicias que estimulan la actividad económica de Arica.



Se accede a lo solicitado.

- - -



A continuación, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Zaldívar para pedir el asentimiento de la Sala a objeto de remitir un oficio al Ejecutivo requiriendo su patrocinio respecto del proyecto de ley que crea la comuna de Lontué, en la provincia de Curicó, del que es autor, el cual fuera declarado inadmisible por contener materias que son propias de la iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República, lo que así se acuerda.



Además, el citado señor Senador junto a los Honorables Senadores señores Coloma y Navarro solicitan enviar este asunto a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, para que este órgano especializado estudie y evalúe, en conjunto con representantes de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, la conveniencia de este tipo de iniciativas.



Se accede a lo pedido.

- - -



Finalmente, interviene el Honorable Senador señor Gómez, quien solicita modificar la tramitación originalmente asignada al proyecto de ley que aumenta las penas del manejo en estado de ebriedad y bajo la influencia del alcohol (Boletín N° 7.266-07), de manera que sea la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones la encargada de analizarlo.



Así se acuerda.

______________



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que extiende el plazo de vigencia de las franquicias contenidas en el artículo 28 del decreto con fuerza de ley N° 341, de 1977, y en el artículo 35 de la ley N° 19.420, con informe de la 

Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que extiende el plazo de vigencia de las franquicias contenidas en el artículo 28 del decreto con fuerza de ley N° 341, de 1977, y en el artículo 35 de la ley N° 19.420, que cuenta con informe de la Comisión de Hacienda, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y que tiene el Boletín N° 7.433-05.


Agrega que su objetivo principal es extender hasta el 31 de diciembre de 2011 el plazo de dos franquicias tributarias:


- La que exime de derechos y tasas, y demás gravámenes aduaneros a las mercancías elaboradas por empresas industriales manufactureras instaladas en Arica, en su importación al resto del país.


- La que permite que las empresas manufactureras que no estén acogidas al régimen de zonas francas, instaladas o que se instalen en Arica, soliciten el reintegro de los derechos, tasas y demás gravámenes aduaneros en que hayan incurrido.


Luego, precisa que la Comisión de Hacienda discutió esta iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.


Al concluir hace presente que se abrió plazo para presentar indicaciones y sólo se formularon dos, entregadas por el Ejecutivo, para sustituir en los artículos 1° y 2° la referencia al año “2011”, que en ellos se contiene, por otra al año “2012”.

- - -


En votación en general el proyecto, se aprueba por 29 votos favorables de los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Longueira, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Acto seguido, el señor Presidente somete a votación las indicaciones del Ejecutivo, las cuales son aprobadas con idéntico quórum.


Queda despachado este asunto en este trámite.

- - -


El texto del proyecto aprobado en general por el Senado, es el que sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Sustitúyese en el inciso primero del artículo 28 del decreto con fuerza de ley N° 341, de 1977, del Ministerio de Hacienda -cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2001, del Ministerio de Hacienda- el guarismo "2010" por "2012".


Artículo 2°.- Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 35 de la ley N° 19.420 -cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio de Hacienda- el guarismo "2010" por "2012".


Artículo único transitorio.- La presente ley entrará en vigencia a contar del primero de enero de 2011.”.

_______________

Informe de la Comisión Mixta, formada  en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide, y de los ex Senadores señora Matthei y señor Ominami, sobre composición nutricional de 

los alimentos y su publicidad


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General explica que se trata del informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide, y de los ex Senadores señora Matthei y señor Ominami, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad, y que tiene el Boletín Nº 4.921-11.


Agrega que la Comisión Mixta, como forma de resolver las discrepancias entre ambas Cámaras, efectúa un conjunto de proposiciones que fueron aprobadas por unanimidad, con excepción del artículo 5° -referido a las facultades del Ministerio de Salud para determinar los alimentos que son altos en calorías y en sal-, el cual contó con el voto en contra del Honorable Senador señor Uriarte y del ex Diputado señor Lobos; del artículo 6° -que prohíbe la comercialización y publicidad de los alimentos altos en calorías y en sal dentro de los establecimientos de cualquier nivel y modalidad-, que tuvo el voto en contra de los Senadores señores Chahuán y Uriarte y del ex Diputado señor Lobos, y del inciso tercero del artículo 8° -que dispone la prohibición absoluta de usar ganchos comerciales para la promoción de alimentos, tales como juguetes, accesorios, adhesivos, incentivos u otros similares-, el cual contó con la abstención del Honorable Senador señor Chahuán.


Al concluir, hace presente que el artículo 4º de la iniciativa requiere para su aprobación del voto conforme de 21 señores Senadores.

- - -


La Comisión Mixta, como forma y modo de resolver las discrepancias surgidas entre ambas Cámaras a raíz de la discusión de esta iniciativa, propone aprobar las siguientes normas, con el quórum constitucional requerido en cada caso: 


a) Con quórum de ley orgánica constitucional:


Sustituir, en el inciso primero del artículo 4° aprobado por el Senado, la frase “en todos sus niveles de enseñanza” por “en todos los niveles y modalidades de enseñanza”.


a) Con quórum de ley común:


- Eliminar, en el inciso primero del artículo 2° aprobado por el Senado, la expresión “y rótulos”.


- Aprobar el artículo 3° acordado por el Senado.


- Aprobar el inciso segundo del artículo 4° despachado por el Senado.


- Aprobar el artículo 5° despachado por el Senado, y rechazar la incorporación de un inciso tercero, nuevo.


- Aprobar el artículo 6° despachado por el Senado, reemplazando, en el inciso primero, la frase “de educación básica y media” por “de cualquier nivel y modalidad”.


- Aprobar como artículo 7° el artículo 6° despachado por la Cámara de Diputados, con el siguiente texto:


“Artículo 7°.- La publicidad de los productos descritos en el artículo 5°, no podrá ser dirigida a niños menores de catorce años.


Para los efectos de esta ley, se entenderá por publicidad toda forma de promoción, comunicación, recomendación, propaganda, información o acción destinada a promover el consumo de un determinado producto.”.


- Aprobar como artículo 8° el artículo 7° despachado por la Cámara de Diputados, con el siguiente texto:


“Artículo 8°.- La promoción de los alimentos señalados en el artículo 5°, no podrá realizarse utilizando ganchos comerciales no relacionados con la promoción propia del producto, cuando esté dirigida a menores de catorce años.


Dicha práctica comercial deberá promover las ventajas de una alimentación variada y equilibrada, fomentar la educación del consumo de alimentos sanos resaltando un estilo de vida saludable o la práctica del deporte o actividad física.  En todo caso se deberá desincentivar el sedentarismo.


En ningún caso se podrá utilizar ganchos comerciales tales como juguetes, accesorios, adhesivos, incentivos u otros similares.”.


- Rechazar el artículo 8° despachado por la Cámara de Diputados.


- Aprobar como artículo 9° el despachado por la Cámara de Diputados, sustituyendo la expresión “y/o” por la conjunción “o”.

- - -


En discusión el informe de la Comisión Mixta, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Chahuán, Rossi, Ruiz-Esquide, señora Rincón y señores Chadwick, Girardi, Navarro, Longueira y Kuschel.


Luego, intervienen los señores Ministros de Salud y Secretario General de la Presidencia.


Acto seguido, la Sala unánimemente acuerda suspender la tramitación de este asunto, a la espera de la respuesta a la solicitud que se formula a la Honorable Cámara de Diputados de reabrir el debate en la materia.

_______________

Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Larraín Fernández, García, Letelier, Sabag y Pérez Varela, en primer trámite constitucional, sobre negociación colectiva y derecho a huelga de los funcionarios públicos, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y 

Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Larraín Fernández, García, Letelier, Sabag y Pérez Varela, en primer trámite constitucional, sobre negociación colectiva y derecho a huelga de los funcionarios públicos, que cuenta con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y que tiene el Boletín N° 7.293-07.


Agrega que sus objetivos principales son extender el derecho a la negociación colectiva de los funcionarios públicos y eliminar la prohibición que limita su derecho a huelga.


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y le dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick y Larraín Fernández.


Hace presente que, en cuanto a la discusión en particular, la Comisión aprobó agregar una disposición transitoria mediante la cual la entrada en vigencia de la reforma sobre negociación colectiva y huelga ocurrirá cuando entre en vigencia la ley orgánica constitucional que la regule.


Al concluir advierte que la Comisión, no obstante haber discutido esta iniciativa en general y en particular, propone a la Sala aprobarla solamente en general y fijar un plazo para presentar indicaciones.

- - -


En votación la iniciativa, se rechaza por no haberse reunido el quórum constitucional requerido, habiendo obtenido 21 votos a favor y 8 abstenciones.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Escalona, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Pizarro, Quintana, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Se abstienen los Honorables Senadores señores Chahuán, Espina, Kuschel, Larraín Peña, Longueira, Orpis, Prokurica y Uriarte.


Fundamentan su voto afirmativo los Honorables Senadores señores Bianchi, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Quintana, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Funda su abstención el Honorable Senador señor Longueira.


En consecuencia, queda rechazado este asunto.

_______________



A continuación, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

______________

INCIDENTES


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Rincón y señores Bianchi, Cantero, Gómez, Horvath, Uriarte y Walker (don Ignacio), han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



En el tiempo de los Comités Partido por la Democracia; Partido Radical Social Demócrata, y Partido Socialista, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Quintana, Gómez y Escalona, respectivamente, quienes solicitan el envío de oficios requiriendo antecedentes a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados señores Senadores, de conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -



Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Demócrata Cristiano; Partido Unión Demócrata Independiente; Partido Renovación Nacional; Independientes, y Partido MAS (Movimiento Amplio Social).

_______________



Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

PROYECTO, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE PESCA Y ACUICULTURA EN MATERIA DEL CONCEPTO DE EMBARCACIÓN ARTESANAL Y DE SU CLASIFICACIÓN POR ESLORA, DEL REEMPLAZO DE LA INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO PESQUERO ARTESANAL Y DE LOS REQUISITOS PARA INSCRIBIRSE EN EL MISMO REGISTRO

(6242-21)


La Cámara de Diputados, en sesión de 14 de abril en curso, ha tenido a bien prestar su aprobación a las enmiendas propuestas por ese H. Senado al proyecto que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia del concepto de embarcación artesanal y de su clasificación por eslora, del reemplazo de la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal y de los requisitos para inscribirse en el mismo registro, correspondiente al boletín Nº 6242-21, con excepción de  las recaídas en la letra b), del numeral 7 y en el numeral 10, nuevo, todas del artículo 1° del proyecto, que ha desechado.


De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, en sesión de esta fecha, esta Corporación acordó designar a los señores Diputados que se señalan para que la representen en la Comisión  Mixta que debe formarse:


- Don Cristián Campos Jara.


- Don Carlos Recondo Lavanderos.


- Don Alejandro Santana Tirachini.


- Don Jorge Ulloa Aguillón


- Don Matías Walker Prieto.

****


Hago presente a V.E. que el numeral 4) del artículo 1° del texto despachado por el Senado, fue aprobado por el voto favorable de 79 Diputados, de 119 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Carta fundamental.


Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 409/SEC/11 de 6 de abril de 2011.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General (S) de la Cámara de Diputados

2

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE PERMITE EL ACCESO UNIFORME A LAS LICENCIAS PROFESIONALES CUMPLIENDO LOS REQUISITOS EXIGIDOS EN LA LEY DE TRÁNSITO

(7212-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros, en trámite de segundo informe, el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, originado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”, el 5 de abril de 2011.


Durante la discusión de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz; del Asesor Legislativo del Ministro, señor Juan Carlos González y del Abogado del Departamento Legal de la Subsecretaría de Transportes, señor Nicolás Muñoz.

- - - - - - 


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hay.


II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hay.


III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hay.


IV.- Indicaciones rechazadas: 1 y 2.


V.- Indicaciones retiradas: no hay.


VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: 3 y 4.

- - - - - 

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


La Comisión se abocó al estudio de las 4 indicaciones presentadas al texto del proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, dejando constancia del debate de que fueron objeto, como asimismo de las disposiciones en que ellas inciden y de los acuerdos adoptados sobre las mismas.


El proyecto aprobado en general por el Honorable Senado consta de un artículo único que mediante dos literales pretende introducir modificaciones en el numeral 4) del inciso segundo del artículo 13 permanente y en el artículo 5º transitorio del decreto con fuerza de ley Nº 1, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia.

ARTÍCULO ÚNICO


El artículo 13 del decreto  con  fuerza  de ley, Nº 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, que establece los requisitos generales que deberán reunir los postulantes a licencia de conductor,  en su numeral 2) del inciso segundo, que señala los requisitos especiales para obtener la licencia profesional, indica textualmente:


“2) Acreditar haber estado en posesión de la licencia Clase B durante dos años;”.

Indicación Nº 1



1.- Del Honorable Senador señor Navarro, para consultar un literal nuevo, del siguiente tenor:


“...) Sustitúyese, en el número 2) del inciso segundo del artículo 13, la locución “dos años” por “un año”.


Durante la discusión de esta indicación en conjunto con la signada con el número 2, el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, informó que en la actualidad se está elaborando un proyecto de ley que considera un nuevo sistema, más exigente para el otorgamiento de licencias de conducir profesionales, para lograr mayor seguridad respecto de la preparación y capacitación de los conductores, por lo que sería preferible mantener la norma vigente.


En opinión del Ejecutivo, reducir las exigencias de las licencias profesionales no resulta adecuado hasta no contar con mayor certeza en el sentido de que existe una preparación más adecuada de los conductores profesionales y un control más exigente para el otorgamiento de las licencias de conducir.


El Honorable Senador señor Pizarro señaló que el problema que genera reiterados accidentes de tránsito es que no existe una profesionalización de la conducción, a pesar de la distinción entre diversas clases de licencias profesionales y no profesionales.


A juicio del señor Senador, se deben establecer mayores exigencias a los conductores profesionales, teniendo presente que los cursos de las Escuelas de Conductores no han obtenido el resultado esperado y, en la práctica, se entregan los certificados para que las personas puedan obtener las licencias, sin que exista una verdadera profesionalización de los conductores.


De no aumentarse las exigencias para la entrega de las licencias de conducir no se cambiará esta realidad, por lo que se debe mantener la norma legal vigente hasta que se aborde el tema en forma integral.


El Honorable Senador señor Prokurica coincidió con los argumentos anteriores y agregó que deben analizarse otras materias relacionadas con la conducción de vehículos motorizados, como es el caso de las Plantas de Revisiones Técnicas a los vehículos, que se crearon para que se cumplieran ciertos estándares y en la práctica no han otorgado los  resultados esperados, por lo que será necesario fiscalizarlas; lo mismo sucede con las Escuelas de Conductores. Asimismo, se debe considerar el otorgamiento de becas para obtener la licencia profesional a aquellas personas que no puedan pagar los cursos, que son de alto valor, aproximadamente de $ 300.000 ya que a las becas que otorga el SENCE sólo pueden acceder los conductores profesionales que tienen un empleador. 


Sería interesante que el Ejecutivo pueda analizar esta situación para lograr que más personas puedan acceder a la obtención de licencias profesionales y desarrollar esta actividad.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, señaló que la seguridad en el tránsito es de gran importancia y que en los países desarrollados el porcentaje de rechazo para la obtención de la primera licencia de conducir, alcanza al 50%. En cambio, en Chile el porcentaje de rechazo es de 2%, por lo que consideró preferible mantener la norma legal vigente sin bajar los requisitos para acceder a las licencias profesionales.

- Esta indicación fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Novoa, Pizarro y Prokurica. 

- - - 

Letra a)


El artículo 13, del decreto con fuerza de ley, Nº 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, en su numeral 4) del inciso segundo, establece textualmente:


“4) Acreditar, en caso de la Clase A-3, haber estado en posesión, durante a lo menos dos años, de la licencia Clase A-2 o Clase A-1. Tratándose de la Clase A-5, los postulantes deberán acreditar haber estado en posesión, durante a lo menos dos años, de la licencia Clase A-4.”.


La letra a) aprobada en general por el Honorable Senado, reemplaza, el numeral 4) del inciso segundo del artículo 13, por el siguiente:


“4) Acreditar, en caso de la Clase A-3, haber estado en posesión, durante a lo menos dos años, de la Licencia Profesional Clases A-1, A-2, A-4 o A-5. Tratándose de la Clase A-5, los postulantes deberán acreditar haber estado en posesión, durante a lo menos dos años, de la licencia profesional clases A-2, A-3 o A-4.”.


A esta letra se presentó una indicación signada con el Nº 2.

Indicación Nº 2


2.- Del Honorable Senador señor Navarro, para reemplazar, en el numeral 4) sustitutivo propuesto, la locución “dos años” por “un año”.


Como se señaló anteriormente, la discusión de esta indicación se realizó en conjunto con la signada con el número 1,  por referirse a materias similares.


- Esta indicación fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Novoa, Pizarro y Prokurica. 

Letra b)


El artículo 5º transitorio, del decreto con fuerza de ley, Nº 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, señala textualmente:


“Artículo 5º.- Los titulares de licencias de conductor clase A-1 y A-2, otorgadas con anterioridad al 8 de marzo de 1997 y que mantengan su vigencia a la fecha de publicación de esta ley, podrán obtener directamente la licencia profesional clase A-3, en el caso de la licencia clase A-1 obtenida antes del 8 de marzo de 1997, y la licencia profesional clase A-5, en el caso de la licencia clase A-2 obtenida antes del 8 de marzo de 1997, acreditando haber aprobado un curso de capacitación en la forma que determine el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.


La letra b) aprobada en general por el Honorable Senado, reemplaza el artículo 5º transitorio, por el siguiente:


“Artículo 5º.- Los titulares de licencias de conductor Clase A-1 otorgadas con anterioridad al 8 de marzo de 1997 y que mantengan su vigencia a la fecha de publicación de esta ley, podrán obtener directamente la licencia profesional Clase A-3. Asimismo, los titulares de licencias de conductor Clase A-2 otorgadas con anterioridad al 8 de marzo de 1997 y que mantengan su vigencia a la fecha de publicación de esta ley, podrán obtener directamente las licencias profesionales clases A-3 y A-5. 


En los casos aludidos en el inciso anterior, deberá acreditarse haber aprobado un curso de capacitación en la forma que determine el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.”.


A esta letra se presentó una indicación signada con el Nº 3.

Indicación Nº 3

3.- Del Honorable Senador señor Navarro, para agregar, en el artículo 5° transitorio que se propone, el siguiente inciso final, nuevo:


“Los titulares de licencias de conducir a los que hace mención el inciso primero que demostraren no tener los medios suficientes para realizar el curso de especialización serán beneficiados con becas que les permitan realizarlo.”.


Esta indicación fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, por recaer en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 65 de la Constitución Política de la República; artículo 25 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional  e inciso cuarto del artículo  118 del Reglamento.

- - - 

Indicación Nº 4

4.- Del Honorable Senador señor Navarro, para consultar un literal c), nuevo, del siguiente tenor:


“c) Agrégase el siguiente artículo transitorio, nuevo:


“....- En tanto la conducción de buses y taxibuses, urbanos, rurales e interurbanos requiere de profesionales preparados; no sólo en lo relativo a la conducción, el Ministerio de Transportes, junto con el Ministerio del Trabajo, desarrollarán las acciones de capacitación que permitan la certificación de las competencias laborales pertinentes para esta actividad.”.


Esta indicación fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, por recaer en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 65 de la Constitución Política de la República; artículo 25 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional e inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento.

- - - - - - - 


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Sala durante la discusión en general, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Modifícase la ley N° 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones, y de Justicia, en la siguiente forma:


a) Reemplázase, el numeral 4) del inciso segundo del artículo 13, por el siguiente:


“4) Acreditar, en caso de la Clase A-3, haber estado en posesión, durante a lo menos dos años, de la Licencia Profesional Clases A-1, A-2, A-4 o A-5. Tratándose de la Clase A-5, los postulantes deberán acreditar haber estado en posesión, durante a lo menos dos años, de la licencia profesional clases A-2, A-3 o A-4.”.


b) Reemplázase el artículo 5º transitorio, por el siguiente:


“Artículo 5º.- Los titulares de licencias de conductor Clase A-1 otorgadas con anterioridad al 8 de marzo de 1997 y que mantengan su vigencia a la fecha de publicación de esta ley, podrán obtener directamente la licencia profesional Clase A-3. Asimismo, los titulares de licencias de conductor Clase A-2 otorgadas con anterioridad al 8 de marzo de 1997 y que mantengan su vigencia a la fecha de publicación de esta ley, podrán obtener directamente las licencias profesionales clases A-3 y A-5. 


En los casos aludidos en el inciso anterior, deberá acreditarse haber aprobado un curso de capacitación en la forma que determine el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.”.

- - - - - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día 18 de abril de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jovino Novoa Vásquez (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Jorge Pizarro Soto y Baldo Prokurica Prokurica.


Sala de la Comisión, a 19 de abril de 2011.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida,

Abogado Secretario

3

MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORAS ALLENDE Y RINCÓN Y SEÑORES ESCALONA, GÓMEZ Y ROSSI, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE REGULA LA SITUACIÓN LABORAL DE LOS EMPAQUETADORES DE SUPERMERCADOS

(7604-13)

La situación de los empaquetadores de supermercado debe constituir una de las situaciones más indignas dentro de nuestra realidad laboral, por diversas razones, entre otras, la cotidianidad de los abusos y la tolerancia social de los mismos. Esta situación se ha venido revelando desde hace un tiempo a la fecha a través de diversos medios de comunicación. En efecto, en el sitio Web de radio cooperativa con fecha 24 de marzo de este año, en función de otra publicación realizada en el diario electrónico El Mostrador, aparece información relativa a los montos que deben cancelar los empaquetadores de supermercados de la Cadena Walmart por desarrollar su labor, esto es, $500 por turno y $16.500 por uniforme. A su vez, el sitio américaeconomia con fecha 21 de diciembre de 2010, contiene una columna del Economista de la Universidad de Chile Roberto Pizarro, que señala situaciones absolutamente coincidentes que lo expuesto anteriormente, vale decir, pago de $500 por turno, $5.000 por camisa y $10.000 por polerón de invierno. Lo anteriormente expuesto, no puede dejarnos en la más absoluta indiferencia debido a que constituye una de las realidades, entre otras, que deberían producirnos vergüenza como sociedad y como país.

La discusión respecto de los empaquetadores de supermercados no es reciente, por el contrario, en nuestro país data de hace bastante tiempo. Ya en el año 1992 la Dirección del Trabajo se pronunció señalando que “el vínculo que une a los supermercados con los menores que empacan las compras de sus clientes no constituye una relación jurídica de carácter laboral que deba materializarse en un contrato de trabajos”. Sin embargo, en 1999 la propia Dirección del Trabajo estableció que “es posible reconsiderar en base a cierto antecedentes”. En su parte medular este dictamen dispone que “si se comprueba el hecho relativo a que un supermercado está recibiendo los beneficios de la prestación de servicios de un menor de edad que empaca los productos que vende el primero; y, en segundo término, se comprueba que, además, el supermercado acepta dicha prestación ejerciendo potestad de mando respecto del menor, no cabe sino concluir presuntivamente que, en dichos casos, mediaría una relación jurídico laboral entre los menores empacadores y los supermercados que así operan”. En efecto, la Dirección del Trabajo consideró que por la organización del proceso industrial de los supermercados, el empaque es la etapa final de dicha actividad, siendo dicho servicio una ventaja competitiva para tales establecimientos, dado que la circunstancia de empacar o no el producto vendido es un beneficio más, pues el cliente lo aprecia como una mejor atención. Es por esto, que al supermercado no le resulta indiferente la forma y quienes sirven este puesto, lo cual se corrobora con la implementación de los procesos de selección de menores empacadores, dado que sus servicios son relevantes. Si fuese irrelevante, es decir, sin repercusiones en los volúmenes y calidades de las ventas, los supermercados no distraerían esfuerzos administrativos en seleccionar a los menores empacadores, sino que más aun, probablemente ni siquiera incentivarían la prestación del servicio de empaque, pues, aquello, no le proporcionaría ningún mayor beneficio económico. El empaque, pues, es un servicio económicamente relevante para los supermercados, dado que dicho trabajo cierra el proceso productivo de la venta. Por consiguiente, cabe afirmar que los directamente beneficiados con la prestación del servicio de empaque, son los supermercados. Y esta cuestión, desde un punto de vista jurídico laboral es determinante. En efecto, cabe señalar que la doctrina de este Servicio contenida, entre otros, en dictamen Nº 4.870-281, de 21 de septiembre de 1999, ha resuelto que de acuerdo a nuestra legislación laboral vigente reviste la calidad empleador quien recibe o se beneficia de los servicios personales del trabajador, esto es, la persona, agente o representante de quien los trabajadores efectivamente dependen para los fines de administración y dirección.

Lo anteriormente expuesto encuentra su fundamento, entre otros, en el artículo 3° inciso 1° letra a) del Código del Trabajo, el cual define al empleador como “la persona natural o jurídica que utiliza los servicios intelectuales o materiales de una o más personas en virtud de un contrato de trabajo”. Agrega el citado pronunciamiento jurídico, que la prestación de servicios “personales”, vale decir, fácticos o reales bajo dependencia y subordinación de un determinado empleador es elemento esencial para definir al trabajador de acuerdo al concepto fijado por el artículo 3°, letra b), del Código del Trabajo, conforme al cual reviste el carácter de tal “toda” persona natural que preste servicios intelectuales o materiales, bajo dependencia y subordinación, y en virtud de “un contrato de trabajo”. Es necesario puntualizar que el citado elemento jurídico resulta decisivamente confirmado en el artículo 4° inciso primero del mismo Código al establecer, en el carácter de presunción de derecho, que contrae las obligaciones del empleador frente a los trabajadores “la persona que ejerce habitualmente funciones de dirección o administración”, efecto éste que se produce sea que ese ejercicio lo haga por cuenta propia o ajena. Por su parte, y en armonía con lo ya expresado, el artículo 7° del cuerpo legal citado consagra como elemento de la esencia del contrato de trabajo, la prestación de servicios personales bajo dependencia y subordinación del empleador. Así, y tal como lo ha resuelto este Servicio en el dictamen ya citado, “la habitualidad de los servicios personales prestados a quien ejerce efectivamente las funciones de dirección y administración, es un elemento de la esencia del contrato de trabajo”.

Por otra parte, reforzando esta idea, también es posible advertir de las constataciones citadas que los menores, en el ejercicio de su función de empacadores, deben sujetarse a una determinada reglamentación interna, no pudiendo ejecutar sus servicios de conformidad a su buen criterio sino que, todo lo contrario, según pautas emanadas de la dirección del supermercado, tales como: el cumplimiento de turnos, el uso de pecheras, la circunscripción de su trabajo a una caja determinada del establecimiento, entre otras; hechos éstos que confirman fácticamente, también, la situación de subordinación y dependencia en que se prestan los referidos servicios de empaque. Pues bien, todos los hechos constatados anteriormente permitirían confirmar la existencia del vínculo de subordinación y dependencia entre las empresas propietarias del respectivo supermercado y los menores empacadores.

La respuesta de los supermercados, ante la doctrina adoptada por la Dirección del Trabajo, para evitar que se declare la existencia de la relación laboral, es incorporar a un tercero que asuma el trato con los empaquetadores, sin perjuicio de que los servicios se siguen prestando a favor de los supermercados, dentro de sus instalaciones y bajo órdenes directas de trabajadores de éstos. La dependencia y subordinación de los supermercados se ha tratado de desvirtuar a través de relaciones laborales tripartitas, es decir, mediante la intervención o participación de un tercer actor, que opera como la empresa que regula, pero curiosamente no contrata, a los empaquetadores para prestar servicios en los supermercados. Sin embargo, cabe recordar, que nuestra legislación recogió y reguló las relaciones jurídico-laborales a través de la denominada ley de subcontratado. En efecto, desde aquella reforma legal nuestro Código del Trabajo contiene un nuevo Título VII dentro de su Libro I denominado “Del Trabajo en Régimen de Subcontratación y del Trabajo en Empresas de Servicios Transitorios”. Así, nuestro Código del Trabajo distingue dos figuras la subcontratación y el suministro. La subcontratación está constituida por la situación en que una empresa, dueña de una obra o faena, celebra un contrato, civil o comercial, con otra denominada contratista, para que ejecute a su cuenta y riesgo, con sus propios trabajadores, un determinado trabajo o servicio. A su vez, la empresa contratista puede contratar a otra empresa, denominada subcontratista, para que lleve a cabo el trabajo o servicio requerido. Por otra parte, el suministro consiste en que una empresa, denominada suministradora, que tiene como giro el suministro de trabajadores, pone disposición de otra empresa, denominada usuaria, a cambio del pago de un determinado precio, los servicios laborales de sus empleados, reteniendo para sí la calidad formal del empleador. En la práctica, cabe preguntarse cuál es el elemento diferenciador de ambas figuras. En este sentido debemos señalar que dicho elemento lo constituye la subordinación o dependencia. En consecuencia, si el trabajador está subordinado a la empresa externa, se encuentra en el régimen de subcontratación, y si está subordinado a la empresa principal, está en situación de suministro. A su vez, el Código del Trabajo en su artículo 183-A sanciona la configuración de la subcontratación simulada, donde debe determinarse si la identificación del empleador efectuada en el contrato de trabajo es la correcta.

En función de todos los antecedentes expuestos precedentemente, queda de manifiesto que nuestro ordenamiento contiene normas jurídicas que pueden extenderse en su aplicación para poder solucionar, sin mayor inconveniente, el problema de los abusos que sufren los empaquetadores de supermercados. Una forma adecuada de solucionar el caso en particular, sería establecer un contrato especial, dentro del Código del Trabajo, que abarque a los empaquetadores de supermercados, remitiendo sus normas a la actual regulación de subcontratación, en el evento de que existan relaciones trilaterales en esta materia.

Ideas matrices

El presente proyecto de ley tiene por objeto establecer como contrato especial de trabajo la prestación de servicios personales que realizan los empaquetadores de supermercados, haciendo extensiva la aplicación de las normas relativas a la subcontratación para la eventualidad de que se dé una relación trilateral entre las partes. A su vez, se establecerán situaciones excepcionales para los casos en que los empaquetadores reciban becas, pensiones o beneficios sociales, para efectos de que no puedan perder dichos beneficios por efecto de tener ingresos laborales por este tipo de contratos.

Es por eso que sobre la base de los siguientes antecedentes vengo en proponer el siguiente proyecto de ley:

Proyecto de ley

1. Artículo Único. Agréguese un nuevo Capítulo VI-A y el artículo 152 ter del siguiente tenor:

“Capítulo VI-A

Artículo 152 ter : Los trabajadores que se desempeñen en recintos de supermercados, en empaque de productos vendidos por éste, estarán sujetos a las normas de este código, y en especial, las normas contenidas en el Título VII del Libro I, en el evento que se constaten relaciones trilaterales entre quienes intervienen en la relación laboral.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, los trabajadores que tengan becas, pensiones o cualquier otro beneficios social, no lo perderán por efecto de estar sujeto a este tipo de contrato de trabajo.”

(Fdo.):Isabel Allende Bussi, Senadora.- Ximena Rincón González, Senadora.- Camilo Escalona Medina, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR SABAG, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY SOBRE TRANSFERENCIA DE PREDIOS RÚSTICOS

(7605-01)

El decreto ley Nº 3.516, de 1980, permitió la subdivisión de predios rústicos siempre que los lotes resultantes tuvieren una superficie no inferior a 0,5 hectáreas físicas, iniciativa que habilitó la parcelación de numerosos inmuebles rurales para distintos fines, entre ellos las denominadas “parcelas de agrado”.

El mismo cuerpo legal consigna excepciones a la limitante de 0,5 hectáreas físicas que deben cumplir los predios resultantes de la subdivisión. Entre ellos, destaco las transferencias de inmuebles de una cabida no inferior a 500 ni superior a 1.000 m2, que se realicen por una sola vez entre ascendientes o descendientes por consanguinidad o afinidad hasta el primer grado, con el único objeto de construir una vivienda para el adquirente, pero siempre que el inmueble no hubiere tenido su origen en una subdivisión practicada de conformidad con el decreto ley Nº 3.516.

El loable propósito que perseguía la norma descrita, entonces, se ha entrabado por la propia ley, pues esta impide las transferencias de viviendas sociales cuando el predio a que acceden haya resultado de una división autorizada por ella.

Para superar esta anomalía, he estimado conveniente iniciar un proyecto de ley que, manteniendo la estructura del decreto ley Nº 3.516, sobre subdivisiones prediales, facilite la transferencia de predios rústicos de baja cabida destinados a viviendas rurales, siempre que el inmueble de que se trate no califique de parcela de agrado, en todo o parte.

Además, para cautelar que esta prohibición que propongo no se transforme en letra muerta, el proyecto consigna una norma que obliga al propietario o tradente a consignar en la respectiva escritura pública una declaración jurada en que conste que el inmueble que transfiere no tiene esa condición, castigando con presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de 6 a 10 UTM el perjurio o falso testimonio respecto de la declaración jurada.

Propongo, en consecuencia, al Honorable Senado el siguiente:

Proyecto de ley:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley Nº 3.516, de 1980:”

1) Reemplazase el párrafo tercero de la letra j) del artículo 1° por el siguiente:

“Lo dispuesto en esta letra no procederá respecto de los predios que califiquen como parcelas de agrado o cuyo avalúo fiscal exceda del equivalente a mil unidades de fomento al momento de la transferencia. Para estos efectos, se entiende por parcela de agrado el predio rústico destinado a la habitación y al esparcimiento, que no genera actividad económica.”.

2) Agregase en el inciso quinto del artículo 1°, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), las siguientes oraciones finales:

“Asimismo, en el caso de las transferencias a que se refiere la letra j), se incluirá en la respectiva escritura una declaración jurada del propietario o tradente en que conste que el predio que se transfiere no califica como parcela de agrado en todo o parte.”.

3) Intercalase el siguiente artículo 3° bis:

“Artículo 3° bis.- El que perjurare o diere falso testimonio respecto de la declaración jurada a que se refiere el inciso quinto del artículo 1°, sufrirá las penas señaladas en el artículo 210 del Código Penal.”.

(Fdo.): Hosaín Sabag Castillo, Senador.
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